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MENSAJE DEL CONSEJERO PRESIDENTE

La consolidación de una cultura política democrática preci-
sa, sin duda alguna, de la discusión y del debate acerca de 
los grandes problemas nacionales. Es en este sentido que la 
Comisión Estatal Electoral ha fomentado el intercambio de 
ideas por medio del Concurso de Ensayo Político, del cual hoy 
se presentan los resultados de su xvii edición.

Para la cee es particularmente importante esta edición, en 
razón de que hemos presenciado cómo ha ido transformán-
dose desde su primera convocatoria en 1999; al pasar en 2013 
a un formato nacional y con un llamado especial a los jóvenes 
del país; hasta esta edición en la cual, por primera ocasión, el 
concurso aumentó su alcance a una dimensión latinoameri-
cana, acorde a nuestra visión de calidad 2023: ser referente en 
América como el organismo electoral con las mejores prácti-
cas electorales.

Desde nuestra perspectiva, estos cambios en el concur-
so hacen de esta encomienda institucional un referente de 
discusión en materia político-electoral. Para esta edición se 
contó con una participación de 75 personas (19 mujeres y 56 
hombres), procedentes algunas de ellas de ocho países ame-
ricanos distintos a México (Argentina, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Estados Unidos, Perú y Venezuela); y de nuestro país 
se recibieron ensayos de catorce entidades de la república 
(Aguascalientes, Chihuahua, Ciudad de México, Coahuila, 
Estado de México, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, 
Morelos, Nuevo León, Puebla, Querétaro y Quintana Roo).

Los temas de esta edición fueron los siguientes: los movi-
mientos sociales y su influencia en las agendas políticas; de 
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una democracia de electores a una democracia de ciudada-
nía; alcances y limitaciones de la reelección en América La-
tina; los retos de los partidos políticos en América Latina; la 
calidad de la democracia y equidad de género en el espacio 
público. Como puede apreciarse, la convocatoria de la cee 
buscó alinear el debate público con una ciudadanía demo-
crática de 365 días.

La Comisión Estatal Electoral agradece a todas las perso-
nas participantes en el concurso. Especialmente, quisiéra-
mos reconocer a José Said Sánchez Martínez (primer lugar), 
Antonio Alejo Jaime (segundo lugar), Óscar Daniel Rodríguez 
Fuentes (tercer lugar), Vanessa Berenice Lizárraga Juárez 
(mención honorífica), y Andrea María Castellón Bermúdez 
(mención honorífica). La calidad argumentativa y expositiva 
de sus escritos nos recuerda por qué el ensayo es uno de los 
géneros literarios en el cual han sobresalido destacadas per-
sonalidades mexicanas y latinoamericanas.

Deseo subrayar también la profesional dedicación de los 
integrantes del jurado calificador, así como el apoyo invalua-
ble de sus universidades. La cee felicita a la Dra. Claire Eli-
zabeth Grace Wright, investigadora y catedrática de la Uni-
versidad de Monterrey, quien fungió como Presidenta del 
jurado; a la Dra. Flavia Freidenberg, investigadora del Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM; y al Dr. Manuel 
Antonio Garretón Merino, profesor titular del Departamento 
de Sociología de la Facultad de Ciencias Sociales (Universidad 
de Chile). 

Para la Comisión Estatal Electoral ahora se abre una im-
portante etapa, porque la nueva convocatoria llega a su déci-
mo octava edición. Para quienes colaboramos en institucio-
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nes vinculadas con la ciudadanía, sabemos que los dieciocho 
años son simbólicos en cuanto al ejercicio de los derechos y 
el cumplimiento de las obligaciones para con lo público y lo 
político. 

En este sentido, y conscientes de nuestras obligaciones 
para con la democracia en México y en Nuevo León, la cee 
profundizará la investigación por medio de iniciativas como 
el Centro de Investigación para el Desarrollo Democrático de 
Nuevo León, o proyectos interinstitucionales como el deno-
minado “Desafección política en México: ciudadanía frente 
a la democracia representativa.” Además, desde luego, de 
continuar con este tipo de concursos.

Estamos seguros que con ello la Comisión Estatal Electoral 
aporta elementos para comprender el alcance y la calidad de 
nuestra democracia.

Dr. Mario Alberto Garza Castillo
Consejero Presidente
Comisión Estatal Electoral Nuevo León
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MENSAJE DEL JURADO CALIFICADOR

A lo largo de sus dieciocho años de historia, el Certamen de 
Ensayo Político convocado por la Comisión Estatal Electo-
ral Nuevo León se ha convertido en un punto de referencia 
para el estudio y discusión de temas políticos de gran rele-
vancia en México. Ahora, en su décimo séptima edición, el 
certamen abrió su convocatoria a todo el continente ame-
ricano y así amplió su mirada hacia el horizonte político 
de toda la región. La respuesta obtenida fue excelente, con 
más de 70 trabajos recibidos para ser evaluados por parte 
del Jurado Calificador.

Dichos ensayos ofrecieron reflexiones tanto teóricas como 
empíricas sobre las seis temáticas establecidas en la convoca-
toria, a saber: los movimientos sociales y su influencia en las 
agendas políticas; el desafío: de una democracia electoral a 
una democracia de ciudadanía; los alcances y límites de la re-
elección en América Latina; los retos de los partidos políticos 
en América Latina; la calidad de la democracia; y la equidad 
de género en el espacio público. 

Por su parte, el Jurado Calificador tomó en cuenta varios 
criterios a la hora de evaluar los ensayos, incluyendo la pro-
blemática o hipótesis, la originalidad del tema, la coherencia 
argumentativa, la redacción y la bibliografía. Sin duda algu-
na, la calidad de los trabajos ensayos era muy alta y aprove-
chamos este espacio para felicitar a todas aquellas personas 
que se tomaron el tiempo para compartir su valioso trabajo en 
el certamen. Después de una profunda deliberación, el Jurado 
seleccionó a tres ganadores, así como dos menciones honorí-
ficas que sobresalieron tanto por la temática abordada como 
por la profundidad del debate teórico y el análisis empírico.
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El primer texto presentado en este volumen corresponde 
al ensayo que quedó en primer lugar en el certamen, escrito 
por José Said Sánchez Martínez. El ensayo ganador es un es-
tudio de gran transcendencia politológica ya que ofrece un 
abordaje muy valioso acerca del funcionamiento de la polí-
tica institucional en México, con una perspectiva compara-
da de los estados. Más concretamente, el estudio aborda la 
cuestión clave de la alternancia en el poder, al preguntarse 
si la pluralidad partidista ha afectado el ejercicio del poder, 
medido a través de la deuda pública de los gobiernos estata-
les. La hipótesis general es que la pluralidad partidista tendrá 
un claro impacto en el manejo de los recursos públicos, en 
principio al dar lugar a menores niveles de deuda. El estudio 
realizado ofrece un riguroso análisis estadístico con datos so-
bre las deudas estatales entre 2001 y 2014. Los resultados que 
el autor nos comparte seguramente abrirán un gran debate 
sobre esta importante temática que, hasta la fecha, ha sido 
poco explorada en México.

Seguido se presenta el ensayo escrito por Antonio Alejo 
Jaime y que fue galardonado con el segundo lugar. El contex-
to en el que se escribe dicho ensayo es la preocupante coyun-
tura actual en la que se ha producido un importante giro en 
el discurso y política hacia los migrantes (sobre todo, pero no 
exclusivamente los mexicanos), por parte de la nueva admi-
nistración de los Estados Unidos. Concretamente, el ensayo 
busca identificar qué hacen y cómo inciden los activismos 
transnacionales en este nuevo contexto norteamericano, 
con hincapié en la situación de los migrantes retornados. Se 
analiza como estudio de caso el Centro de Educación y For-
mación para el Desarrollo Social (cedes), una organización 
de origen mexicano. A lo largo del ensayo se revisa la forma 
en la que cedes ha incidido en las instituciones mexicanas 
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y estadounidenses de forma simultánea, al poner énfasis en 
la importancia de la interculturalidad. El ensayo aborda una 
problemática clave de la geopolítica actual y brinda una posi-
ble solución que se basa en la cooperación entre diversas ins-
tituciones públicas y actores sociales.

A continuación se presenta el ensayo que quedó en ter-
cer lugar en el certamen, escrito por Óscar David Rodríguez 
Fuentes. Este ensayo aborda un tema que, tristemente, ha 
golpeado la sociedad mexicana en recientes años: las desa-
pariciones forzadas. El enfoque del estudio es tanto original 
como pertinente, ya que busca elucidar el papel de las or-
ganizaciones de la sociedad civil en la búsqueda de personas 
desaparecidas y en la agenda política del Estado. Concreta-
mente, el autor estudia la temática en Coahuila con el objeti-
vo de entender hasta qué punto las acciones colectivas reali-
zadas por la sociedad civil en dicho estado han influido en la 
reivindicación de los derechos humanos de las víctimas e in-
cidido en la agenda pública gubernamental. La investigación 
(de campo y documental) realizada en el marco del estudio 
es realmente amplia y tanto el debate teórico como el estudio 
empírico son de lectura obligatoria.

Finalmente se presentan dos ensayos que recibieron men-
ciones honoríficas por parte de este Jurado Calificador. La 
primera mención honorífica fue otorgada a Vanessa Berenice 
Lizárraga Juárez, quien en su ensayo aborda la problemáti-
ca clave de la representación de la mujer en la política. Con-
cretamente, observa la bajísima proporción de mujeres en el 
cargo de presidenta municipal en México, si bien la situación 
varía por estado. De la misma forma señala el papel clave de 
las cuotas de género y la influencia de lineamientos y senten-
cias judiciales para aumentar la representación de la mujer. 
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A lo largo del escrito destaca la importancia de fomentar 
la equidad en todos los espacios de la vida pública. La segun-
da mención honorífica fue otorgada a Andrea María Castellón 
Bermúdez, quien en su ensayo analiza el Movimiento Social de 
los Niños, Niñas y Adolescentes Trabajadores en Bolivia. El es-
tudio abre un importante debate teórico y ético acerca del tra-
bajo infantil para luego analizar la influencia del movimiento 
en la agenda política de dicho país, así como el impacto de la 
política pública en la vida de los niños y niñas trabajadores.

Es nuestra esperanza —y expectativa— que los cinco ensa-
yos que juntos componen este volumen sean de gran interés 
y provecho para quienes tengan la oportunidad de leer estas 
páginas. Sin duda alguna los ensayos abordan temáticas di-
versas (instituciones, movimientos sociales, representación 
política) con distintos alcances geográficos (local, nacional 
e internacional) y con una gran variedad de aproximaciones 
metodológicas (estudios de caso con trabajo de campo, revi-
sión documental y análisis estadístico). Para nosotros como 
Jurado Calificador fue un gusto y honor revisar todos los en-
sayos presentados en el marco del certamen y nos sentimos 
muy satisfechos con la selección final de cinco excelentes en-
sayos, que estimulan el pensamiento e invitan a la reflexión.

Dra. Claire Elizabeth Grace Wright
Presidenta del Jurado Calificador

Dra. Flavia Freidenberg
Integrante del Jurado Calificador

Dr. Manuel Antonio Garretón Merino
Integrante del Jurado Calificador
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LA PLURALIDAD PARTIDISTA Y 
LA DEUDA PÚBLICA SUBNACIONAL 

EN MÉXICO, 2001-2014

José Said Sánchez Martínez

Introducción

La mejora de las reglas electorales en México ha permitido 
la existencia de alternancias partidistas en el gobierno y una 
integración plural en el congreso. La pérdida de la mayoría 
del Partido Revolucionario Institucional (pri) en la Cámara 
de Diputados en 1997 y la alternancia presidencial en el año 
2000 fueron vistas como pruebas de que México transitaba a 
una democracia.

Previamente, a nivel subnacional, se experimentó el 
mismo fenómeno, pues desde 1989 diferentes partidos de 
oposición comenzaron a ganar las gubernaturas y a expan-
dir su presencia en los congresos estatales. No solo el Partido 
Acción Nacional (pan) y el Partido de la Revolución Demo-
crática (prd) han tenido la posibilidad de gobernar diversos 

PRIMER LUGAR
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estados, también se encuentran el Partido Verde Ecologista 
de México (pvem) en Chiapas (2012-2018) y, el más recien-
te, es un candidato independiente que ganó la gubernatura 
en Nuevo León (2015-2021). 

Asimismo, los gobiernos divididos ya son un elemento 
cotidiano de la política subnacional: entre 1989 y 2015, 
94% de los estados lo ha experimentado en al menos una 
legislatura.

A pesar de este contexto, persisten problemas que afectan 
de manera importante las diversas dimensiones de la demo-
cracia. En este sentido, se ha destacado que las transiciones 
nacionales a la democracia en América Latina no implicaron 
su expansión homogénea por el territorio de cada país, lo 
cual se refleja en la continuidad de regímenes subnacionales 
que difícilmente cumplen con los elementos básicos de una 
democracia procedimental (Beer, 2000; Gervasoni, 2011a, 
2011b; Gibson, 2007; Giraudy, 2015; Solt, 2003). 

Por su puesto, también hay problemáticas en cuestiones 
más sustantivas como la relación entre poderes, el estado 
de derecho, el respecto por los derechos humanos, la ren-
dición de cuentas, los derechos sociales y el ejercicio de los 
derechos civiles y políticos, entre otros (pnud, 2004, 2008).

México es una muestra de esto. En los últimos años, el 
aumento de la deuda pública por parte de los gobiernos es-
tatales ha generado preocupación. A finales del año 2016, 
diversos gobernadores salientes dejaron sus cargos en me-
dio de acusaciones de corrupción y heredaron a sus estados 
altos niveles de deuda pública. De persistir esta tendencia, 
es posible que los gobiernos futuros se vean obligados a re-
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cortar el gasto destinado a los servicios públicos para pagar 
tanto la deuda como sus intereses.

De lo anterior, se deriva y se justifica el cuestionamiento 
al ejercicio del poder a nivel subnacional; en este sentido, se 
ha argumentado que los gobernadores tienen un poder for-
midable frente al presidente y en relación a los contrapesos 
institucionales de sus estados (Gutiérrez, 2013; Hernández, 
2008; Langston, 2010; Sleman, 2014; Zuckerman, 2004, 
2013). Paradójicamente, como expresa Elizondo: 

La democracia dio a los gobernadores una autonomía nota-
ble, ya que en sus estados suelen controlar casi todo: desde 
el Congreso local hasta el Poder Judicial, pasando por los ór-
ganos supuestamente autónomos como los institutos elec-
torales y las comisiones de derechos humanos (2012: 153).

El sistema de pesos y contrapesos establece que las so-
licitudes de deuda del gobierno deben ser aprobadas por 
los congresos; sin embargo, parece que el control en ma-
nos del poder legislativo no se está ejerciendo. Lo anterior 
no sería extraño si en todos los estados existieran gobiernos 
unificados, pero no es el caso. Es difícil que un solo partido 
en el congreso pueda contar con los votos necesarios para 
aprobar las iniciativas del Ejecutivo. Por otro lado, también 
se podría esperar un comportamiento distinto entre los go-
bernadores en función del partido político al que pertene-
cen, pero ¿esto es así?, ¿los gobernadores del pri, pan o prd 
muestran conductas diferentes?

A pesar de la importancia que ha adquirido el tema de la 
deuda subnacional, la mayor parte del debate se ha realiza-
do desde la ciencia económica, por lo tanto, casi siempre se 
ignoran las variables partidistas en los análisis. En conse-
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cuencia, se desconoce si tales variables tienen una relación 
con el fenómeno. 

En términos generales, la pregunta que aborda este en-
sayo es si la pluralidad partidista ha implicado un ejercicio 
distinto del poder; en términos específicos, si ha implicado 
un manejo responsable de las finanzas públicas: ¿es diferen-
te el nivel de deuda entre gobiernos divididos y unificados?, 
¿el número efectivo de partidos se asocia con ciertos niveles 
de deuda?, ¿hay diferencias entre estados gobernados por el 
mismo partido del presidente y los gobernados por la opo-
sición?, ¿se observan niveles distintos entre los estados en 
función del partido político en el gobierno?

Detrás de estas preguntas está una cuestión teórica de 
mayor relevancia: ¿qué efecto se puede esperar de la plura-
lidad partidista sobre el ejercicio del poder? La llegada de un 
partido distinto al gobierno implicaría ciertos cambios en la 
forma de gobernar. Además, se supondría que un congre-
so plural también actuaría de manera distinta frente a uno 
dominado solo por el partido del gobernador. También se 
espera que los estados gobernados por el mismo partido del 
presidente muestren una conducta contraria que aquellos 
de la oposición. Pero, ¿qué nos indica la evidencia empírica?

El presente ensayo busca ofrecer respuestas a estas pre-
guntas. La hipótesis general que establecemos es que la plu-
ralidad partidista sí tiene repercusiones en el ejercicio del 
poder, específicamente en el manejo de los recursos públi-
cos. En términos particulares, las hipótesis son las siguientes:

 
1) 	 A medida que el partido del gobernador tiene menos 

escaños en el congreso, el nivel de la deuda será me-
nor (H1).
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2) 	 A mayor número efectivo de partidos menor deuda 
(H2).

3) 	 Los gobiernos divididos presentarán menos deuda 
que los gobiernos unificados (H3).

4)	 Los estados gobernados por el mismo partido del pre-
sidente mostrarán menor deuda que aquellos gober-
nados por la oposición (H4).

5)	 El nivel de deuda será diferente en función del partido 
político en el gobierno estatal (H5).

El ensayo se divide de la siguiente manera. En la pri-
mera sección se describe cómo se ha comportado la deuda 
estatal entre 2001 y 2014. En la segunda sección se da paso 
a la teoría que utilizamos para explicar, por medio de las 
variables partidistas, este fenómeno. En la tercera sección 
mostramos los resultados del análisis y cerramos con un 
apartado de reflexiones y conclusiones tentativas.
 

1. La deuda subnacional en México

Como sucede a nivel federal, el sistema de pesos y contrape-
sos otorga a los congresos locales la facultad para autorizar 
la contratación de deuda solicitada por el poder ejecutivo.1 
En esta circunstancia es preciso resaltar que la participación 
del congreso es indispensable para este proceso y, como 
veremos a continuación, parece ser que el control del que 
dispone no se está ejerciendo como es debido, ya que los 
niveles de deuda han aumentado de manera significativa.

1. Excluimos de este análisis a la Ciudad de México porque no es la Asam-
blea Legislativa quien aprueba la deuda, sino el Congreso de la Unión (art. 
122, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos). Por lo tanto, 
solo nos enfocamos en los 31 estados. El artículo 117, fracción VIII, esta-
blece los aspectos generales en el tema de la contratación de la deuda por 
parte de los estados y municipios.
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Comparativamente, la deuda subnacional de México es 
menor a la de países como Argentina y Brasil. En 1997, como 
porcentaje del producto interno bruto (pib), la deuda mexi-
cana fue de 2%, mientras que en Argentina y Brasil fue de 
6 y 20%, respectivamente (Montemayor, 2003). Para 2009, 
en el mismo orden, los niveles fueron de 2.5, 9 y 13%. En 
2015, en México llegó a 3.1% (cefp, 2016). Cuando se mide 
la deuda en relación a los ingresos subnacionales, en 2003 
los niveles de Argentina y Brasil fueron mayores a 150%. 

Sin embargo, ambos países han mostrado una reducción: 
en 2013 Argentina llegó a 40%, mientras que en Brasil se ubicó 
alrededor de 100%. En contraste, en el mismo periodo, la deu-
da en México aumentó del 20 al 40% (cepal, 2016). Solo entre 
2008 y 2011 creció 92.4% en términos nominales y 67.9% en 
términos reales (asf, 2012).

Se han utilizado diversos indicadores para medir la deuda 
en México. Dos de ellos consideran su proporción con res-
pecto al pib estatal y a las participaciones. Medir la deuda en 
proporción a las aportaciones federales resulta interesante, ya 
que estas se pueden utilizar como garantía de pago. Es preciso 
recordar que los estados dependen de manera importante de 
las transferencias federales (aportaciones y participaciones): 
alrededor de 85% de sus ingresos provienen de ellas. 

De manera general, las aportaciones son recursos eti-
quetados desde la federación, es decir, ya tienen un destino 
específico y no puede ser modificado. Y las participaciones 
son recursos soberanos de los estados, por lo tanto, es el go-
bierno estatal quien decide cómo distribuirlos. Incluso se 
pueden utilizar para el pago de las obligaciones financieras, 
previa autorización del congreso local (art. 9, Ley de Coor-
dinación Fiscal). 
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Entre 2001 y 2014, las participaciones representaron, 
en promedio, 33% de los ingresos estatales. Por su puesto, 
el porcentaje varía entre los estados. Por ejemplo, para el 
mismo periodo, las participaciones representaron, en pro-
medio, 23.7% de los ingresos de Guerrero, mientras que en 
Tabasco llegaron a 49.5%.

Por lo anterior, decidimos medir la deuda estatal como 
porcentaje de las participaciones que recibe cada estado. 
Los datos provienen de los registros de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público (shcp).2 En la gráfica 1 observa-
mos el porcentaje promedio que representa la deuda de los 
estados respecto a sus participaciones. Se puede apreciar 
claramente el aumento a lo largo del tiempo: mientras que 
en 2001 representó 27.6%, para 2014 llegó a 83.8%. Se dis-
tingue que entre 2001 y 2006 el crecimiento fue modera-
do, pero a partir de 2008 los niveles aumentaron con mayor 
magnitud.
 

Gráfica 1. Deuda estatal promedio como porcentaje de las 
participaciones: 2001-2014

 

2. La base de datos “Obligaciones financieras de entidades federativas, 
municipios y organismos con respecto a participaciones” se encuentra 
disponible en: http://obligaciones_entidades.hacienda.gob.mx/es/OBLI-
GACIONES_ENTIDADES/2015

Fuente: Elaboración propia con base en información de la shcp
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Sin embargo, tales promedios ocultan el comporta-
miento de la deuda entre los estados y dentro de ellos a lo 
largo del tiempo. El promedio para las 434 observaciones3 
que abarca el periodo de estudio es de 50.3%, con un míni-
mo de 0 y un máximo de 315.8%. En la gráfica 2 se observan 
los porcentajes de deuda por estado por año. Sin duda, des-
tacan los niveles por arriba de 100%. 

Al hacer un análisis —ignorando la estructura de panel 
de nuestra base de datos— se pueden identificar los out-
liers (valores extremos en la variable dependiente). De las 
434 observaciones con las que contamos, se identifican 17 
outliers con un nivel de deuda igual o mayor a 166%. Ta-
les valores se concentran en los estados de Coahuila (años 
2011-2014), Chihuahua (2012-2014), Nuevo León (2010-
2014) y Quintana Roo (2010-2014). Aunque los máximos 
niveles de deuda se han acumulado en estos casos, es im-
portante decir que en algunos de ellos la deuda fue menor 
al promedio de 50.3 %.

Por ejemplo, en Coahuila fue menor a 19% durante diez 
años y en Chihuahua fue menor a 24% en cinco años. Sin 
embargo, se observa que, al inicio del periodo, el Estado de 
México y Nuevo León encabezaron los máximos porcenta-
jes; es decir, en el primer caso se observa una reducción a lo 
largo del tiempo, en contraste, en Nuevo León solo se redu-
jo algunos años y volvió a aumentar de manera importante.

3. Los 31 estados multiplicados por los 14 años del periodo de análisis equi-
valen a las 434 observaciones.
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Gráfica 2. Deuda estatal como porcentaje de las 
participaciones: 2001-20144

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la shcp

Por último, en la gráfica 3 observamos el nivel de deuda 
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Gráfica 3. Promedio de deuda estatal como 
porcentaje de las participaciones, 2001-2014

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la shcp
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Porcentaje de escaños del partido 
en el gobierno  434 47.8 12.7 15  76
Número efectivo de partidos
 (Molinar)  434 1.9 0.7 1.1  5.7
Número efectivo de partidos 
(Laakso y Taagepera)  434 2.8 0.7 1.7  6.3
Estatus del gobierno  434 0.5 0.5 0  1
     Gobierno dividido  210
  (48 %)    
     Gobierno unificado  224
  (52 %)    
Configuración partidista vertical 434 0.7 0.5 0  1
     Gobierno unificado vertical 141
  (32 %)    
     Gobierno dividido vertical 293
  (68 %)    
Partido en el gobierno estatal 434 0.2 0.4 0  1
     PRI  254
  (59 %)    
     PAN  94
  (22 %)    
     PRD  57
  (13 %)    
     PAN-PRD  29
  (6 %)

Fuente: Elaboración propia con información de la SHCP y los congresos estatales               

Variables Observaciones Media Desviación 
estándar

Mínimo Máximo

Tabla 1. Estadística descriptiva de las variables partidistas: 2001-2014
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interés, el déficit presupuestal, el tipo de regulación y la 
deficiente recaudación de los estados, entre otros, explican 
el aumento (asf, 2011; Carpizo, 2012; Kinto, 2014; Tépach, 
2012, 2015).

Sin embargo, ¿qué establece la teoría respecto a los efec-
tos de las variables partidistas? En relación al apoyo que tiene 
el poder ejecutivo en el congreso, el modelo del gobierno de 
partido (party government) considera al partido político como 
un instrumento que permite generar una acción coordinada 
y homogénea entre ambos poderes (Sundquist, 1988).

Para que lo anterior ocurra, es necesario que el partido 
en el gobierno tenga la mayoría de escaños, que el presi-
dente sea reconocido como el líder del partido y que exista 
un alto grado de disciplina (Sundquist, 1988).5  Bajo tales 
condiciones, el presidente será quien determine las accio-
nes del congreso y logre obtener apoyo para sus políticas.

Pero cuando cada rama se encuentra en manos de parti-
dos políticos diferentes, se espera una división de propósitos, 
principalmente porque las preferencias partidistas dominan 
su conducta (Kernell, 1991). Lo anterior se deriva de las ca-
racterísticas intrínsecas del sistema presidencial, es decir, de 
la elección separada de sus titulares y del periodo fijo en sus 
cargos, pero en especial de la legitimidad democrática dual 
(Linz, 1998). 

Esta es una consecuencia de la elección popular de 
ambos poderes, lo cual provoca que, bajo gobiernos divi-
didos, cada uno se proclame como el verdadero represen-

5. En los estados de México se ha comprobado que existen altos niveles de 
disciplina partidista y que el gobernador es considerado como el líder del 
partido (Gutiérrez, 2013; Sleman, 2014). 
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tante de la voluntad popular. También se ha argumentado 
que bajo un sistema multipartidista hay más probabilida-
des de que se generen conflictos entre el poder ejecutivo y 
el legislativo (Mainwaring, 1995).

Aunque tales conflictos pueden generar parálisis, se-
mejante división de propósitos también puede llevar a la 
activación del sistema de pesos y contrapesos (Beer, 2000, 
2001; Mainwaring y Shugart, 2002). Esto se explica porque 
hay razones de tipo electoral que llevan a actuar de manera 
diferente a cada rama. Así, el partido en el gobierno tie-
ne como objetivo mantenerse en el cargo por un periodo 
más, mientras que los partidos de oposición en el congreso 
buscan, además de aumentar su número de escaños, ganar 
la gubernatura. Para concretar estos objetivos, cada parti-
do buscará incidir en las políticas públicas con la finalidad 
de obtener un voto favorable en las elecciones siguientes. 
Una forma específica es influir en el presupuesto de egre-
sos (Kiewiet y McCubbins, 1985).6

Por otro lado, se ha comprobado que cuando el partido 
del gobernador no tiene la mayoría de escaños, el congre-
so adquiere autonomía, independencia y actúa como con-
trapeso frente al poder ejecutivo (Beer, 2000, 2001; Be-
nítez-Iturbe, 2008; Guerra, 2011; Solt, 2003, 2004). En el 
tema de la deuda, Montemayor (2003) mostró que cuando 
el gobernador tuvo la mayoría en el congreso, el nivel de 
deuda se incrementó en comparación con escenarios en 
donde la mayoría relativa estuvo en manos de la oposición 
(gobierno dividido). Sin embargo, Carpizo (2012) encontró 

6. A pesar de que los legisladores mexicanos no son buscadores de la re-
elección inmediata debido a su prohibición (al menos hasta la reforma de 
2014), sí son buscadores de la reelección para su partido político (Bení-
tez-Iturbe, 2008).
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un resultado en cierta medida distinto: que los gobiernos di-
vididos en los que el partido del gobernador tiene la mayoría 
muestran más deuda que los gobiernos unificados.

En este ensayo argumentamos que cuando el gobernador 
no tiene la mayoría absoluta o cuando el congreso se com-
pone de manera plural, este va a actuar modificando o re-
chazando las iniciativas de deuda del gobernador, lo que al 
final se reflejará en menores niveles de deuda. Hay diversas 
variables para representar esta afirmación. En el caso del es-
tatus del gobierno7 se pueden utilizar variables cuantitativas 
y cualitativas: un ejemplo de las primeras es el porcentaje 
de escaños que tiene el partido del gobernador o el número 
efectivo de partidos, específicamente los índices de Molinar 
(1991) y de Laakso y Taagepera (1979), y aunque ninguno dis-
tingue cuál es el partido del gobernador, plantean que a me-
dida que aumenta el número de efectivos de partidos, habrá 
más dificultades para aprobar sus iniciativas.

En el segundo caso está la distinción entre gobiernos 
unificados y gobiernos divididos. Se entiende por gobierno 
dividido el escenario en el que el partido del gobernador no 
cuenta con 50% más uno de los escaños en el congreso (Lu-
jambio, 1996). Utilizamos tales variables para poner a prue-
ba las siguientes hipótesis: H1, a menor porcentaje de esca-
ños del partido del gobernador, menores niveles de deuda; 
H2, a medida que aumenta el número efectivo de partidos 
el nivel de deuda será menor; e H3, los estados con gobierno 
dividido mostrarán menores niveles de deuda que aquellos 
con gobierno unificado.

7. El concepto de estatus de gobierno hace referencia al tipo de apoyo par-
tidista que tiene el Ejecutivo en el congreso, es decir, si tiene la mayoría o 
no (Cheibub, 2007).
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Otra variable de interés es la configuración partidista 
vertical, es decir, la composición partidista entre los dife-
rentes niveles de gobierno. En este sentido, hay gobierno 
dividido vertical cuando el partido del gobernador es dife-
rente al del presidente. En el escenario opuesto, el gobierno 
unificado vertical existe cuando el gobernador pertenece al 
mismo partido del presidente.

El argumento teórico establece que el presidente o los 
líderes partidistas nacionales tienen los recursos nece-
sarios para influir en los funcionarios de los niveles in-
feriores de gobierno, en este caso, de los gobernadores. 
Por su parte, los funcionarios estatales tienen incentivos 
para cooperar con la línea establecida desde arriba, ya que 
su futuro político depende no solo de las decisiones del 
partido, sino también del futuro electoral de sus colegas a 
nivel nacional (Jones, Sanguinetti y Tommasi, 2000; Ro-
dden y Wibbels, 2002). Además, lo anterior se refuerza 
cuando los partidos políticos son altamente centralizados 
en sus decisiones (Dillinger y Webb, 1998; Garman, Hag-
gard y Willis, 2001). 

Una parte de las investigaciones ha mostrado evidencia 
al respecto. Por ejemplo, Rodden y Wibbels (2002) demos-
traron que a medida que más unidades subnacionales son 
gobernadas por el mismo partido del ejecutivo nacional, los 
niveles de superávit aumentan y la inflación disminuye. 

En el caso de las provincias argentinas, Jones, Sanguine-
tti y Tommasi (2000) indican que en contextos de gobiernos 
divididos verticales (gdv) el nivel de gasto fue mayor que con 
gobiernos unificados verticales (guv). Para el caso mexicano, 
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Flamand (2006) destaca que los estados con guv han recibi-
do menos transferencias federales que aquellos con gdv.8 

Incluso se han detectado efectos a nivel municipal: cuan-
do el partido del presidente controla los tres niveles de go-
bierno (nacional, estatal y municipal), los municipios pre-
sentan menores niveles de gasto que aquellos gobernados 
por un partido de oposición (Benton y Smith, 2013).

Derivado de lo anterior, esperamos que el presidente 
presione a los estados gobernados por su partido (guv) para 
evitar el aumento de los niveles de deuda, ya que ello podría 
tener un efecto negativo en la economía nacional y, por lo 
tanto, un costo electoral futuro. En contraparte, debido a 
que el presidente no puede ejercer la misma presión en los 
estados gobernados por la oposición (gdv), estos tendrán 
mayores niveles de deuda. La hipótesis es: H4, los esta-
dos con gobierno dividido vertical tendrán más deuda que 
aquellos con gobierno unificado vertical.

Acorde con esta última hipótesis, una serie de estudios 
considera que los partidos políticos muestran diferencias 
entre sí una vez que están en el gobierno, lo cual se expli-
ca por la composición social de sus simpatizantes y por su 
ideología. En este sentido, un partido apoyado por las cla-
ses medias prefiere distribuir bienes públicos, mientras que 
uno apoyado por las clases populares buscará distribuir bie-
nes de forma particularista (Benítez-Iturbe, 2008). 

8. En otros temas, los estados gobernados por un partido distinto al del 
presidente han enviado más iniciativas legislativas a la Cámara de Diputa-
dos que aquellos del mismo partido (Flamand, 2008).
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A nivel estatal, se ha demostrado que los gobiernos panis-
tas han implementado políticas de distribución de recursos 
menos discrecionales que los gobiernos priistas y perredistas 
(Benítez-Iturbe, 2008). Asimismo, se ha argumentado que los 
partidos de izquierda tienen preferencia por políticas fiscales 
expansionistas, toleran los déficits y favorecen instrumentos 
de deuda menos rentables. En cambio, los gobiernos de de-
recha prefieren presupuestos balanceados (lo que implicaría 
menores niveles de déficits y de deuda) y priorizan instru-
mentos de deuda más rentables (Alesina y Rosenthal, 1995).

Lo anterior fue comprobado a nivel municipal por Benton 
y Smith (2014), al destacar que la deuda en los municipios go-
bernados por el pan es menor que en aquellos pertenecientes 
al pri. De acuerdo esto, la hipótesis es: H5, los niveles de deu-
da son diferentes en función del partido en el gobierno.

En la siguiente sección ponemos a prueba estas hipó-
tesis por medio de análisis bivariados para determinar si la 
pluralidad partidista ha implicado un manejo distinto de 
la deuda pública. 

Antes de continuar, en la tabla 1 se expone la estadísti-
ca descriptiva de las variables partidistas que utilizamos. En 
términos generales, se puede observar que la pluralidad es un 
elemento característico de la política subnacional y, en este 
sentido, el porcentaje promedio de escaños del partido de los 
gobernadores es de 47.8%. Por otro lado, tanto el índice de 
Molinar como el de Laakso y Taagepera indican la existencia 
de sistemas con dos y tres partidos, respectivamente.

En relación al estatus del gobierno, se observa que 48% 
(210) de los estados contó con gobiernos divididos, mien-
tras que 52% (224) tuvo gobiernos unificados. En relación 
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a la configuración partidista vertical, 32% (141) de los es-
tados fue gobernado por el mismo partido del presidente 
(guv) y 68% (293) por un partido de oposición (gdv).

Por último, en lo que respecta a la etiqueta del partido en el 
gobierno estatal, en 59% de los estados ha gobernado el PRI; 
en 22%, el pan; en 13%, el prd y en 6% una alianza pan-prd.9

Tabla 1. Estadística descriptiva de las variables 
partidistas: 2001-2014

Fuente: Elaboración propia con información de la shcp y los con-
gresos estatales

9. Es preciso hacer una breve aclaración metodológica al respecto. Las 
alianzas pan-prd se refieren a los casos en los que una alianza electoral 
entre estos partidos ganó las elecciones a la gubernatura. No se trata de 
coaliciones de gobierno sino de coaliciones electorales.
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Porcentaje de escaños del partido 
en el gobierno  434 47.8 12.7 15  76
Número efectivo de partidos
 (Molinar)  434 1.9 0.7 1.1  5.7
Número efectivo de partidos 
(Laakso y Taagepera)  434 2.8 0.7 1.7  6.3
Estatus del gobierno  434 0.5 0.5 0  1
     Gobierno dividido  210
  (48 %)    
     Gobierno unificado  224
  (52 %)    
Configuración partidista vertical 434 0.7 0.5 0  1
     Gobierno unificado vertical 141
  (32 %)    
     Gobierno dividido vertical 293
  (68 %)    
Partido en el gobierno estatal 434 0.2 0.4 0  1
     PRI  254
  (59 %)    
     PAN  94
  (22 %)    
     PRD  57
  (13 %)    
     PAN-PRD  29
  (6 %)

Fuente: Elaboración propia con información de la SHCP y los congresos estatales               

Variables Observaciones Media Desviación 
estándar

Mínimo Máximo

Tabla 1. Estadística descriptiva de las variables partidistas: 2001-2014
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Contextos partidistas y el nivel de deuda 
pública: 2001-2014

Como se ha indicado, una de las variables que determina 
el tipo de relación entre el poder ejecutivo y el legislativo 
es la pluralidad partidista en el congreso. Sin embargo, al 
analizar los datos se observa que ni el porcentaje de escaños 
del partido del gobernador ni el número efectivo de parti-
dos muestran una asociación con el nivel de deuda. Esto se 
muestra en las gráficas 4 y 5. 

Además, el coeficiente de correlación de la deuda con 
cada variable es cercano a cero: de -0.0092 en el caso del 
porcentaje de escaños; 0.0156 con el índice de Molinar y de 
0.0959 con el índice de Laakso y Taagepera. En consecuen-
cia, no hay elementos para sostener las hipótesis 1 y 2. Los 
gobernadores no enfrentan dificultades para contratar más 
deuda a pesar de que el porcentaje de escaños de su partido 
disminuya o de que haya más partidos en el congreso.

Gráfica 4. Puntos de dispersión: porcentaje 
de escaños y deuda

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la schp y 
los congresos estatales
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Gráfica 5. Puntos de dispersión: número efectivo 
de partidos (Molinar) y deuda

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la schp y los 
congresos estatales
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En la gráfica 6 podemos observar ciertos comportamientos 
interesantes. En primer lugar, se observa una tendencia cre-
ciente de la deuda con ambos escenarios partidistas. 

En segundo lugar, se pueden identificar tres periodos: el 
primero va de 2002 a 2006, donde son mínimas las diferen-
cias de deuda entre gu y gd; el segundo va de 2007 a 2009, 
donde no solo las diferencias comienzan a aumentar, sino 
que también los gd tienen más deuda que los gu, algo que 
es contrario a lo esperado teóricamente y, por último, se en-
cuentra el periodo de 2011 a 2014, en el cual el comporta-
miento se invierte y los gu están más endeudados que los gd, 
en concordancia con la teoría.
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No obstante, ¿las diferencias para el periodo 2001-2014 
son estadísticamente significativas? A partir de las 434 ob-
servaciones, el promedio de deuda de los gu es de 48.2% 
y el de los gd es de 52.5%. El resultado de la prueba t para 
comparar las medias de los dos grupos indica que la dife-
rencia no es estadísticamente significativa. Por lo tanto, no 
podemos sostener la hipótesis 3.10 Lo anterior implica que 
los gobernadores no están enfrentando dificultades para 
aprobar sus iniciativas de deuda cuando su partido no tiene 
la mayoría absoluta en el congreso. Otra interpretación de 
esta conducta es que la oposición no está ejerciendo la fun-
ción de control que le corresponde al poder legislativo. 

Gráfica 6. Deuda pública de gobiernos unificados
y divididos: 2001-2014

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la schp y 
los congresos estatales

10. Los resultados se pueden consultar en la tabla A del Anexo.
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Como se comentó, desde 1989 los estados comenzaron a 
ser gobernados por partidos diferentes a los del presidente. 
Para el periodo que nos ocupa, 32% de ellos fue gobernado 
por el mismo partido (guv) y 68% lo fue por un partido de 
la oposición (guv). En promedio, los guv muestran mayor 
deuda que los gdv: 54.4 y 48.3%, respectivamente. 

Sin embargo, como se puede observar en la gráfica 7, 
durante la mayor parte del tiempo los estados con guv 
mostraron menores niveles que los gdv, lo que concuerda 
con la teoría. A partir de 2013 el comportamiento se in-
vierte y son los guv quienes muestran mayores niveles de 
deuda, conducta que se desvía del argumento teórico. 

De nuevo los resultados de la prueba t indican que las 
diferencias entre ambos grupos no son estadísticamente 
significativas, por lo tanto, rechazamos la hipótesis 4,11 es 
decir, que sean o no gobernados por el mismo partido del 
presidente, los estados continúan aumentando sus niveles 
de deuda. Es posible que el presidente no tenga la voluntad 
o la capacidad para hacer que los estados gobernados por su 
partido disminuyan o controlen su nivel de deuda. 

11. Los resultados se muestran en la tabla B del Anexo.
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Gráfica 7. Deuda pública de los gobiernos unificados y 
divididos verticales: 2001-2014

 

La siguiente variable a examinar es la etiqueta del partido 
en el gobierno. Por cuestiones de claridad solo nos concen-
tramos en cuatro grupos: los estados gobernados por el pan; 
por el pri ; por el prd y por una coalición entre el pan y el 
prd. Durante el periodo de estudio, 59% de los estados fue 
gobernado por el pri,12  22% por el pan, 13% por el prd y 7% 
por una coalición pan-prd. ¿Cuáles son los patrones de deu-
da de estos gobiernos? En promedio, el nivel de deuda de los 
gobiernos priistas es de 57.6%; el de los gobiernos panistas 
es de 43.8%; el de los perredistas es de 38% y aquellos con la 
coalición pan-prd, 31.7%. Como se observa en la gráfica 8, 
en todos los casos la deuda se ha incrementado. 

12. Ya que el pvem ganó la gubernatura de Chiapas en alianza con el pri, lo 
incluimos dentro del grupo de este partido.
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Por medio de un análisis de varianza (anova) se deter-
minó si las diferencias son estadísticamente significativas. 
Los resultados de la prueba de Bonferroni señalan que las 
diferencias entre los estados del pri y el prd, y entre los 
estados del pri y el pan-prd, son estadísticamente signi-
ficativas. En otras palabras, los gobiernos estatales priistas 
muestran mayores niveles de deuda que aquellos goberna-
dos por los partidos políticos señalados.13 Las diferencias 
entre el pri y el pan no son estadísticamente significati-
vas. Sin embargo, no hay que perder de vista que a lo largo 
del periodo los partidos han hecho que la deuda aumente 
cada año. En promedio, no se observa que alguno de ellos 
la mantenga controlada o que la disminuya.
 

Gráfica 8. Deuda pública y etiqueta del partido
en el gobierno: 2001-2014

 

13. Significativo al nivel 0.05. Los resultados se muestran en la tabla C del Anexo.
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PRI PAN PRD PAN-PRD

Grupo Obs Mean Std. Err. Std. Dev. [95 % Conf. Interval]

G unificado 224 48.20714 3.362057 50.31867 41.58167 54.83261

G dividido 210 52.49238 3.245166 47.02692 46.09493 58.88983

Combined 434 50.28065 2.339822 48.74473 45.68182 54.87947

Diff  -4.285238 4.68296  -13.48946 4.918983

Tabla A. Resultados de la prueba t para medias entre dos grupos:
gobiernos unificados y gobiernos divididos

Fuente: Elaboración propia con base en información de la schp y los 
congresos estatales
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Conclusiones

El aumento de la deuda en los últimos años ha generado 
preocupación entre la opinión pública y en las investigacio-
nes académicas. Los estudios han señalado que el fenómeno 
se debe a diversos factores: al aumento del déficit presu-
puestal, la dependencia de las transferencias federales, el 
poco esfuerzo de los estados por aumentar su recaudación 
fiscal, la disminución de las tasas de interés, entre otros. 
Pero, ¿qué sucede con las variables partidistas?

En lo que respecta al estatus del gobierno, teóricamente 
se esperaría que a medida que el partido del gobernador dis-
minuye su presencia en el Congreso, habrá menor facilidad 
para que sus solicitudes de deuda sean aprobadas. Sin em-
bargo, las variables que utilizamos no apoyan esta idea bási-
ca. Ni el porcentaje de escaños del partido del gobernador ni 
el número efectivo de partidos muestran una correlación con 
los porcentajes deuda.

Asimismo, no encontramos una diferencia significativa 
entre los gobiernos divididos y los gobiernos unificados, lo 
cual resulta interesante porque el gobernador necesita la 
aprobación del congreso para contratar empréstitos; en-
tonces, la evidencia sugiere que los gobernadores no han 
encontrado problemas cuando no tienen la mayoría absolu-
ta en sus congresos. Los resultados no permitieron sostener 
las hipótesis H1, H2 y H3.

En relación a la configuración partidista vertical, los 
estados gobernados por el mismo partido del presiden-
te muestran menores niveles de deuda que aquellos de la 
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oposición. Sin embargo, las diferencias no son estadís-
ticamente significativas. En consecuencia, se rechazó la 
hipótesis H4. Sin restar importancia a esto, es preciso in-
dagar por qué el presidente ha permitido que los estados 
gobernados por su partido aumenten la deuda, especial-
mente porque semejante comportamiento puede impli-
car un costo electoral futuro.

Se encontraron diferencias significativas en función de la 
etiqueta del partido en el gobierno, pero solo en algunos ca-
sos. En general, los resultados indican que los estados gober-
nados por el pri contratan más deuda que aquellos en manos 
del prd y de las alianzas pan-prd. Aunque el pri presenta 
más deuda que el pan, las diferencias no son estadísticamen-
te significativas. Esto precisa más atención porque, en térmi-
nos teóricos, se esperaría que un partido identificado con la 
derecha tuviera una menor propensión por contratar deuda. 
Además, en promedio, todos los partidos han aumentado la 
deuda año con año. Ninguno de ellos muestra una reducción 
o control de ella de manera constante.

En suma, la evidencia pone en duda nuestras hipótesis. La 
pregunta general que abordó este ensayo fue: ¿qué se puede 
esperar de la pluralidad partidista en relación al ejercicio del 
poder? Los datos indican que no mucho. La forma en que se 
ejerce el poder en relación al manejo de la deuda no muestra 
cambios importantes. Diversos partidos políticos han estado 
al mando de los gobiernos estatales, pero no se comportan 
de manera diferente. Los congresos se integran con diversos 
partidos, pero no muestran un control efectivo de la deuda. 
Los estados gobernados por el mismo partido del presidente 
no se distinguen de aquellos en manos de la oposición. 



42    I   Comisión Estatal Electoral Nuevo León

Lo que este ensayo destaca es que, en el periodo de estudio, 
la pluralización partidista no ha mostrado un efecto con-
tundente en el ejercicio del poder, específicamente, en el 
manejo de la deuda pública. Nuestra conclusión no es abso-
luta, ya que posiblemente haya diferencias en otros temas. 
Sin embargo, podemos advertir que la clase política gober-
nante se está comportando de manera homogénea. 

Sin diferencias en el ejercicio del poder y en la admi-
nistración del gobierno, ¿qué referencias tienen los ciu-
dadanos para distinguir entre las fuerzas partidistas?, ¿qué 
alternativas hay cuando las opciones se comportan igual? 
Lo anterior puede afectar de manera negativa la calidad de 
las democracias subnacionales, ya que el pago de la deuda 
pone en riesgo la oferta de servicios públicos elementales y 
el funcionamiento del mismo gobierno. Con gobiernos en-
deudados, las democracias enfrentarán importantes retos 
en los próximos años. Ya los estamos enfrentando.
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Anexo

Tabla A. Resultados de la prueba t para medias 
entre dos grupos:

gobiernos unificados y gobiernos divididos

Tabla B. Resultados de la prueba t para medias
entre dos grupos: 

gobiernos unificados verticales 
y gobiernos divididos verticales

Tabla C. Resultados del análisis de varianza
(anova) y prueba de Bonferroni
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Grupo Obs Mean Std. Err. Std. Dev. [95 % Conf. Interval]

G unificado 224 48.20714 3.362057 50.31867 41.58167 54.83261

G dividido 210 52.49238 3.245166 47.02692 46.09493 58.88983

Combined 434 50.28065 2.339822 48.74473 45.68182 54.87947

Diff  -4.285238 4.68296  -13.48946 4.918983

Tabla A. Resultados de la prueba t para medias entre dos grupos:
gobiernos unificados y gobiernos divididos

Grupo Obs Mean Std. Err. Std. Dev. [95 % Conf. Interval]

GUV 141 54.37872 4.792038 56.9023 44.90461 63.85284

GDV 293 48.30853 2.585712 44.26027 43.21954 53.39753

Combined 434 50.28065 2.339822 48.74473 45.68182 54.87947

Diff  6.070191 4.993323  -3.744039 15.88442

Tabla B. Resultados de la prueba t para medias entre dos grupos: 
gobiernos unificados verticales y gobiernos divididos verticales

Source SS Df MS F Prob > F

Between groups  36452.9907 3 12150.9969 5.27 0.0014

Within groups  992376.244 430 2307.85173  

Total  1028829.23 433 2376.04904  

Tabla C. Resultados del análisis de varianza (ANOVA) y prueba de Bonferroni

Row Mean- PRI PAN PRD

Col Mean 

PAN -13.7819  

 0.108  

PRD -19.8333 -6.05142 

 0.030 1.000 

PAN-PRD -25.8828 -12.1008 -6.04943

 0.037 1.000 1.000

(Bonferroni)
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ACTIVISMOS BINACIONALES EN 
NORTEAMÉRICA: 

RETORNADOS AL MÉXICO DEL SIGLO XXI 

Antonio Alejo Jaime

Introducción

Los humanos no somos de piedra ni las culturas son jau-
las donde las personas son “monolitos inamovibles” (Aime, 
2016: 81), esta afirmación complementa lo que señala Butler, 
que “el contexto no es exterior a la problemática: condiciona 
la forma que esta adoptará” (Butler, 2012: 17). 

Y la problemática actual en torno al creciente dinamismo 
de movilidad humana en Norteamérica se ha profundizado 
debido a que la política global ha endurecido el control de 
fronteras, lo cual ha provocado un mayor ambiente antiin-

SEGUNDO LUGAR
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migrante en los países desarrollados1 y antimexicano en Es-
tados Unidos.2

Esta circunstancia muestra, por un lado, que los mexica-
nos cada vez migran menos hacia Estados Unidos (González 
Barrera, 2015) y, por otro, está el incremento de retornados 
de Estados Unidos hacia México en los últimos años (Escobar, 
2015). Asimismo, está el actual rol de México como corredor 
migratorio, que podría dejar de serlo para convertirse en zona 
de espera para aquellos que van desde las Américas (Centro, 
Sur, el Caribe) a Estados Unidos.

En este ensayo asumimos que México se encuentra ante 
un momento de tensión política con Estados Unidos y que, 
con la presidencia de Donald Trump (dt) y su discurso de 
guerra contra el narcoterrorismo, habrá acciones que im-
pactarán negativamente la relación México-Estados Uni-
dos. Es en este momento norteamericano en el que los ac-
tivismos binacionales actúan para atender las situaciones 
sociales y políticas de familias transnacionales en Estados 
Unidos y México, de retornados a México y migrantes sud-
americanos que se quedan en México para intentar llegar 
a Estados Unidos.

Esta mixtura de movilidades humanas confluye en un 
mismo territorio estado-nacional, por lo cual nos resulta 
imperativo contribuir a repensar los límites y las capacida-
des institucionales que tiene México para atender, de ma-
nera efectiva, las problemáticas multidimensionales que son 

1. Podemos pensar en el rol de Turquía, Libia o Marruecos de contención de 
migrantes hacia Europa.

2. Norteamérica la concebimos con Canadá. Para los fines de este ensayo, 
nos centramos en la experiencia entre México y Estados Unidos.
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territorialmente ubicables pero que con perspectivas esta-
do-céntricas se dan soluciones insuficientes.

Con un acercamiento teórico desde lo global-local, en 
este ensayo profundizamos y reflexionamos en torno a los 
retornados a México a partir de las experiencias de los ac-
tivismos binacionales; en cómo estos están contribuyen-
do a visibilizar necesidades de la población retornada y 
de qué manera sus acciones no gubernamentales pueden 
ayudar a la creación, o reformulación, de instituciones que 
correspondan a las situaciones que están experimentando 
las sociedades contemporáneas.

Para orientar nuestra reflexión nos preguntamos: ¿cómo 
están actuando los activismos binacionales ante la movilidad 
humana en el actual entorno norteamericano? Para respon-
der, recurrimos al caso del Centro de Educación y Formación 
para el Desarrollo Social (cedes).3 Esta experiencia la consi-
deramos relevante pues nos ayuda a conocer cómo operan 
ciertas organizaciones de origen mexicano ante su entorno. 

Por un lado, asumimos que en el mundo asociativo se re-
produce la desigualdad (Ippolito O’Donnell, 2013) que obser-
vamos en la vida cotidiana mexicana. Casos como cedes no 
son equiparables en recursos o capacidad de influencia con 
fundaciones de grandes empresas (Gates, Cinépolis, Gru-
po México) u ong internacionales en México (oxfam, Save 
The Children, World Vision, Hunger Project). Por otro lado, 
esta organización, al surgir en México, nos permite ver cómo 
ciertos activismos binacionales tienen interés, e intentan in-
fluir de manera simultánea, en las instituciones mexicanas 

3.http://www.ime.gob.mx/directorioorganizaciones/detalles.aspx?Or-
ga=3006 (Consultado el 30 de julio 2016).
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y estadounidenses, para ello impulsan agendas públicas con 
repertorios novedosos con lógica binacional.

Al analizar el caso de cedes, profundizamos en cómo al-
gunos activismos binacionales están incorporando perspec-
tivas interculturales en sus repertorios para trabajar con po-
blaciones migrantes. Con este análisis nos interesa visibilizar 
tendencias binacionales que sustentan sus entendimientos 
con visiones híbridas de las culturas y no con perspectivas 
que pretenden ser puras y cerradas entre mexicanos y esta-
dounidenses. 

Los activismos binacionales, con un enfoque intercultu-
ral, nos permiten recurrir a entendimientos entre personas 
que no recurren a confrontaciones culturales, que no asumen 
sus propias diversidades ni conexiones con otras culturas. 
Para nuestro análisis, el conocimiento del otro no tiene el fin 
utilitario para una dominación del mundo (Kozlarek, 2014: 43), 
sino que consideramos nuestra perspectiva como un acerca-
miento pertinente para comprender los activismos contem-
poráneos binacionales y sus potenciales contribuciones a la 
democracia y la justicia social en una Norteamérica que hoy 
está en cuestionamiento.

Este ensayo se conforma en cinco secciones. En la primera 
problematizamos, de manera teórica, el entorno donde ope-
ran los activismos binacionales con una definición de política 
global y abordamos la relación entre dichos activismos y las 
instituciones. En la segunda sección identificamos un entor-
no norteamericano para analizar los activismos binacionales 
desde México. En la tercera parte mostramos los datos que 
muestran el incremento y las problemáticas de los retornados 
a México. 
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En la cuarta sección, a partir del caso de cedes, analiza-
mos cómo los activismos binacionales están trabajando con 
los retornados de Estados Unidos a México, al poner especial 
atención a la perspectiva intercultural y, como apartado fi-
nal, hacemos una reflexión sobre los activismos binacionales, 
la interculturalidad y las instituciones.

1. Política global, activismos binacionales 
e instituciones, interculturalidad

En México, a los activismos binacionales los entendemos 
como expresiones sociopolíticas de la política global con-
temporánea, y aunque su principal campo de acción está en-
marcado en un entorno norteamericano, tienen trayectorias 
históricas y sociológicas concretas que reflejan las formas en 
que las personas se han ido organizando políticamente.

Para analizar cómo fluyen dichos activismos, que no son 
entes estáticos ni cosificados, asumimos que los estados y 
sus instituciones son construcciones socio-históricas que se 
van transformando. Por ello, es pertinente pensar que, como 
parte de las transformaciones globales, el Estado no desapa-
rece, sino que se reconstituye (Shaw, 2003:41).

Aquí argumentamos que ver a la política global como 
una dinámica meramente supranacional es insuficiente para 
comprender cómo operan los procesos de globalización (cul-
turales, políticos, económicos). En este sentido, un fenóme-
no global, ya sea “una institución, un proceso, una práctica 
discursiva o un imaginario (…) trasciende el marco exclusivo 
del Estado-nación y al mismo tiempo habilita parcialmen-
te los territorios y las instituciones nacionales.” Por ello, “la 
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globalización no se limita ya a la noción convencional que la 
define como un proceso de formación de instituciones exclu-
sivamente globales y de interdependencia creciente entre los 
Estados-nación del mundo” (Sassen, 2007:11). 

Así, observamos a los activismos binacionales en una po-
lítica global entendida como “la política de una sociedad glo-
bal embrionaria en la que la política doméstica y la mundial, 
aunque sean conceptualmente distintivas, son prácticamen-
te inseparables” (McGrew, 2014: 15), lo cual supone “repen-
sar las instituciones modernas que fueron concebidas con 
lógicas nacionales y territoriales” (McGrew, 2014: 15). 

De esta manera, reconocemos que los Estados-naciona-
les van dejando de ser los únicos referentes para entender 
y explicar las dinámicas políticas hacia dentro y fuera de 
ellos, y ante esto, sus instituciones tienen que ser rediseña-
das porque los Estados no dejan de existir, pero se comple-
jizan en un entorno que se globaliza intensamente (Sassen, 
2007; Kozlarek, 2014; Beck, 2013; Tormey, 2015) y carece 
de andamiajes institucionales bajo criterios democráticos 
inclusivos y efectivos.

En esta política global, los activismos binacionales sobre 
los que reflexionamos son aquellos que buscan influir en las 
instituciones y en quienes toman las decisiones. Para ello, 
entendemos que los activismos se conforman con personas 
organizadas que actúan de manera estratégica y con reper-
torios orientados a impactar en los procesos de políticas y 
agendas públicas. 

La pertinencia de profundizar en la interacción entre ac-
tivismos e instituciones, responde al creciente interés por 
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analizar y explicar a los activismos que reconocen en la po-
lítica de las instituciones una arena necesaria para lograr 
sus objetivos (Duverger, Lebaron: 2014; Wong, 2012; Eder, 
1998; Silva, 2015). 

Es importante destacar que estas interacciones suponen 
tensiones políticas, pues los actores sociales no son dóciles 
ante los gobiernos; es decir, lo relevante es cómo los activis-
tas reconocen que las arenas institucionales son necesarias 
para actuar y buscar los cambios sociales que dicen perseguir. 
En este sentido, la perspectiva binacional sobre los activis-
mos que aquí analizamos provoca una incómoda tensión ante 
las perspectivas estado-céntricas con las que operan la polí-
tica y las instituciones de los estados nacionales.

Con este acercamiento teórico sobre la política, los acti-
vismos y las instituciones, nos centramos en acciones colec-
tivas que nos permitan ver cómo estas interactúan de manera 
crítica con instituciones ejecutoras de las políticas de aten-
ción a los grupos de retornados a México. Como ya mencio-
namos, las miradas estado-céntricas sobre la política resul-
tan insuficientes para entender, de manera más profunda, los 
activismos binacionales. Por ello apelamos al reconocimien-
to de dinámicas políticas binacionales como expresiones de 
la política global del siglo xxi. 

Asimismo, a partir de los activismos binacionales, vemos 
a la política como “espacio de colaboración” donde se posi-
bilitan formas para incorporar nuevas ideas y “diferentes for-
mas de vivir la vida”. Además, a estos activismos no los en-
tendemos bajo una lógica de ganador/perdedor o como una 
estrategia para conocer al otro y someterlo, sino como una 
política radical que, de manera distinta, contribuye a identi-
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ficar posibilidades de entendimiento que ayuden a encontrar 
caminos para “poder vivir juntos en la diferencia” (Constan-
tinou, 2013: 142).

Para reflexionar entonces sobre los activismos binaciona-
les ante los retornados a México, recurrimos a la mirada de la 
interculturalidad. De esta manera, ofrecemos una forma de 
pensar sobre una comunidad política que va tomando forma 
en la política norteamericana: los activismos binacionales 
desde México. 

A estos activismos los observamos como potenciales 
agentes promotores de interculturalidad que, en la actua-
lidad, se enfrentan a “una concepción única, globalizada 
y universal del mundo, gobernada por la primacía total del 
mercado y de la cosmovisión neoliberal y, como parte de ella, 
por un orden político, económico y social, un orden también 
del conocimiento” (Walsh, 2005: 41). 

Recurrimos a la interculturalidad porque nos ayuda a 
pensar en “procesos de intercambio que permitan construir 
espacios de encuentro entre seres y saberes, sentidos y prác-
ticas distintas” (Walsh, 2005: 45). 

La interculturalidad supone “comparar y valorar lo propio 
ante el trasfondo de lo otro: practicar la autocrítica” (Kozla-
rek, 2014: 48). Con ello, buscamos elementos para superar 
entendimientos políticos que ofrecen los desencuentros cul-
turales o los choques de civilizaciones como algo inevitable y 
socialmente normalizado. 

Con la interculturalidad asumimos que “el conocimiento 
propio permanece deficiente mientras no sea complementa-
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do con el conocimiento de los demás” (Kozlarek, 2014: 43). 
Estos razonamientos posibilitan argumentos que sustentan, 
de manera legítima, a grupos de personas para organizarse y 
posicionarse sobre cualquier asunto para expresarlo y defen-
derlo en la política global sin considerar a “los Estados como 
los únicos canales legítimos para ello” (Badie, 2013).

Con esta base conceptual, dotamos de sentido a nuestro 
análisis sobre estos activismos binacionales, que van toman-
do forma en una dinámica norteamericana como parte de un 
mundo que se globaliza, pero que aún carece de condiciones 
institucionales democráticas.

2. Política global y migración en Estados Unidos

A los activismos binacionales, desde México, los situamos en 
un entorno de política global concreto: Norteamérica (Cana-
dá, Estados Unidos y México); que es donde operan organi-
zaciones como cedes. En esta sección analizamos el entorno 
político norteamericano en el que actúan dichos activismos. 
La idea de integración norteamericana —hoy cuestionada— 
ha enmarcado de manera relevante la política en México des-
de los años 90 del siglo xx. 

Esta integración ha sido multidimensional y no se limi-
ta a los intercambios comerciales; es por esto que el inten-
to de México de vincularse histórica y culturalmente con 
el mundo iberoamericano, así como sus intenciones de 
girar hacia América del Sur para diversificar sus acciones 
exteriores o sus estrategias políticas y económicas hacia 
Asia, se han eclipsado ante su intensa interdependencia 
con Norteamérica.
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El rol de México como país emergente es parte de esa di-
námica norteamericana, cuya inserción es asimétrica entre 
los tres países que la integran. En este sentido, no se puede 
comprender la proyección política y económica de México en 
la política mundial, sin entender la actual situación de Esta-
dos Unidos en la misma. 

La llegada de dt a la presidencia de Estados Unidos la ob-
servamos como una etapa más que facilitará oportunidades 
para la formación global de una plutocracia4 (Sklair, 2011; 
Sassen, 2015; Ariño, 2016) que se sigue distanciando y con-
tinúa construyendo una profunda desigualdad multidimen-
sional entre amplios sectores sociales en el mundo (Sassen 
2015; Baumman, 2014).

Esta plutocracia global no es homogénea ni está exenta de 
controversias entre las élites y, como ejemplo, están las revo-
luciones tecnológicas y energéticas que generan importantes 
tensiones mundiales. Además, la desigualdad en el mundo se 
profundiza y, como lo acaba de mostrar oxfam, en la actuali-
dad, solo ocho hombres detentan la riqueza equivalente a los 
ingresos de 3,600 millones de personas.5

Así, a los actuales políticos antiglobalización en Estados 
Unidos y Europa los identificamos con los nacionalismos fic-

4.http://www.bbc.com/news/world-us-canada-38168382 y https://
www.bloomberg.com/graphics/2016-trump-cabinet/ (Consultados el 2 
de enero de 2017).

5. Oxfam 2017. Una economía para el 99%. https://www.oxfam.org/es/
sala-de-prensa/notas-de-prensa/2017-01-16/ocho-personas-poseen-la-
misma-riqueza-que-la-mitad-mas (Consultado el 16 de enero de 2017).
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ticios,6 con “siglas nacionales prestadas”7 y disfrazados de 
defensores de supuestas soberanías nacionales (Appadurari, 
2007) que no resolverán qué grupos de personas acabarán 
siendo expulsados del bienestar global contemporáneo en los 
países donde estos seres humanos habitan (Sassen, 2015); los 
ejemplos abundan: Brexit, Unión Europea conservadora, na-
cionalismos europeos, fin del ciclo de países progresistas en 
América Latina, presidencia de dt.

Como parte de esta política global, y con una perspectiva 
nativista (Kaufman, 2017), el entendimiento político de dt 
con su Make America Great Again, prometió a los estadouni-
denses retornar a los buenos tiempos de un Estados Unidos que 
no regresará y, ante sus promesas incumplidas, México, Chi-
na y el mundo islámico serán los chivos expiatorios para no 
reconocer las “causas verdaderas”8 de por qué no cumplirá 
sus propuestas de campaña.

Este será el marco de entendimiento del gobierno de dt 
con el cual definirá y operará las acciones políticas de Esta-
dos Unidos, es decir, esas ficciones y apariencias nacionales 
mencionadas antes se traducen en retórica y acciones políti-
cas concretas que dotan de sentido al hacer estadounidense 
en el mundo y, en particular, frente a los mexicanos. Así fue 
en la campaña electoral y así será en su gobierno.
 

6. Krugman, P. 2017. “La era de las falsas políticas”, El País. 6 de enero 
de 2017. http://economia.elpais.com/economia/2017/01/06/actuali-
dad/1483719447_276544.html (Consultado el 6 de enero de 2017).

7. Bellinghausen, H. 2017. “La gran amenaza blanca” http://www.jorna-
da.unam.mx/2016/12/26/opinion/a10a1cul (Consultado el 26 de diciem-
bre de 2016).

8. Krugman, P. 2017. Op. cit.
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Para ilustrar nuestros argumentos sobre el Estados Uni-
dos de dt veamos parte de la formación de su gobierno. En su 
campaña electoral, Wall Street (ws) fue un enemigo a ven-
cer y Hillary Clinton representaba sus intereses. Pero dt no 
gobernará lejos de ws porque las designaciones que hizo en 
la Secretaría de Comercio y en la del Tesoro están a cargo de 
empresarios provenientes de ws.9 Estas decisiones van de la 
mano con otro tema que fue exitoso para la campaña electo-
ral de dt y que afecta directamente a México: el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (tlcan). 

El tlcan será revisado y modificado, aunque están por 
verse los alcances reales de los supuestos cambios. Sin em-
bargo, ante la afirmación del presidente electo dt sobre que 
dicho Tratado dejó sin trabajo a miles de estadounidenses y 
que los devolvería a Estados Unidos, estudiosos de la indus-
tria y la tecnología muestran que es imposible que tales em-
pleos regresen ante la robotización de la industria de la ma-
nufactura (Muro, 2016).

Otro tema es la seguridad. Las posturas del presidente dt 
son de endurecimiento de las políticas de seguridad de Esta-
dos Unidos. Esto se refleja en las palabras de quienes estarán 
encabezando la Seguridad Nacional de Estados Unidos. La si-
guiente idea de quién dirigirá el Departamento de Seguridad 
Interior deja ver cómo la administración Trump observa el sur 
ante los intereses estadounidenses.

Los tentáculos de las redes globales implicadas en el trá-
fico de narcóticos y de armas, en el contrabando de seres 
humanos, y en otros tipos de actividad ilegal, se extien-
den por América Latina y el Caribe, y hasta Estados Uni-

9. “Wall Street en la Casa Blanca”, periódico El Mundo. 1 de diciembre de 
2016. Consultado el 10 de diciembre de 2016.  http://www.elmundo.es/
internacional/2016/12/01/583f35a5268e3e4d418b47c0.html.
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dos, y, sin embargo, continuamos subestimando la ame-
naza del crimen organizado transnacional, lo que pone en 
riesgo nuestra seguridad y la de nuestros socios.10

Estas decisiones, que están definiendo la política global 
estadounidense, modifican y tensan la relación entre Esta-
dos Unidos y México. Finalmente, para ilustrar este entor-
no norteamericano que será duro para México mostramos 
las propuestas sobre migración del presidente electo dt. Nos 
apoyamos en la sistematización que hicieron García Zamora 
y Gaspar Rivera (2016) de las propuestas en temas migrato-
rios durante la campaña de dt.

Propuestas de campaña sobre migración 
de Donald Trump

1.	 Construcción de un muro en la frontera sur
2.	 Terminación de campañas de captura y expulsión de 

migrantes ilegales
3.	 Promoción de cero tolerancia ante los migrantes cri-

minales
4.	 Suspensión de financiamientos para ciudades santua-

rios (Nueva York, Chicago, Los Ángeles)
5.	 Cancelación de órdenes ejecutivas presidenciales (am-

nistía temporal a dreamers y sus padres)para cumplir 
las leyes de inmigración

6.	 Suspensión del otorgamiento de visas en los lugares 
donde es débil la supervisión

10. Bassetts, M. 2016. “El general Kelly, especialista en América Latina, 
se perfila como secretario de seguridad interna”, El País. 7 de diciembre 
de 2016. http://internacional.elpais.com/internacional/2016/12/07/es-
tados_unidos/1481132227_574948.html (Consultado: 15 de diciembre de 
2016).
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7.	 Aseguramiento de que los deportados no regresen; que 
sus países impidan su regreso

8.	 Terminación del nuevo sistema biométrico de emisión 
y revisión de visas

9.	 Eliminación de empleos y servicios que atraigan inmi-
gración ilegal

10.	 Reformar el sistema legal de inmigración orientándolo 
a los intereses de América y sus trabajadores.

De convertirse estas propuestas de campaña en políticas 
migratorias, aunadas a las estrategias de seguridad hacia el 
sur de Estados Unidos, habrá grandes retos para México en 
diferentes ámbitos. Por ejemplo, su frontera norte experi-
mentará mayores tensiones sociales al ser territorios donde 
cohabitan diferentes grupos sociales pues, como es sabido, 
la migración hacia Estados Unidos se conforma de múltiples 
colectivos del sur más allá de México; recientemente se ha 
visibilizado el caso de haitianos que esperan en Tijuana visas 
humanitarias para ir a Estados Unidos.11 

En la frontera norte de México conviven diversos colec-
tivos que, al no poder llegar a Estados Unidos, se asientan en 
los estados fronterizos, generando que diferentes grupos de 
personas —los que estaban, los que regresan y los que tran-
sitan— se establezcan y reinventen nuevas convivencias que 
deriven en políticas inclusivas y dignas que atiendan estas di-
námicas, con especial atención a los grupos más vulnerables 
(niños/as y mujeres), pues esta intensa vida fronteriza supo-
ne problemáticas propias para personas con diferentes ex-
pectativas e historias individuales que tiene algo en común: 
hacen su vida cotidiana mirando hacia el norte.

11. “El apoyo a haitianos en México, casi nulo: ONG”. http://www.jornada.
unam.mx/2017/01/14/politica/010n2pol (Consultado: 14 de enero de 2017).
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 3. Los retornados a México

Para mostrar la relevancia de los activismos que actúan ante 
la agenda de retornados a México, exponemos la situación 
actual a la que estos grupos sociales se enfrentan. En cuanto 
a la cantidad de retornados a México, se estima que alrededor 
de 1.7 millones de personas, entre los que nacieron en Estados 
Unidos y mexicanos de nacimiento, han regresado a México 
(Escobar, 2015: 256). El cálculo de esta cifra es resultado del 
siguiente cálculo: 230 mil mexicanos han vivido en Estados 
Unidos en al menos los cinco años anteriores, de acuerdo al 
Conteo Nacional de Vivienda de 2005; para 2010, fueron 980 
mil mexicanos con la misma situación y se estima que, junto 
a esta última cifra, hay 773 mil nacidos en Estados Unidos que 
son menores de edad.

Son tres procesos los que han incrementado los retornos 
a México desde principios de este siglo: falta de empleo ante 
la crisis económica en los Estados Unidos, políticas antiin-
migrantes y el endurecimiento de la seguridad con mayor 
violencia en la frontera México-Estados Unidos (Escobar, 
2015; Masferrer, Roberts; 2012: 466). Para Masferrer y Roberts 
(2012), las dinámicas de retorno son algo permanente en los 
migrantes mexicanos a Estados Unidos y un ejemplo de ello 
son los trabajadores agrícolas.

Pero los retornos de los que aquí damos cuenta no son ne-
cesariamente voluntarios, aunque los reencuentros familia-
res son el principal motivo que lleva a las personas a regresar 
o ir a México por primera vez (Masferrer, Roberts; 2012: 466); 
sin embargo, un ejemplo del entorno adverso para los mi-
grantes es cuando las reunificaciones familiares van ligadas a 
las deportaciones de mexicanos de Estados Unidos; deporta-
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ciones que se incrementaron de manera significativa desde el 
gobierno de Barack Obama.

De acuerdo a investigadores del Colegio de la Frontera 
Norte, entre 2008 y 2016 se han deportado más de 2.8 millo-
nes de mexicanos con estatus de indocumentados.12 Enton-
ces, los retornados son de diferentes tipos y su ida a México 
se debe a razones como “las deportaciones, las remociones o 
los regresos voluntarios” (Escobar, 2015: 256). 

En este análisis, independientemente de las situaciones 
específicas de cada persona o familia retornada, con base en 
diferentes autores (Calderón Chelius, 2016; Escobar, 2015; 
Masferrer, Roberts: 2012) identificamos un conjunto de pro-
blemáticas comunes a los que se enfrenta la población re-
tornada y que, de acuerdo a Calderón Chelius, de nuevo “se 
convierten de facto en indocumentados” Calderón Chelius, 
2016: 50). 

Las principales situaciones son:13 
1.	 Dificultades en la expedición de documentos oficiales 

para legalizar su estatus en México
2.	 Limitaciones para acceder a la doble nacionalidad
3.	 Falta de condiciones para insertarse en el mercado laboral
4.	 Complicaciones para que niñas y niños ingresen a la 

escuela
5.	 Obstaculizaciones para acceder a servicios públicos 

(salud, vivienda)

12. “El gobierno de Obama expulsó a más de 242 mil mexicanos en 2015”, 
México, La Jornada. Lunes 19 de diciembre de 2016 http://www.jornada.
unam.mx/2017/01/03/politica/013n1pol (Consultado el 3 de enero de 2017).

13. Para profundizar temáticamente sobre los problemas cotidianos a los que se 
enfrentan los retornados en México está el estudio Diálogo binacional sobre mi-
grantes mexicanos en Estados Unidos y México (2013), que refleja las dificultades 
a las que se enfrentan estos grupos sociales para ubicarse o reubicarse en México.
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6.	 Ambientes culturales poco favorables para su inser-
ción en las comunidades donde llegan

Estos puntos indican que la población de retornados a 
México requiere de atención directa del Estado mexicano 
y de acompañamiento de la acción no gubernamental ante 
las políticas más duras contras los migrantes por parte del 
gobierno estadounidense. Las acciones no gubernamenta-
les no están para suplir las funciones de los gobiernos, pues 
estos tienen que procurar entornos que faciliten el acceso a 
los bienes y los espacios públicos, así como generar accio-
nes que garanticen que el bienestar general se distribuya de 
manera correcta.

En este sentido, vemos a los activismos binacionales 
como agentes que acompañan agendas sociales, trascienden 
las fronteras estado-nacionales y muestran que las políticas 
estado-céntricas están resultando insuficientes para que las 
personas migrantes logren mejorar su calidad de vida.

4. Activismos binacionales ante los retornados a
 México. El caso de cedes14 

Con base en el acercamiento teórico expuesto y el entorno 
político descrito nos interesa analizar los procesos de for-
mación de los activismos binacionales, desde experiencias 
mexicanas, que trabajan con enfoques que reconocen la plu-
ralidad y la diversidad entre las personas que habitan Norte-
américa —a partir de la movilización humana— y que buscan 

14. Agradezco a cedes las facilidades para contar con la información y docu-
mentos de la organización para este trabajo. Sobre las referencias, estas las he 
colocado en las fuentes para evitar cargar el texto de las mismas. Los entre-
comillados son citas exactas tomadas de las fuentes primarias y entrevistas.
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impulsar ciertas políticas públicas ante los gobiernos y las 
agendas públicas en la región.

La perspectiva de los activismos binacionales15 no es re-
ciente ni es solo pensada para casos mexicanos en Estados 
Unidos. Sznaider (2012) ubica a los “nacionalistas cosmo-
politas judíos” que promovían un proyecto binacional de 
soberanía compartida entre judíos y árabes, previo a la con-
formación del Estado de Israel, en territorio palestino; esta 
perspectiva se vio profundamente modificada por el ascenso 
del nazismo (Sznaider, 2012:107). Por otro lado, hay solidari-
dades binacionales entre mexicanos desde 1848 con el Parti-
do Liberal Mexicano y migrantes en Estados Unidos.16

En nuestro análisis distinguimos las acciones de los parti-
dos políticos de los activismos sociales; los segundos se com-
prenden desde “la política de la incidencia” de la sociedad 
civil (Jones, 2011). Los partidos son canales formales para 
acceder al poder en instituciones democráticas representa-
tivas. Entonces, asumimos que las experiencias binaciona-
les tienen historia y resonancia en el presente, pero aquí nos 
ocupamos de sus especificidades contemporáneas ante los 
migrantes mexicanos en Estados Unidos y sus propios retos 
en la política global del siglo xxi.

15. Los activismos en Norteamérica también se han dado en ámbitos como 
el laboral o el campesino. Estamos pensando en aquellas movilizaciones que 
se dieron en los años 90 del siglo xx ante el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte y tuvieron visibilidad relevante durante el alca (Brooks, 
Fox: 2002; Newell, Tussie: 2006; Icaza, 2004; Saguier, 2007).

16. http://web.international.ucla.edu/institute/event/9980 (Consultado el 
16 de diciembre de 2016).
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Entre los activismos binacionales,17 desde México encon-
tramos diferentes perfiles organizativos con distintos obje-
tivos, capacidades desiguales y distintas prioridades en sus 
agendas. Por ejemplo, está la Fundación México-Estados 
Unidos y su Nodos Binacionales para la Ciencia18 o el Frente 
Indígena de Organizaciones Binacionales (fiob) y la defensa 
de los indígenas mexicanos en Estados Unidos y México (Fox, 
Gaspar, 2004). 

Dos casos más nos resultan significativos en las dinámi-
cas binacionales por sus temáticas y perspectivas cercanas 
al caso de cedes: la Asamblea Popular de Familias Migran-
tes, que se autodefine como organización de base binacional 
y apoya a los padres e hijos para que se reencuentren19 y el 
Instituto para las Mujeres en la Migración, ac (imumi) con su 
Programa de Familias Transnacionales.20

 
Con el caso de cedes profundizamos en los activismos bi-

nacionales y su trabajo con la población retornada a México; 

17. El mundo asociativo de migrantes mexicanos ha ido creciendo, especial-
mente en Estados Unidos. De esto da cuenta el Instituto de Mexicanos en el Ex-
terior (ime). Esta entidad gubernamental se orienta a trabajar por los derechos 
de los mexicanos en el exterior y genera vínculos con la diáspora mexicana a 
partir de diversas acciones de gobierno. De acuerdo a su directorio de organi-
zaciones hay 2,649 asociaciones registradas ante el ime al 7 de julio de 2015. ht-
tps://asociaciones.sre.gob.mx/ (Consultado el 1 de diciembre de 2016).

18.http://fumec.org/v6/index.php?option=com_content&view=article&i-
d=744:nodosbinacionales&catid=98:desarrollo
economico&Itemid=442&lang=es Consultado el 10 de diciembre de 2016.

19.https://twitter.com/APOFAM?ref_src=twsrc%5Egoogle%7Ctwcamp%5E-
serp%7Ctwgr%5Eauthor; http://familiasmigrantes.org/inicio/ (Consultado: 
10 de diciembre de 2016).

20. http://imumi.org/ Familias transnacionales http://uf.imumi.org/index.
html (Consultado: 10 de diciembre de 2016).
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a partir de sus acciones, donde incluyen la perspectiva in-
tercultural, identificamos tendencias binacionales que no se 
sustentan en entendimientos culturales donde los migrantes 
representan y son portadores de culturas homogéneas, per-
fectamente cohesionadas y puras entre mexicanos o esta-
dounidenses. Desde nuestro punto de vista, acercarse a las 
problemáticas de la población de retornados con un enfoque 
intercultural es de gran ayuda pues, como dimos cuenta en 
la primera sección, la interculturalidad puede facilitar cana-
les favorables para entenderse entre personas y evitar con-
frontaciones por diferencias que, generalmente, se sustentan 
en narrativas de identidades nacionales que no reconocen 
las conexiones y las influencias mutuas con otras culturas 
(Stearns, 2011).

cedes se fundó en la Ciudad de México en el 2010. Para sus 
fundadores el surgimiento se da en un contexto de “tensión y 
vulnerabilidad de la movilidad humana.” Para cedes, la mi-
gración “ha tomado mayor relevancia en los últimos años en 
México” porque la globalización ha “acelerado y propiciado 
desafíos sociales que han llevado a visibilizar la migración in-
ternacional.” Por ello, cedes, desde su inicio, se ha centrado 
en temas de migración, pues afirman que los migrantes se 
enfrentan constantemente a “situaciones de discriminación, 
racismo o violación de derechos humanos.” Ante ello, para 
esta organización, la gestión social y la atención ciudadana 
son insuficientes.” cedes busca que los gobiernos tomen 
“acciones concretas frente a la crisis que se experimenta con 
la movilidad humana.” Para ello, se plantean alianzas “bi-
nacionales, regionales e incluso multilaterales” a partir de la 
siguiente premisa: 

Mexicanos hay por todo el mundo y los migrantes se 
desplazan todos los días derivado de la inseguridad y de 



  I    71ACTIVISMOS BINACIONALES EN NORTEAMÉRICA

Segundo lugar / XVII Certamen de Ensayo Político

la necesidad económica; por ende, el desarrollo debe 
entenderse como un cúmulo de oportunidades trans-
nacionales que, así como propician el desplazamiento 
también ofrezcan soluciones y mejoras, evitando a toda 
costa la discriminación, el racismo, la xenofobia, el mal-
trato, la trata, el tráfico humano, el asesinato de perso-
nas, los desaparecidos, etc. 

Actualmente cedes trabaja con los siguientes programas:
•	 La Clínica Integral de Servicios. Aquí da asesoría, 

apoyo y acompañamiento jurídico y psicológico a 
familias migrantes transnacionales y vinculan a fa-
milias migrantes en México con sus lugares de ori-
gen y destino.

•	 Programa Educativo y Cultural. Con este promueven 
e implementan espacios educativos, dan informa-
ción y ofrecen capacitación sobre derechos de edu-
cación y salud.

•	 Vinculación, Alianzas y Redes. Aquí participan en el 
fomento de la construcción de redes de familias 
migrantes transnacionales.

•	 Procuración de Fondos, Monitoreo, Rendición de Cuen-
tas y Transparencia. Aquí monitorean el buen uso de 
los recursos públicos destinado a la atención de mi-
grantes y familias.

Para su trabajo binacional en Estados Unidos,21 en 2011 
un grupo de miembros de cedes formaron la organización 
(Non-Profit) Connecting Immigrant Network (cin) en Chi-
cago. Con una estructura de trabajo binacional, cedes pro-

21. cedes trabaja con Counterpoint en Canadá, con un programa para erradicar 
la violencia contra las mujeres.  http://www.counterpoint.coop/pages/home/
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mueve que sean “las propias comunidades de migrantes y sus 
familias las que logren las metodologías para su desarrollo, 
pues el objetivo final es la prosperidad de la comunidad en los 
lugares de origen y destino”.

cedes y cin trabajan en la ciudad de Chicago con la pobla-
ción migrante mexicana en La Villita y Pilsen con una Clínica 
Integral de Servicios donde gestionan trámites del Registro 
Civil u otras instancias del gobierno de la Ciudad de México, 
ofrecen asesoría legal para asuntos en México y Estados Uni-
dos, orientan a mexicanos para tramites en el Vital Records, 
el Social Security Administration o ante el Homeland Securi-
ty, dan talleres para apoyo emocional y han hecho “acompa-
ñamiento a migrantes en situaciones difíciles.”22

Actualmente, cedes, en Estados Unidos, observa que 
las problemáticas que se exponen con mayor visibilidad y 
atención mediática no reflejan los problemas que tienen la 
mayoría de los migrantes mexicanos en Estados Unidos. En 
este sentido, programas como los que atienden a los drea-
mers o a refugiados, “no son acciones que atiendan las pro-
blemáticas de la gran mayoría de los migrantes mexicanos, 
con o sin documentos.

Como ya lo decíamos, cedes plantea que sus acciones en 
Estados Unidos estén orientadas a que los migrantes vivan 

22. Ejemplo de esto último fue cuando cedes ayudó a una familia de migran-
tes en Chicago a ubicar al asesino de una mujer de esa familia. cedes indica 
que “la organización vivió esa situación con el padre de la víctima” pues, 
de acuerdo a la organización, las instituciones policiacas de ambos países 
fueron lentos y displicentes con el caso. Para la organización su acompa-
ñamiento a la familia de la víctima fue fundamental para que ellos lograrán 
justicia, detuvieran y extraditaran al asesino a Estados Unidos que estaba 
fugado en México. http://www.telemundochicago.com/noticias/local/
extraditan-chicago-acusado-asesinar-esposa-cesar-sanabria-389647952.
html (Consultado el 16 de agosto de 2016).
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de manera próspera tanto en sus lugares de destino como de 
origen. Para ello, su trabajo también se desenvuelve con una 
organización de mexicanos residentes en el extranjero: Club 
México Migrante (cmm), con sede en Chicago. Con este club, 
los miembros de cedes buscan impactar en el desarrollo co-
munitario en sus lugares de origen y en aquellos donde se han 
establecido a su regreso a México. 

Algunos miembros de cedes y del cmm trabajan actual-
mente con retornados y sus familias en el municipio Emi-
liano Zapata del estado de Morelos con dos acciones: 1. El 
Centro Comunitario Paseo del Río, que cuenta con cinco 
aulas para que niños y niñas de la zona tengan las infraes-
tructuras para complementar su educación formal y 2. La 
entrega de uniformes escolares para 13,700 beneficiarios 
en jardines de niños, primarias y secundarias públicas en 
el municipio mencionado. 

Ambas acciones están inscritas en el Programa 3x123, aun-
que cedes identifica este programa con corrupción, ya que 
ha dado cuenta de las complicaciones a las que se han en-
frentado para lograr sus proyectos con cmm en dicho progra-
ma. cedes señala “un conjunto de situaciones de opacidad 
y secrecía para aplicar y procesar sus solicitudes” tanto en la 
convocatoria como en las reglas de operación; además, afir-
man que las reglas formales de estos programas no han sido 
suficientes para sacar sus proyectos adelante y, por ello, re-
currieron a vínculos y redes entre la comunidad con la que 

23. El programa 3x1 es del gobierno de la república (Sedesol). Está orien-
tado a apoyar iniciativas de migrantes organizados para realizar proyectos 
que contribuyan al desarrollo de sus localidades de origen por medio de un 
esquema de aportaciones de los tres órdenes de gobierno: federal, estatal y 
municipal y las organizaciones de migrantes. http://www.gob.mx/sedesol/
acciones-y-programas/programa-3x1-para-migrantes (Consultado el 10 
de diciembre de 2016). 
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trabaja en Morelos y en el gobierno federal para presionar, 
revisar y reingresar sus casos.

En la Ciudad de México, cedes se ha centrado fundamen-
talmente en las delegaciones Magdalena Contreras y Tlalpan. 
En Magdalena Contreras trabajan en el pueblo de San Nicolás 
Totolapan (snt), donde tienen un intenso activismo local en-
tre la comunidad pues la mayoría de sus miembros son ori-
ginarios de ahí. Para los fundadores de cedes trabajar en snt 
responde a una tradición de buscar el bien del pueblo donde 
nacieron y de donde sus familias son originarias.

En este sentido, se asumen como familia nativa y ubican 
a sus bisabuelos y abuelos en la historia de la defensa de los 
bienes comunales en snt, refiriendo antecedentes del siglo 
xviii. La presidenta de cedes, e integrante de estas familias, 
afirma que para defender sus causas es importante el recono-
cimiento de su estatus de nativos pues tienen mayor impacto 
político, ya que las “familias originarias tienen palabra y esto 
les da el poder para defender sus derechos y restituir los bie-
nes y sistemas comunales”.

Como ejemplo de este activismo local está la defensa del 
agua como bien común; para ello, algunos miembros de ce-
des se han implicado en las elecciones de Comités Ciudada-
nos y Consejo de los Pueblos en la Ciudad de México de 2016. 
Con estas plataformas ciudadanas, cedes busca el fortaleci-
miento de su trabajo y sus familias para la restitución de bie-
nes comunales en el pueblo de snt; sin embargo, ha resultado 
difícil promover el tema de los migrantes en snt, consideran 
que se debe a la falta de sensibilidad y de conocimiento del 
gobierno delegacional sobre los problemas de los migrantes; 
mencionan el programa 3x1 y de cómo le ha resultado ajeno 
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e incomprensible al jefe delegacional cuando se lo han plan-
teado como una manera para promover inversión y desarro-
llo en Magdalena Contreras y en snt en particular.

Pero la migración no solo es un tema ajeno al gobierno 
delegacional; la organización, con su trabajo comunitario en 
snt, se encuentra con fuertes resistencias para que las fami-
lias hablen de parientes o conocidos migrantes. De acuerdo 
a la organización, las personas niegan u ocultan su vínculo 
con la migración porque la asocian con tener vergüenza por 
haber migrado, a una situación de desempleo y fracaso o de 
extorsiones a las familias. 

Por ello, cedes, al implicarse en los Comités Ciudadanos 
y Consejo de los Pueblos en la Ciudad de México, está bus-
cando tener un mejor contacto con la comunidad, impulsar 
actividades de sensibilización con las familias de migrantes y, 
por ende, con autoridades locales. Aquí han puesto especial 
atención para impulsar su agenda ante la Comisión de Pue-
blos y Comunidades Indígenas y Barrios Originarios para la 
nueva constitución de la Ciudad de México.

Como ya mencionamos, la población retornada a Mé-
xico tiende a aumentar y el Estado mexicano se enfrenta a 
problemáticas que deberá atender desde diferentes aristas. 
Ante esta circunstancia, los activismos binacionales ofrecen 
experiencias vitales de cómo trabajar con poblaciones mi-
grantes que se caracterizan por ver, de manera simultánea, 
sus problemáticas como dinámicas en ambos países. Por ello, 
nos parece importante destacar las acciones de cedes para 
acercarse a la población de retornados con un enfoque inter-
cultural, pues permite promover y pensar en narrativas que 
busquen la colaboración y la cooperación entre personas a 
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partir de las culturas híbridas que forjan como producto de 
su movilidad.

El trabajo de cedes ante los retornados a México es visto 
por la organización como de coadyuvante de las instituciones 
mexicanas. Para cedes, el ir a México no supone mejorar la 
calidad de vida de los retornados, pues tras una vida agotadora 
por la clandestinidad y bajo condiciones de profunda precarie-
dad laboral, estas personas regresan con la sensación de fracaso 
y sin recursos para reiniciar sus vidas como retornados. Esto, 
sumado a que a su regreso “no siempre son bienvenidos por 
sus familias”, que los veía como proveedores y, “al no aportar 
lo que antes solían aportar, terminan siendo rechazados”.

Además, los retornados traen a sus hijos, quienes sufren 
al recibir un trato desigual y discriminatorio. Sin embargo, 
en su vida como migrantes han adquirido otras experiencias, 
costumbres y cultura, lo cual les permite obtener habilidades 
distintas y eso les da oportunidades diversas en sus retor-
nos. Es por esto último que cedes se acerca al tema, ya que 
“requieren de solidaridad, comprensión, empoderamiento, 
conocer derechos y obligaciones”. Para cedes la perspectiva 
intercultural es fundamental porque:

Más allá de compartir la lengua materna, la lengua 
de un país de destino, se comparten, se mezclan, se 
vinculan y se funden culturas, razas, creencias y, en 
el mejor de los casos, se genera respeto, no discrimi-
nación, integración, sin embargo, como ese proceso 
es lento, aspiramos a contribuir a que los jóvenes con 
los que trabajamos sepan que se enfrentan a un mundo 
globalizado, un mundo donde hay diversos mundos, 
diversas lenguas, religiones, formas de pensamiento, 
etc. y que para ello se debe uno preparar.
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cedes fomenta un trabajo de educación binacional para in-
fantes nacidos en Estados Unidos. Para colaborar con las fami-
lias retornadas, lo que hacen en México es acercarse a los padres 
con pláticas de tipo emocional para identificar problemáticas a 
resolver. En Estados Unidos, por medio de consulados u organi-
zaciones no gubernamentales, ubican a las familias antes de que 
vayan a la Ciudad de México, se coordinan con ellos e intentan 
formalizar el vínculo para apoyar su llegada con proyectos pro-
ductivos y atención a sus hijos. En este tenor cedes trabaja, de 
manera prioritaria con niñas, niños y mujeres retornadas. Para 
ello, impulsa dos programas de trabajo: 

1.	 Clínica de Atención Integral a Niñas y Mujeres Migrantes 
en Retorno, con la que busca proporcionar “atención 
integral (asesoría médica, psicológica y jurídica) a ni-
ñas y mujeres migrantes en retorno, con el fin de con-
tribuir al libre acceso a los derechos humanos, al redu-
cir el riesgo y su mejor readaptación al país de origen”. 

2.	 Aula Intercultural en la Ciudad De México para la ense-
ñanza de la cultura norteamericana y el idioma inglés. 
Con este programa intentan “promover a través de 
la instalación de un aula intercultural para las niñas, 
niños y adolescentes mexicanos nacidos en el extran-
jero y residente en la Ciudad de México, la cultura, el 
aprendizaje y práctica del idioma inglés.”

Con esta perspectiva, cedes ha iniciado la operación de 
un aula intercultural en el Parque Lúdico Macondo, ubica-
do en la delegación Tlalpan. La acción se desarrolla con apo-
yo del Programa de Ciudad Hospitalaria, Intercultural y de 
Atención a Migrantes, en su línea de Fomento de una Ciudad 
Hospitalaria e Intercultural de la Secretaria de Desarrollo Ru-
ral y Equidad para las Comunidades del gobierno de la Ciudad 
de México.
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 Con el aula buscan que niños y niñas estadounidenses 
de nacimiento, con padres retornados, no pierdan su vín-
culo con su país de nacimiento. Por ello, el aula se dirige a 
dar clases de inglés, historia y cultura estadounidense pues, 
para cedes es importante que estas niñas y niños no se des-
conecten “con esos valores pues algún día querrán y podrán 
regresar a Estados Unidos y, entonces, podrán defender los 
derechos de los mexicanos en Estados Unidos.”

Finalmente, como parte de estas acciones de apoyo a los 
retornados, la red de trabajo entorno a cedes cuenta con la 
cooperativa Promotora México Migrante, con la cual busca 
“integrar a los migrantes retornados a una “nueva economía.” 
Para cedes esto es necesario porque, al no haber políticas cla-
ras para recibirlos y no tener plena confianza en programas 
como el de 3x1, los migrantes retornados no tienen oportuni-
dades de hacer alguna actividad productiva al llegar a México.

En la actualidad, cedes está trabajando en la creación 
de una red de retornados para impulsar y comercializar sus 
productos; entre este grupo hay migrantes de la Ciudad de 
México, Morelos y Guerrero y sus productos van desde ropa, 
joyas, talabartería, copas de cristal, etcétera. De acuerdo a sus 
planes, un momento clave en este proceso de conformación 
de la cooperativa será la primera exposición de productos 
mexicanos en Bolivia y una expo-venta en Chicago, ambas 
en 2017.
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5. Reflexión final

¿Cómo esta México atendiendo las dinámicas de movilidad 
humana como parte de la política global? ¿Qué puede ofre-
cer México al mundo para resolver los problemas globales que 
le atañen directamente? ¿Qué instituciones se requieren en 
México respecto a la movilidad humana? 

Los activismos sociales no son, por sí solos, la respuesta 
ante las problemáticas multidimensionales a las que se en-
frentan la población en el mundo. Estos activismos no sus-
tituyen las soluciones que siguen estando a cargo de las ins-
tituciones públicas, sin embargo, sí pueden contribuir de 
manera efectiva a la identificación de problemáticas sociales 
concretas o, a partir de sus experiencias de trabajo, se puede 
contar con diagnósticos necesarios y atender favorablemente 
ciertas agendas públicas. 

Es así como hemos visto, a partir del caso de cedes, una 
experiencia de activismos binacionales desde México en un 
entorno norteamericano, que ofrece un ambiente negativo 
para los migrantes mexicanos en Estados Unidos que ahora 
experimentan retornos no deseados a sus lugares de origen o 
nuevos destinos en México.

La administración de dt será dura ante la migración in-
documentada y, en especial, contra la mexicana. Discur-
sos del establishment mexicano aun apelan a no fomentar el 
alarmismo y a no asustarse ante el incremento de acciones 
xenófobas, racistas y de maltrato de lo “mexicano” que se 
expresa en Estados Unidos. 

Pero como recientemente lo muestra la película alema-
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na Er ist Wieder Da (Ha vuelto, 2015),24 las sociedades de-
sarrolladas cuentan con poblaciones que rechazan abier-
tamente a todo aquel que no forme parte de lo que ahí se 
entiende como el nosotros y ustedes25 (Naïr, 2016), donde el 
nosotros es “la medida del bienestar y la civilización” y el us-
tedes, representa una “amenaza que tiene que ser destruida” 
pues son “extranjeros y culturalmente diferentes” (Aime, 
2016: 99). 

Pero los retornados a México se enfrentan a acciones xe-
nófobas y racistas a su llegada, así lo plantea cedes y se mues-
tra una investigación de The Guardian.26 Los retornados y sus 
familias se enfrentan a burlas, maltratos y abusos por parte 
de los locales que los ven con distancia y rechazo. ¿Qué tiene 
que hacer el Estado mexicano para no permitir estas acciones 
ni facilitar que se cultiven ambientes culturales de no convi-
vencia ni que se normalice la violencia cotidiana expresada 
de muy diferentes maneras?

Nuestra reflexión ha destacado las perspectivas de los 
activismos binacionales que apelan a entendimientos inter-

24. https://www.youtube.com/watch?v=MkGQcw52KQQ (Consultado el 1 
de diciembre de 2016).

25. “Los líderes ultras europeos reclaman más seguridad y menos migran-
tes”, El País. 20 de diciembre de 2016.  http://internacional.elpais.com/in-
ternacional/2016/12/20/actualidad/1482245089_265956.html (Consultado 
el 20 de diciembre de 2016).

26. “Uprooted in Mexico: the US children returned to a country they barely 
know”. https://www.theguardian.com/world/2016/jul/13/
immigration-us-children-migrants-returned-to-mexico#comments 
(Consultado el 10 de diciembre de 2016).



  I    81ACTIVISMOS BINACIONALES EN NORTEAMÉRICA

Segundo lugar / XVII Certamen de Ensayo Político

culturales ante los retornados provenientes de Estados Uni-
dos a México. Esto supone asumir que las identidades esta-
do-nacionales se han construido de diversas contingencias 
culturales a través de la historia, por lo que son permeables 
y seguirán evolucionando, pues “cada cultura es una obra 
en continua transformación” y “ni nosotros, ni los otros, 
entrando o saliendo, pierden su cultura, simplemente en el 
encontrarse, dan vida a una nueva cultura” (Aime 2016: 96). 

La política de la colaboración y cooperación (Nusbaum 
2012) tiene que ser recuperada por encima de la política que 
sitúa al sujeto como inevitablemente egoísta y depredador. 
Es importante pensar que las dificultades personales los son 
también de los demás y viceversa. Ante las desigualdades 
multidimensionales, las exclusiones sociales en todos los 
rincones del mundo y el desempleo global provocado por las 
revoluciones tecnológicas y energéticas, se requieren nuevos 
sistemas para redistribuir la riqueza y los bienes generales 
como parte de una política global contemporánea. 

Las dinámicas binacionales generan preguntas para re-
pensar histórica y sociológicamente los límites del Esta-
do-nación y sus capacidades efectivas de organizador de 
la vida política de las personas. ¿Es pertinente preguntarse 
cómo repensar la identidad mexicana y qué procesos y diná-
micas la dotan de sentido en el siglo xxi? 

Para México, ¿es suficiente recuperar los discursos po-
líticos (historia nacional, soberanía, territorio) que dieron 
vida a los Estados-nación del siglo xix o al nacionalismo 
postrevolucionario del siglo xx? ¿Podemos explicarnos su-
ficientemente la política contemporánea con categorías de 
análisis de entonces?
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EN BÚSQUEDA DE LA JUSTICIA: LA PARTI-
CIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES 

Y COLECTIVOS DE LA SOCIEDAD CIVIL, 
FRENTE AL PROBLEMA DE LAS 

DESAPARICIONES EN COAHUILA

Óscar Daniel Rodríguez Fuentes

Introducción

La problemática de la desaparición ha sido una práctica re-
currente en los últimos años debido al conflicto interno que 
se desarrolló entre el Estado mexicano y los diferentes grupos 
del crimen organizado. En México, las cifras oficiales sobre 
desaparición de personas rondan los 30 mil. Esta crisis hu-
manitaria, sumada la falta de atención eficaz por parte de las 
autoridades, ha generado una respuesta desde la ciudadanía 
(Villarreal, 2013), la cual comenzó a organizarse en diversas 
entidades federativas para llevar el tema a la agenda pública y 
política. Los resultados que las organizaciones y colectivos de 
la sociedad civil han tenido varían de un estado a otro.

En Coahuila, entidad con una fuerte presencia del crimen 
organizado —en particular de Los Zetas—, se generó un grave 

TERCER LUGAR
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problema de desapariciones a la vez que una fuerte participa-
ción ciudadana. Aquí los colectivos y organizaciones civiles 
han extendido canales de presión y diálogo con las autorida-
des locales y han llevado el tema al espacio público, al hacerlo 
prioritario para la administración estatal.

En esta tesitura, el objetivo de la presente investigación 
es analizar las acciones realizadas por las organizaciones y 
colectivos de la sociedad civil frente a la problemática de la 
desaparición de personas en el estado de Coahuila y medir su 
impacto en la reivindicación de los derechos humanos de las 
víctimas y en la agenda pública estatal. 

La pregunta que tratamos de responder es: ¿hasta qué 
punto las acciones colectivas realizadas por la sociedad civil 
coahuilense han influido en la reivindicación de los derechos 
humanos de las víctimas de desaparición e incidido en la 
agenda pública gubernamental?

Para responder partimos de un análisis correlacional y 
cualitativo entre las diferentes variables por un lado las ac-
ciones colectivas y por el otro su incidencia en la reivindi-
cación de los derechos humanos y la agenda pública. Tam-
bién realizamos una serie de entrevistas a profundidad con 
cuatro organizaciones que trabajan el tema de desaparición 
en Coahuila, un análisis estructurado de textos bibliográficos 
sobre el tema, de notas de medios de comunicación y sitios 
especializados de internet. 

Hacemos una precisión teórica sobre algunos conceptos 
que utilizamos a lo largo del estudio con el fin de evitar confu-
siones en conceptos y definiciones, además, explicamos la ti-
pología de acciones colectivas que se propone en este trabajo.
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En primer lugar, se tiene que diferenciar entre desapari-
ción forzada y desaparición involuntaria. Aunque en térmi-
nos del derecho internacional de los derechos humanos am-
bos conceptos suelen utilizarse como sinónimos, para efectos 
del presente trabajo nos referimos a desaparición forzada 
como: “el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra 
forma de privación de libertad que sean obra de agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida 
de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desapa-
recida, sustrayéndola a la protección de la ley” (oea, 1994); 
mientras que la desaparición involuntaria tiene los mismos 
efectos pero es perpetrada por particulares. 

La distinción es necesaria por las responsabilidades que 
generan, una desaparición forzada es atribuible al Estado, 
mientras que la desaparición involuntaria es producto de un 
delito perpetrado por particulares donde el Estado no sería 
responsable de ordenarla o ejecutarla.

En el contexto actual mexicano el hecho se conoce co-
loquialmente como levantón, término que puede definirse 
como “la reutilización de la estrategia de desaparición for-
zada usada por las autoridades; es una práctica que recoge 
la tecnología represiva del Estado y las pone al servicio de 
esas fuerzas turbias, en donde se vuelven indistinguibles los 
agentes del Estado y los del crimen organizado”. González 
(2012: 91). Este es un término no jurídico, arbitrario e incluso 
discriminatorio porque califica a priori la actividad de la per-
sona desaparecida, en muchos casos presuponiendo su parti-
cipación en algún ilícito (Raveles, 2011; Rivero, 2013).
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Otro tema que es necesario clarificar es el de las acciones 
colectivas, que en el presente trabajo las entendemos como 
“toda acción conjunta que persigue unos intereses comunes 
y que para conseguirlos desarrolla unas prácticas de movi-
lización concretas” (Funes y Monferrer, 2003, p. 23). Aquí 
incluimos todas aquellas actividades dirigidas, coordinadas y 
realizadas por las organizaciones y colectivos que trabajan el 
tema de desaparecidos y que tienen un impacto en la agen-
da pública y en la reivindicación de los derechos de las vícti-
mas. Para este ensayo hemos hecho una clasificación general 
de acciones colectivas que podemos dividir en tres grupos: 
acciones de control, de colaboración y de promoción de de-
rechos humanos.

Las acciones colectivas de control son aquellas que tienen 
como objeto evitar el ejercicio indebido del poder a través de 
mecanismos de vigilancia, denuncia y calificación de la au-
toridad (Rosanvallon, 2007); como ejemplos podemos men-
cionar las marchas, las protestas, las solicitudes de informa-
ción, pliegos petitorios o informes sombra sobre actividades 
gubernamentales, entre otros.

Las acciones de colaboración son aquellas en las que la so-
ciedad civil participa en conjunto con el Estado como pro-
motoras, consultoras o implementadoras de políticas pú-
blicas (Canto, 1998; Miorelli, 2001). En este punto podemos 
mencionar a los consejos ciudadanos o los grupos de trabajo 
conjuntos.

Las acciones de protección de derechos humanos son 
aquellas que buscan crear o recrear las condiciones necesa-
rias para validar y concretizar los derechos de las personas 
(Vilheira, 2014), por ejemplo, mantener un discurso plural o 
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participar directamente en los sistemas jurídicos. Estas ac-
ciones de alguna u otra forma tendrán influencia en el espacio 
público, que es el lugar que las personas privadas pueden uti-
lizar como medio de crítica permanente, para cambiar con-
diciones de legitimación del poder político (Habermas 1992, 
p. 435). Precisamente las acciones colectivas realizadas por 
los familiares buscan el efecto de generar una agenda pública 
que ayude a reivindicar los derechos de sus desaparecidos.

El texto se divide en tres partes, en la primera se describe 
el panorama nacional y local a partir del inicio de la llamada 
“guerra contra el narcotráfico” y los efectos que dicha estra-
tegia tuvo en el clima social de Coahuila; en la segunda hace-
mos una descripción del papel de las organizaciones civiles 
locales sobre el tema y la tercera parte las acciones colectivas 
que realizan las mismas dentro la clasificación propuesta para 
terminar con las conclusiones.

1. Violencia y crimen organizado como detonantes de las 
desapariciones en Coahuila

Cuando a México llegó la tan esperada alternancia en el año 
2000, el problema de la desaparición de personas parecía ser 
un triste pero alejado recuerdo del autoritarismo de antaño 
que se había ido con el partido oficial. El cambio de las elites 
en el poder trajo muchas esperanzas a quienes habían lucha-
do por un país más democrático y más respetuoso de los de-
rechos humanos.

En efecto, la desaparición forzada, una estrategia de terror 
(Mastrogiovanni, 2014) que apareció en México en los años 
60 como un medio de represión en contra de los opositores 
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políticos en las guerrillas rurales y urbanas, había quedado 
atrás; si acaso, las desapariciones en los primeros años de 
la alternancia tenían que ver con venganzas personales por 
parte de algunos funcionarios públicos (González, 2012: 89) 
o bien las primeras desapariciones realizadas por grupos de 
delincuencia organizada. En cualquiera de los casos las moti-
vaciones no fueron preponderantemente políticas.

Esta situación cambió con la llegada de la administración 
de Felipe Calderón al Gobierno Federal, quien, tras una elec-
ción muy cerrada, arribó al poder en medio de una fuerte 
crisis de legitimidad que intentó paliar con una política de 
confrontación directa con los grupos de la delincuencia or-
ganizada y, para ello, utilizó a las fuerzas armadas (Chabat, 
2010). El diagnóstico de la administración panista de que los 
cárteles de la droga habían ganado poder décadas antes y es-
taban en condiciones de comprar y cooptar a las autoridades 
de nivel local e incluso federal no era tan equivocado. 

De hecho, durante el periodo de gobierno del pri, los tra-
ficantes fueron controlados y protegidos al mismo tiempo 
por el aparato gubernamental (Astorga, 2010). Tras el proceso 
de alternancia, la relación de subordinación que habían te-
nido los grupos delincuenciales respecto al Estado mexicano 
cambió en la medida que estos fueron ganando autonomía y 
poder hasta el punto de estar en condiciones de combatirlo 
con éxito. 

La política calderonista falló y dejó a su paso una grave 
crisis humanitaria en el país con miles de personas muertas y 
desaparecidas, además de un clima de inseguridad y ausencia 
de Estado de derecho en varias zonas del país. Para 2011, al 
finalizar la administración panista, el control del crimen or-
ganizado en el mapa nacional era evidente.
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Tabla 1. Presencia de grupos del crimen organizado
en el año 2011

 

En Coahuila, como en la mayoría de las entidades fede-
rativas, la escalada de violencia por parte del crimen orga-
nizado coincidió con la estrategia calderonista. Sin embargo, 
esta situación no fue espontánea porque, durante años, los 
cárteles fueron acumulando poder (Bayle, 2014), esto com-
binado con la captura de las instituciones, sustentadas por la 
corrupción política y la ausencia de controles sociales en el 
estado (Buscaglia, 2014; Ravelo, 2016). 

El nivel de paz en la entidad sufrió un fuerte retroceso 
entre los años 2006 y 2012, como lo demuestran los da-
tos proporcionados por el Institute for Economics and Pea-
ce (2016) en su Índice de Paz en México. En esa etapa, 
Coahuila pasó a ser de los estados más pacíficos del país a 
uno de los más peligrosos.

Fuente: The Economist (2011)
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Tabla 2. Coahuila en el Índice de Paz en México

*Fuente: Elaboración propia con datos del Institute for Economics 
and Peace (2016)

La criminalidad también tuvo un aumento considera-
ble, pues como sostiene un informe del Centro de Inves-
tigación para el Desarrollo A. C. (cidac), los delitos rela-
cionados con el crimen organizado se incrementaron 40% 
(Baz y otros, 2015). En cuanto a la percepción del delito, 
esta investigación catalogó la afectación delictiva en la en-
tidad como grave.

El declive de la paz y el aumento delictivo obedeció tam-
bién a los enfrentamientos entre los mismos cárteles, así 
como entre estos y fuerzas públicas, sobre todo en las regio-
nes de la Laguna y norte del estado. Según información de 
la Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delin-
cuencia Organizada (seido), en Coahuila el Cártel de Sinaloa 
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y el de Los Zetas se enfrentaron a lo largo del territorio por las 
plazas (Animal Político, 2011).

Las luchas más sangrientas se dieron en Torreón, munici-
pio que entre 2006 y 2011 fue la séptima ciudad con más ho-
micidios relacionados con delincuencia organizada del país 
(Buendía y Laredo, 2010). La Comarca Lagunera sufrió de 
manera sistemática matanzas, tiroteos, secuestros, desapa-
riciones, extorsiones y ejecuciones arbitrarias sin distinción 
alguna entre su población; recientemente han sido encon-
trados restos de otra matanza en el ejido de Patrocinio en el 
municipio de San Pedro de las Colonias, en la misma región. 

En 2013, durante una entrevista con el periódico Vanguar-
dia, el gobernador reconoció públicamente el problema:

Cuando yo entré a mi gobierno, me di cuenta que está-
bamos a punto, si no es que ya había sucedido, de que 
el monopolio de la autoridad no lo tuviera el gobierno, 
sino lo tuviera la delincuencia, con cosas tan sencillas, 
en historias que trascendieron y que uno veía en los 
blogs u oía en los comentarios, fulanita o fulanito ya no 
se pudo casar en Piedras Negras porque tenía que com-
prarle el whisky (de su boda) a un grupo delincuencial, 
o no puedes pasar por tal carretera por que invariable-
mente la policía te detiene y te pregunta quién eres, y 
te deja ir, y te toma registro de tu credencial de elector, 
pues eso no era para infraccionarte eso era para llevar 
un control de quién pasaba y quién llegaba, o se tuvo 
que cerrar tal hotel porque en su bar, ahí despachaba 
un delincuente importante (sic) (Moreira, 2013).

Si bien el gobernador reconocía la debilidad institucional 
que se tenía en el estado, también alegaba que los grupos de-
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lincuenciales no eran originarios de la entidad, sino que ve-
nían de estados vecinos y disputaban las plazas coahuilenses 
(Excélsior, 2013). 

En Saltillo, capital coahuilense, la situación no era mucho 
mejor pues también fue una zona disputada por los cárte-
les. En una entrevista con cnn, el obispo de Saltillo declaró: 
“Aquí había pactos y en este momento esos pactos quedaron 
rotos y empieza a haber una lucha de varios grupos delictivos 
por esta plaza. Esto es evidente” (Vera, 2011).

Ya desde 2010, en el cable 10Monterrey66 filtrado por Wiki-
Leaks, el cónsul estadounidense Bruce Williamson aseguraba 
que Saltillo era un refugio seguro para Los Zetas. En su infor-
me describe:

Relayed Unclass reporting that the Los Zetas leader, 
Miguel Heriberto Lazcano-Lazcano is believed to be 
hidding in Monterrey and was planning for coun-
ter-offensive strikes against the Gulf Cartel in Tamau-
lipas. This information dovetailed with reporting from 
other sources and the members of post’s Law Enforce-
ment Working Group elaborated that Saltillo, Coahuila 
would likely be considered a safe haven by the Zetas 
(WikiLeaks, 2010).

Incluso se abrieron grupos y cuentas de Facebook1 y otras 
redes sociales pertenecientes a Los Zetas y diversos cárteles, 
en donde buscaban reclutar personal para actividades como 

1. Hasta el momento de hacer este trabajo (enero de 2016), se encontraba 
abierta la página de Facebook “Loz Zetas Saltillo Coahuila”, no se pudo con-
firmar su autenticidad, pero en dicha página se hizo alarde de balaceras y 
se dejaron varios narcomensajes. La última actualización fue del 7 de abril 
de 2014. Disponible en: https://www.facebook.com/Loz-Zetas-Salti-
llo-Coahuila-725483120810350/?fref=ts.
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secuestrar personas (Gomora, 2012). Los medios de comuni-
cación también reportaron casos donde los jóvenes eran re-
clutados por la fuerza mediante especies de levas que se da-
ban en barrios pobres de la ciudad, en lugares frecuentados 
por migrantes e incluso en penales (La Razón, 2011).

En el centro y norte de la entidad la situación fue similar, 
en Acuña, Monclova y Piedras Negras las desapariciones, las 
ejecuciones sumarias, los levantones y otros crímenes simi-
lares eran prácticas comunes, las masacres de Allende y del 
penal de Piedras Negras son ejemplo de ello.

En 2011, el municipio de Allende fue atacado por un co-
mando armado del grupo delictivo de Los Zetas que, durante 
varios días, incendió, destruyó propiedades y desapareció un 
número indeterminado de personas, el más mencionado ha 
sido de 300, aunque las cifras oficiales hablan de 42 desapa-
recidos aproximadamente (Aguayo, 2016). Durante la trage-
dia, ninguna autoridad municipal, estatal o federal respondió 
al llamado de auxilio, por lo que se asume que los sicarios ac-
tuaron en total impunidad (Martínez, 2014).

De igual forma, a principios de 2016 trascendió la noticia 
de que el centro penitenciario de Piedras Negras fue utilizado 
por Los Zetas para retener, torturar, quemar y desaparecer 
personas desde el año 2008 (Ramos, 2016). Al ser instalacio-
nes del gobierno estatal se puede presumir que la autoridad 
tenía conocimiento de tales hechos; según algunos medios 
de comunicación, hubo aproximadamente 150 víctimas (Sin 
embargo, 2016). Ante lo sucedido, el gobernador confirmó 
que los hechos se estaban investigando y que “no metería las 
manos por nadie” (Vanguardia, 2016).
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Pese a las acciones correctivas que el gobierno emprendió, 
el hecho de que el crimen organizado utilizara las instalacio-
nes carcelarias para cometer delitos como desaparición de 
personas, nos habla de un Estado débil, sin orden ni garantía 
coactiva centralizada (O’ Donnell y Wolfson, 1993). 

En esta tesitura el problema de la desaparición forzada e 
involuntaria se agudizó. Según el informe titulado “Diagnós-
tico de necesidades para la implementación del Programa de 
Atención a Familiares de Personas Desaparecidas en Coahui-
la”, en el año 2006 solo hubo un caso reportado mientras que 
en 2011 se reportaron 279. Hasta el 31 de diciembre de 2015 
había oficialmente 1,425 personas desaparecidas en el estado 
(segob, 2016). 

Tabla 3. Personas reportadas como extraviadas o 
desaparecidas en Coahuila 2006-2014

 

Fuente: Diagnóstico de necesidades para la implementación del 
Programa de Atención a Familiares de Personas Desaparecidas en 
Coahuila (Sánchez y otros, 2016)

Los grupos de familiares de desaparecidos han podido 
perfilar las desapariciones en relación con los perpetradores a 
través de la identificación de cuatro supuestos:

1.	 Personas desaparecidas por agentes del Estado
2.	 Personas desaparecidas por agentes del Estado en co-

Personas reportadas como extraviadas o desaparecidas en Coahuila por año (2006-2014)

300

250

200

150

100

50

0

D
es

ap
ar

ec
id

os

2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

Año

 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Lugar 
obtenido 
por 
Coahuila

Año

   8º    8º   11   13   15   20    20       19  16    10

1

58

105
125

242
279

149

234

107



  I    99

Tercer lugar / XVII Certamen de Ensayo Político

EN BÚSQUEDA DE LA JUSTICIA

participación o vinculación con miembros de la delin-
cuencia organizada

3.	 Desaparición cometida por miembros de la delincuen-
cia organizada, con la autorización, apoyo y aquies-
cencia del Estado mexicano 

4.	 Personas desaparecidas por miembros de la delin-
cuencia organizada sin participación o vinculación 
con agentes estatales (fundem y otros, 2014) 

Quienes cometen este delito suelen ser miembros del 
crimen organizado, militares y policías de distintos órdenes 
de gobierno.

Según el informe titulado: “Diagnóstico de necesidades 
para la implementación del Programa de Atención a Familia-
res de Personas Desaparecidas”, 71.19% de los desaparecidos 
en el estado son hombres y 28.81% son mujeres. En cuanto 
a los rangos de edad de las personas que han sido reportadas 
como extraviadas o desaparecidas, 70% de los casos oscilan 
entre los 15 y 40 años (Sánchez y Calderón, 2016, p. 13).

Por lo que respecta a la distribución geográfica de la 
desaparición, el informe menciona que hubo desaparicio-
nes (registradas) en 27 de los 38 municipios de la entidad. 
Sin embargo, la mayoría se concentra en Piedras Negras, 
Torreón y Saltillo.
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Tabla 4. Personas reportadas como desaparecidas
o extraviadas en Coahuila por municipio

Fuente: Diagnóstico de necesidades para la implementación del 
Programa de Atención a Familiares de Personas Desaparecidas 
(2016).

El contexto que se vivió en Coahuila durante los años 
de la llamada “guerra contra el crimen organizado” generó 
un clima de miedo e inseguridad entre la población. En el 
caso específico de los familiares de desaparecidos, los pro-
blemas eran la falta de investigaciones eficaces, el control 
del crimen organizado en los aparatos de justicia y el poco 
o nulo apoyo de las autoridades locales. Tales situaciones 
motivaron la organización, creación de asociaciones y co-
lectivos en la entidad.
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2. La formación de la sociedad civil frente a
la problemática de la desaparición

En la sociedad civil coahuilense existen cuatro organizacio-
nes que se dedican a la búsqueda de personas desaparecidas, 
fuundec, Grupo Vida, Familias Unidas en la Búsqueda y Lo-
calización de Personas Desaparecidas y Alas de Esperanza. 
Aunque son organizaciones hermanas, cada una de ellas ha 
trabajado en nichos distintos.

fuundec fue la primera que se organizó en el año de 2009; 
al principio este grupo buscaba a 21 personas, además fueron 
los primeros en lograr visibilizar el problema con el entonces 
gobernador Humberto Moreira. En la actualidad es el único 
colectivo que tiene actuación en todo el estado y ahora busca 
a un total de 230 personas. A raíz de su creación y la llegada 
—y atención— de casos de otros estados como Nuevo León, 
Michoacán, Sinaloa y Jalisco, se creó también Fuerzas Unidas 
por Nuestros Desaparecidos México (fundem), con cobertu-
ra nacional.

En el año 2011 surgió la asociación Alas de Esperanza, cuya 
sede está en el municipio de Allende, Coahuila, pero trabaja 
en toda la región de los cinco manantiales. La organización 
comenzó con cinco miembros con igual número de perso-
nas desaparecidas y en la actualidad llevan alrededor de cin-
cuenta casos. Las principales acciones de esta organización 
van encaminadas principalmente a satisfacer los derechos 
económicos y sociales de los familiares de desaparecidos, so-
bre todo de menores de edad. Alas de Esperanza también ha 
trabajado el tema de la memoria histórica y logró la construc-
ción de un monumento para rememorar la masacre ocurrida 
en aquel municipio en 2011.
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Grupo Vida es un colectivo surgido en 2013 que tiene sus 
principales actividades en la Comarca Lagunera, comparti-
da por Coahuila y Durango, agrupa alrededor de 55 familias, 
sus acciones han sido en torno a la búsqueda directa de per-
sonas en fosas, hospitales, lugares de prostitución, cárceles, 
etcétera; además realiza asesoramiento a los familiares de las 
víctimas para que interpongan sus denuncias y es una de las 
organizaciones con una de las líneas críticas más duras frente 
al gobierno estatal.

La asociación Familias Unidas en la Búsqueda y Localiza-
ción de Personas Desaparecidas se constituyó legalmente en 
2013 y surgió con motivo de la desaparición de Víctor Manuel 
Guajardo Rivas a manos del Grupo de Armas y Tácticas Espe-
ciales (Camacho, 2015). La madre de Víctor Manuel contactó 
a diferentes familias para formar esta organización civil que 
comenzó como una agrupación de seis familias; actualmente 
revisan 250 casos. La defensa legal ha sido su principal arma y 
mantienen una crítica muy fuerte a las autoridades estatales, 
lo que los ha llevado a fuertes confrontaciones con las autori-
dades ministeriales.

En un principio el tema fue difícil para los cuatro colec-
tivos porque las autoridades culpaban y estigmatizaban a las 
víctimas responsabilizarlas de su propia desaparición y con-
tribuir así a que el problema no fuera resuelto. Fue hasta una 
visita a México por parte del Grupo de Trabajo de la onu sobre 
Desapariciones Forzadas e Involuntarias, cuando los colec-
tivos pudieron visualizar el problema de la desaparición en 
la entidad. En enero de 2012, tras un mes de haber asumido 
como gobernador, Rubén Moreira reconoció públicamente 
que existían desapariciones en el estado, incluso dio la cifra 
de 1600 personas (Human Rights Watch, 2013).
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En el Informe de Misión a México del Grupo de Trabajo de 
la onu (Organización de las Naciones Unidas, 2013) se hi-
cieron diversas recomendaciones al Estado mexicano, entre 
ellas el reconocimiento público de la problemática, la ade-
cuación del marco normativo a los estándares internaciona-
les, la generación de datos estadísticos sobre la desaparición, 
la protección y seguridad de las víctimas y los defensores de 
derechos humanos y la desmilitarización de las funciones 
de seguridad pública (Grupo de Trabajo de la onu, 2013). El 
gobierno coahuilense se comprometió a seguir cada una de 
las recomendaciones del organismo internacional (Proceso, 
2012).

Esta visita motivó a las organizaciones de la sociedad civil 
a que incorporaran nuevos tipos de acciones colectivas fuera 
de las clásicas protestas y marchas; la visibilidad internacio-
nal y el reconocimiento público de la problemática generaron 
mayor interacción entre los colectivos y las autoridades. 

3. Las acciones colectivas de la sociedad civil:
la puesta en práctica

En este apartado analizamos las acciones emprendidas por 
las asociaciones de acuerdo a la propuesta inicial divida en 
acciones de control, colaboración y protección de derechos 
humanos. 

3.1. Acciones de control

Las acciones colectivas de control suponen que los ciudada-
nos, y en este caso los familiares, presionen a las autorida-
des por medio de la vigilancia, la denuncia y la calificación. 
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En este aspecto, las organizaciones realizan actividades para 
asegurarse de que el tema de la desaparición esté de manera 
constante en la agenda pública gubernamental y con el fin de 
que no haya forma de que la autoridad dé carpetazo al asunto.

Todas las organizaciones analizadas realizan acciones co-
lectivas de control mediante denuncia pública, entre ellas, 
marchas, protestas, procesiones y petitorios. Normalmente 
las organizaciones salen a las calles por dos motivos: el pri-
mero es recordarle a la autoridad que la lucha por encontrar 
a sus familiares sigue en pie; y el segundo, para rememorar a 
sus seres queridos que siguen desaparecidos.

En cuanto a la acción colectiva de vigilancia, la relación 
con los medios de comunicación es vital, por ello, las orga-
nizaciones estudiadas han tenido que tender puentes con los 
medios locales. Acerca de esta relación, Grupo Vida sostiene: 

…hay buena comunicación, inclusive nos han acompa-
ñado a las búsquedas, sí hay acompañamiento y cuan-
do nos manifestamos o hacemos las marchas están con 
nosotros y van, todo muy bien, sí tenemos participa-
ción positiva, diría [que] muy positiva. (Grupo Vida, 
comunicación personal, 12 de junio de 2016).

En el mismo sentido, la asociación Familias Unidas afirma 
tener una buena relación con los medios de comunicación 
del estado, sostienen que: 

…tenemos el apoyo de los medios de comunicación 
locales como es radio, televisión, prensa; [de] radio, 
sobre todo, tenemos muy buena respuesta, porque pe-
dimos el apoyo para cuando se necesita una búsqueda, 
les hacemos llegar una fotografía y datos de la persona 
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que se está buscando y tenemos una respuesta inme-
diata a la publicación (Familias Unidas, 21 de mayo de 
2016).

Otra acción de control de las organizaciones civiles es el 
monitoreo de las actividades de la autoridad para emitir co-
municados públicos en los medios. El monitoreo y revisión 
de los casos es una actividad periódica que llevan las cuatro 
organizaciones. En este aspecto fuundec, que normalmente 
emite comunicados de prensa donde denuncia el actuar es-
tatal, sostiene que: 

…cada tres, cuatro meses tenemos revisión de casos 
en cada región, y en esa revisión de casos, cada perso-
na, cada familia, revisa su caso en particular. Se hacen 
compromisos y se ve si se cumplen o no se cumplen, 
esa es una forma de monitoreo también, sirven para ver 
si el caso avanza y para ver también los compromisos 
que no se cumplieron, la falta de trabajo del ministerio 
público (sic) (4 de marzo de 2015). 

Por otro lado, el grupo Familias Unidas utiliza activamen-
te las redes sociales para denunciar desapariciones, subir fo-
tografías y hacer llamados a la sociedad para buscar a las per-
sonas. De la misma forma, las redes sociales les han servido 
para visibilizar las acciones negativas de las autoridades, tales 
como abuso de autoridad, malas prácticas en la investigación 
o incluso a funcionarios corruptos. 

Las cuatro organizaciones estudiadas reportan haber pre-
sentado denuncias públicas contra funcionarios de los tres 
niveles de gobierno. Algunas de ellas se manifiestan en co-
municados, otras se hacen por la vía judicial o a través de 
quejas ante organismos de protección de derechos humanos; 
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además, todas sostienen que han realizado marchas y aglo-
meraciones públicas en diversas ciudades como estrategia 
para que sus peticiones sean atendidas.

Por ejemplo, en Allende, la asociación Alas de Esperanza 
realiza una marcha por la paz cada 30 de agosto para con-
memorar a las víctimas de desaparición; Grupo Vida también 
hace una marcha silenciosa cada 10 de mayo para recordar a 
los hijos e hijas desaparecidas. 

Lo interesante es que estas marchas y manifestaciones 
han sido recibidas de manera distinta por los habitantes de 
las ciudades. En la Laguna, por ejemplo, Grupo Vida repor-
ta recibir mucho apoyo por parte de la comunidad, mientras 
que en Saltillo la respuesta ha sido mucho menor, e incluso 
negativa. Según fuundec, durante sus primeras manifesta-
ciones públicas: 

Desde nuestros inicios, que salíamos a las primeras 
manifestaciones, pues nos han llamado de todo, las 
madres locas, las mujeres sin quehacer, las compradas por 
X partido político y opuestas al gobierno en turno, cuán-
to nos pagaron por andar ahí, somos unas mentirosas, las 
madres de delincuentes, si a tu hijo si le pasó esto, es por 
algo; de todo nos han tachado y sí ha sido muy difícil 
tocar el corazón del resto de la gente que no vive esta 
tragedia y, pues, va a ser difícil, desgraciadamente, 
hasta que no te pasa esto, que no se lo deseamos que a 
nadie le pase más esto, pero hasta que no les pasa, nos 
comprenden (sic) (fuundec, comunicación personal, 
4 de marzo de 2015).

La reacción de la ciudadanía puede deberse a la estigma-
tización expuesta en los discursos oficiales de la autoridad 
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al principio de la lucha contra el crimen organizado. Poco a 
poco se ha tratado de concientizar a la sociedad sobre el pro-
blema de la desaparición y la forma en que afecta a todos.

Las acciones colectivas de control tratan de reivindicar el 
derecho de los familiares a una búsqueda efectiva; el acce-
so a la justicia por medio de acciones legales y políticas que 
cuestionen y califiquen el actuar de la autoridad; contribu-
yen a reivindicar el derecho a la verdad y a la reparación del 
daño, pues se busca que los hechos no sean olvidados y no 
se repitan nuevamente. En este sentido, la construcción de 
la memoria histórica es algo en lo que se está comenzando 
a trabajar y, como en toda sociedad conflictuada, comienza 
con el nunca más.

3.2. Participación de las organizaciones y colectivos 
en acciones de colaboración

Por lo que toca al aspecto colaborativo de la sociedad civil, 
este supone que las organizaciones y colectivos tengan inje-
rencia en las políticas públicas, actividades gubernamenta-
les o de alguno de los poderes constitucionales u organismos 
autónomos. En este rubro, las organizaciones pueden actuar 
como creadoras, consultoras, promotoras o implementado-
ras de las políticas públicas con base en su experiencia en te-
mas específicos. 

La colaboración permite a la sociedad civil incidir en la 
agenda gubernamental y participar de manera directa en los 
programas y acciones realizadas por la autoridad, a la vez que 
le permite al Estado no solo la gobernabilidad sino la gober-
nanza a través de la legitimidad que le otorga la sociedad ci-
vil. Es importante que las organizaciones civiles mantengan 
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su independencia frente al Estado y eviten así convertirse en 
una sociedad civil cooptada o corporativizada, que no pueda 
trabajar de manera libre.

En cuanto a las organizaciones analizadas, quizá la más 
avanzada en el tema de la colaboración es fuundec, este 
colectivo, el que más tiempo tiene de haber sido formado, 
ha colaborado con el estado de Coahuila en la revisión e in-
vestigación de los casos como parte del Grupo Autónomo de 
Trabajo, para dar seguimiento a las recomendaciones de la 
onu, y como miembro del Comité técnico de evaluación del 
profade, entre otras.

El Programa de Atención a Familiares de Personas Desa-
parecidas, conocido como profade, tiene como objetivo la 
reparación integral del daño a las víctimas de desaparición, 
en especial sus derechos económicos, sociales y culturales 
(poec, 2013). Todos los colectivos han sido invitados a parti-
cipar en el programa, aunque solo fuundec tiene un asiento 
en el comité técnico, lo que ha generado no solo la incon-
formidad de otras organizaciones, también ha provocado que 
grupos como Familias Unidas hayan presentado solicitudes 
para que el comité técnico se abra a todas las organizaciones 
estatales que trabajan el tema de la desaparición de personas, 
aunque hasta la fecha no han sido escuchados.

En cuanto a la búsqueda física, cuando los familiares to-
man herramientas de excavación y hacen recorridos peines 
de áreas donde se presume hay restos, la participación de 
las autoridades se ha limitado a mandar ministerios públicos 
para que den fe de los hallazgos (Grupo Vida, comunicación 
personal, 12 de junio de 2016). Entonces, a pesar de realizar 
búsquedas conjuntas, son solo las familias quienes han teni-
do que realizar las actividades de trabajo manual.
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Esta actividad de colaboración no está exenta de conflic-
tos con la autoridad, por ejemplo, en 2014 fuundec rompió 
relaciones con el gobierno estatal debido a que este no cum-
plió con los acuerdos realizados sobre la búsqueda de cuerpos 
en la zona norte del país, que consistían en la no utilización 
de maquinaria pesada que pudiera dañar los restos. 

Otro punto importante donde existe colaboración con la 
autoridad es el tema de los apoyos sociales. En este ámbito, 
el grupo Alas de Esperanza es quizá la organización que ha 
tenido mayor participación colaborativa con el gobierno es-
tatal, principalmente en materia de becas y ayudas para los 
familiares de los desaparecidos. De hecho, esta asociación es 
la única que tiene una buena opinión de las actividades gu-
bernamentales. 

En el mismo tema, la colaboración de la administración 
coahuilense con Grupo Vida y Familias Unidas ha sido casi 
nula, una hipótesis del motivo puede ser el fuerte discurso 
de oposición al gobierno que manejan ambos grupos, o bien, 
porque no cuentan con el tamaño y la influencia que ha ga-
nado fuundec. Sea cual sea la causa, estas organizaciones 
han sido obligadas por las circunstancias a trabajar más el as-
pecto de control que el de colaboración. 

Lo cierto es que las cuatro organizaciones han colaborado 
en la renovación del marco normativo local, para crear la Ley 
de Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas y 
La Ley Estatal de Víctimas. En 2012 hubo también una modi-
ficación al Código Penal para establecer el delito de desapari-
ción forzada de personas, el cual fue duramente cuestionado 
por las familias, al alegar que el tipo penal pasaba por alto el 
elemento de aquiescencia y difultaba su aplicación; además, 
establecía penas bajas para quien lo cometía y no estaba re-
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dactado según los estándares internacionales de la materia 
(fuundec, 2012). El estado de Coahuila corrigió las deficien-
cias legales en una reforma aprobada en 2014.

A manera de conclusión de este apartado, se puede de-
cir que las acciones colectivas de colaboración analizadas, 
como lo son la revisión de casos y el seguimiento de las re-
comendaciones de la onu, tratan de reivindicar el derecho 
al acceso a la justicia y al esclarecimiento de los hechos. 
Por otro lado, la participación dentro del profade revin-
dica el derecho a la reparación integral y la satisfacción de 
los derechos económicos y sociales de los familiares de los 
desaparecidos. 

Finalmente, con la Ley de Declaración de Ausencia por 
Desaparición, se busca revindicar el derecho a la perso-
nalidad del desaparecido, el cual estaba en un limbo jurí-
dico pues legalmente no estaba ni vivo ni muerto. La so-
ciedad civil ha sido clave para lograr estos y otros avances 
en la materia

3.3. Las acciones colectivas de protección 
de derechos humanos

Las acciones colectivas de promoción de derechos humanos 
implican que las organizaciones tengan conocimiento de sus 
derechos y puedan estar en condiciones de hacerlos valer y 
comunicárselos a los demás. En este sentido, según la cla-
sificación de Vilheira (2014), las organizaciones deberían: a) 
tener un discurso plural, b) hacer públicas las injusticias, c) 
proteger el espacio privado, c) participar directamente en los 
sistemas jurídicos y d) conducir la innovación social.
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Sobre la colaboración, los datos obtenidos de las asocia-
ciones y colectivos indican que el discurso plural ya es ma-
nejado, que las organizaciones han establecido puntos de 
contacto y trabajo en conjunto con otras asociaciones. Un 
ejemplo es el caso de fuundec, que normalmente colabora 
con la Casa del Migrante, El Centro Diocesano de Derechos 
Humanos Juan Fray de Larios y el Centro de Derechos Hu-
manos Juan Gerardi en diversos actos públicos como comu-
nicados y protestas.

Por lo que respecta a hacer públicas las injusticias y las 
violaciones a derechos humanos, fuundec ha realizado una 
serie de testimonios en universidades para concientizar a los 
estudiantes del problema de la desaparición, es decir, los fa-
miliares platican sus experiencias y comparten una fracción 
del trabajo que realizan dentro del colectivo.

En cuanto a la protección del espacio privado, las organi-
zaciones de la sociedad civil lucharon siempre por obtener el 
reconocimiento de la personalidad jurídica del desaparecido 
y así contribuyen con la defensa de la dignidad humana y los 
derechos que esta conlleva. Los triunfos laborales y de segu-
ridad social son parte de este rubro. 

En el aspecto de la protección a la libertad individual, Fa-
milias Unidas ha desarrollado una acción colectiva llamada 
“reacción inmediata”, que consiste en que una vez obteni-
da la denuncia de una desaparición en la organización, los 
miembros se ubican en cada uno de los puntos a los que se 
pueden llevar legalmente a la persona: hospitales, ministe-
rios públicos, cárceles, cuarteles entre otros, para evitar así 
que sea desaparecida. 
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Otra acción que ha desarrollado esta asociación es el “am-
paro buscador”, un mecanismo de búsqueda inmediata que 
consiste en interponer el recurso legal en el menor tiempo 
posible desde que la persona es detenida y luego acompañar 
al actuario a buscar a la persona (Familias Unidas, comunica-
ción directa, 21 de mayo de 2016). 

Estas acciones ayudan a proteger el derecho a la vida de la 
persona, pues la rápida acción de los miembros de la asocia-
ción contribuye a que la persona pueda ser localizada, resca-
tada de manera inmediata y evitar que existan probabilidades 
de que sea desaparecida. En palabras de la organización estas 
acciones: 

Nos sirven mucho para en caso de que las autoridades 
lo traigan allí paseando al desaparecido, lo presenten 
ante la autoridad y ya no se quede en calidad de desa-
parecido, porque antes no se hacía eso, las autoridades, 
pues en realidad, pues como hemos sabido, los golpean 
y a veces se les pasa la mano y pues esas personas ya no 
aparecen, en cambio, con este grupo que tenemos de 
reacción inmediata y el amparo buscador, nos ha ayudado 
a encontrar a las personas con vida (Familias Unidas, 
comunicación personal, 21 de mayo de 2016).

La participación y el uso de recursos legales es practicada 
por las cuatro organizaciones estudiadas. Estas no solo se li-
mitan a denunciar los hechos delictivos, también realizan ac-
ciones legales contra funcionarios, ya sea por medios penales, 
civiles, administrativos, solicitudes de información o ante co-
misiones de derechos humanos u organismos internacionales.
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Es este aspecto, algunas organizaciones trabajan con ong 
(Organizaciones No Gubernamentales) especializadas en li-
tigio, tal es el caso de Familias Unidas, que colabora con el 
grupo de litigio estratégico I(dh)eas y con la Federación In-
ternacional de Derechos Humanos, con la intención de llevar 
los casos de desaparición ante instancias internacionales.

En el campo de innovación social se considera que existen 
diversos logros de las organizaciones civiles coahuilenses, uno 
de ellos es la creación del Grupo Autónomo de Trabajo, donde 
convergen la sociedad civil, el gobierno y la comunidad aca-
démica. Otros aciertos son los foros sobre desaparición forza-
da e involuntaria que se han llevado a cabo en Saltillo.

Además, el impulso de las organizaciones civiles ha mo-
tivado la creación, por parte de la Universidad Autónoma de 
Coahuila, de una especialidad en derechos de las personas 
desaparecidas, donde los familiares obtienen conocimien-
tos técnicos y jurídicos para mejorar su participación en sus 
casos. Este trabajo académico surge del contexto de crisis, 
pero puede ayudar a mejorar la situación de las víctimas 
porque las dota de herramientas para la mejor protección 
de sus derechos.

Finalmente, las organizaciones coahuilenses han creado 
redes de apoyo con diversos colectivos a nivel nacional; tal es 
el caso de fuundec, Familias Unidas y Grupo Vida. Pese a lo 
anterior, no existe una red local, sin embargo, esto no impide 
que las asociaciones se unan al momento de realizar acciones 
conjuntas. 
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Tabla 5. Acciones colectivas de la sociedad civil coahuilense 
en materia de desaparecidos
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Conclusiones

Para concluir, podemos decir que la sociedad civil coahuilen-
se tuvo la necesidad de responder a la problemática de la des-
aparición de personas debido a la ausencia de la autoridad, 
en un contexto donde la delincuencia logró tener un poder 
significativo en prejuicio del Estado. La falta de atención y 
acciones que pudieran dar respuesta a las familias, las motivó 
a organizarse y a buscar a sus familiares por medio de accio-
nes colectivas. 

En el proceso de búsqueda, las familias se fueron especia-
lizando en el tema de la desaparición y realizaron actividades 
que pudieran reivindicar tanto los derechos de sus familiares 
desaparecidos como los de ellos al ser víctimas. Aunque en 
un principio, las actividades fueron contestatarias y busca-
ron controlar al poder por medio de acciones de vigilancia y 
denuncia, el estado de Coahuila se vio obligado a reconocer 
públicamente el problema de las desapariciones en la entidad 
y, además, fue el primero en hacerlo a nivel nacional.

Una vez visibilizada la problemática y con la atención in-
ternacional que se generó tras la misión de la onu en México, 
comenzaron a integrarse a las políticas públicas estatales por 
medio de acciones colaborativas. Se lograron, entre otras co-
sas, la renovación de marcos jurídicos y el establecimiento de 
planes gubernamentales para mejorar su situación y proteger 
sus derechos. 

De la misma forma, las organizaciones fueron beneficia-
das del impacto público para realizar otro tipo de acciones que 
protegieran sus derechos humanos, tales como la creación de 
redes y un discurso plural en donde tienen una amplia agenda. 
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En Coahuila, un problema como la desaparición no pasa 
inadvertido ni a los medios ni a la ciudadanía gracias a las ac-
ciones de la sociedad civil; esto se puede traducir en una exi-
gencia de justicia que ha sido aprovechada por los colectivos 
y con los que han logrado algunos éxitos en la materia.

Por estas razones, consideramos que las acciones colec-
tivas de la sociedad civil coahuilense han contribuido de 
manera directa a visibilizar el problema de la desaparición 
al llevarlo a la agenda pública estatal; además, han logrado 
triunfos en cuanto a sus derechos como la adecuación de 
los marcos normativos y la creación de programas como el 
profade, donde más que observadores externos, han teni-
do la oportunidad de trabajar de igual a igual con los pode-
res del estado.

Para finalizar, hay que decir que este trabajo pretende 
abrir la puerta al debate teórico y es un primer acercamien-
to a una tipología de la acción colectiva aplicada a un grupo 
muy específico de la sociedad mexicana, en un contexto que, 
desgraciadamente, nos ha tocado vivir. No olvidamos que, al 
final del día, este trabajo analiza una tragedia humanitaria, 
la lucha por aquellas personas que la han sufrido en carne 
propia y que cada día luchan por superarla y salir adelante, 
frente a un Estado que les ha fallado. Las incansables familias 
se unen bajo una consigna, tan vieja como la historia de la 
humanidad: justicia.
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A 70 AÑOS DEL VOTO FEMENINO EN EL 
ÁMBITO MUNICIPAL

¿DÓNDE ESTÁN LAS MUJERES PRESIDENTAS 
QUE NOS REPRESENTAN?

Vanessa Berenice Lizárraga Juárez

No hay ni puede haber democracia en donde las mujeres 
no tienen los mismos derechos del hombre 

y en donde en consecuencia, la vida social en todos sus aspectos 
no está constituida y dirigida por hombres y mujeres sin distinción

 Vicente Toledano

El siglo xviii fue fundamental en la historia del hombre al rea-
lizarse una de las conquistas más significativas de la humani-
dad: la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciuda-
dano; sin embargo, la reivindicación de los derechos civiles y 
políticos solamente serían inherentes a los hombres (varones). 
Sería hasta principios del siglo xx cuando las mujeres en el 
contexto nacional, conquistarían tales derechos políticos y ci-
viles; desde 1947, en México, la mujer tiene derecho a votar en 
elecciones municipales y en 1953 elecciones federales. 

MENCIÓN HONORÍFICA
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La conquista de esos derechos no fue fortuita sino producto 
de una lucha ardua y constante de hombres y mujeres, entre 
ellos grupos de feministas que exigían que las mujeres tuvie-
ran las mismas prerrogativas que los varones y pudiera votar y 
desempeñar cargos de elección popular en virtud de tener las 
mismas capacidades que ellos.

A punto de cumplirse 70 años desde que la mujer tuvo 
acceso a manifestar su voluntad a elegir representantes en el 
ámbito municipal y ser votada, es mínimo el porcentaje de 
mujeres que han desempeñado el cargo de presidenta munici-
pal de un ayuntamiento (Massolo, 2005; Vázquez,2010; Arza-
luz,2016); de igual forma las mujeres han logrado acceder a las 
regidurías en los ayuntamientos debido a que la legislación en 
materia electoral establece un porcentaje de cuotas de género 
o paridad para los cargos de elección popular según sea el caso 
de cada entidad federativa (ceameg,2014).

Los estudios enfocados al tema comenzaron a realizarse en 
la última década del siglo xx por académicas como Alejandra 
Massolo y Dalia Barrera, ellas se percataron de la situación re-
lacionada a la poca participación de las mujeres a nivel muni-
cipal en puestos de representación. 

Descubrieron que, en las últimas dos décadas, la propor-
ción de mujeres alcaldesas es alrededor de 3.5% a 4% del to-
tal de municipios (Massolo, 1998; Barrera Bassols y Aguirre, 
2003); datos del Instituto Nacional para el Federalismo y el 
Desarrollo Municipal (inafed) en el 2014, revelan que solo 6% 
de la totalidad de los municipios que conforman el país eran 
ocupados por mujeres (ceameg, 2016). 
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La modernidad ha transformado, las prácticas, mentalidad 
y la vida de la mujer; esto ha repercutido en la sociedad, ha 
influido en las relaciones sociales, políticas y en la cultura po-
lítica. Actualmente la mujer participa más activamente en las 
decisiones generales que atañen la vida de la comunidad polí-
tica (García, 2011) y, al transformarse, se ha ido apoderando de 
espacios que se consideraban ajenos a su condición de mujer.

Resulta importante analizar cuál es la situación que impera 
a nivel municipal en el ejercicio del poder público en relación 
a la perspectiva de género en el ámbito de la política munici-
pal. Es necesario establecer las causas que han impedido que 
la mujer acceda en mayor medida a cargos de representación 
popular, en particular al de presidenta municipal, ¿es una 
cuestión inherente a los partidos políticos, una falta de inte-
rés de las mujeres de ser parte activa de la política formal o un 
constructo social que impide que las mujeres quieran desem-
peñar cargos de elección popular?

Si bien es cierto que la legislación nacional y estatal abogan 
por una mayor equidad, también los tratados internacionales 
exigen cumplimiento a los acuerdos aprobados por nuestro 
país. Es importante delimitar que, al tener acceso al ámbito de 
la política, la mujer ha logrado traspasar un terreno conside-
rado de carácter masculino, y con ello ha logrado conquistar 
puestos de poder.

 
Sin embargo, a la fecha sigue existiendo un imaginario so-

cial que adjudica la política como una función más intrínseca 
y de características masculinas. Debido a la importancia que 
tienen los sexos y los roles que desempeñan tanto hombres 
como mujeres, es necesario hacer un análisis exhaustivo de la 



128    I   Comisión Estatal Electoral Nuevo León

participación política formal de las mujeres en el ámbito de la 
política municipal y el impacto de las reformas electorales en 
el acceso de las mujeres al poder público municipal.

Es indispensable fomentar una mayor participación polí-
tica formal de la mujer en la vida pública que permita su vi-
sibilidad dentro del campo de la política y, sobre todo, que su 
paso a través de la administración pública diseñe, promueva y 
ejecute programas, apoyos y políticas que impacten de mane-
ra positiva la vida de las ciudadanas, que rompan estructuras 
de género, transformen los constructos sociales, logren una 
equidad en los roles de sexo y realicen una transformación de 
fondo del poder (Medina, 2010).

La legislación ha sido un instrumento indispensable en la 
construcción de una democracia incluyente de las mujeres 
en el ejercicio del poder, en primera instancia, a través de las 
cuotas de género (en primera instancia 60/40 y luego 70/30) 
que fueron instrumentos abrieron una brecha que permitió un 
mayor acceso de las mujeres a los órganos de representación y, 
en la actualidad, a través de la paridad que determina que en 
los cargos de elección popular se debe apelar a la regla de equi-
dad de representación de hombres y mujeres en los puestos de 
elección popular.

I. La ley como mecanismo de acceso al poder público,
de las cuotas de género a la paridad

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
su artículo primero establece: 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en esta Cons-
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titución y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni sus-
penderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.

Así queda prohibida además cualquier discriminación por 
cuestiones de género.  

Por su parte, el artículo cuarto señala que hombres y mu-
jeres son iguales ante la ley. Lo cierto es que aun cuando de 
jure la legislación nacional en su letra determine la igualdad, 
de facto existe una notable desigualdad en el contexto social, 
económico y político entre ambos sexos. Por tal motivo es la 
relevancia de las acciones afirmativas tendientes a favorecer 
la participación política de las mujeres, entendiéndose por ac-
ciones afirmativas:

Aquellas acciones cuyo objetivo es borrar o hacer desapa-
recer la discriminación existente en la actualidad o en el 
momento de su aplicación, corregir la pasada y evitar la 
futura, además de crear oportunidades para los sectores 
subordinados. Se trata de políticas concretas que sirven al 
objetivo más amplio de igualdad de oportunidades. Y son 
necesarias para vencer las resistencias al cambio, las di-
ficultades, obstáculos y limitaciones que se levantan por 
doquier sembradas a diestra y siniestra en el largo y difí-
cil camino hacia una igualdad de oportunidad verdadera 
(Fernández Poncela citada por Arámbula Reyes, 2008:4).

Las acciones afirmativas son medidas temporales (Rodrí-
guez, 2013; Medina, 2010) cuya finalidad es avanzar en el logro 
de la equidad de las mujeres en diversos espacios de la vida po-
lítica, social y económica del país, en este caso en la represen-
tación de las mujeres en el sistema político. 
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La implementación de las acciones afirmativas en la legis-
lación nacional resulta de los acuerdos internacionales ratifi-
cados por México y de la obligatoriedad que alcanzan, según 
lo dispuesto por el artículo 133 Constitucional, de la lucha 
constante de varias mujeres y hombres, como lo señala Silvia 
Hernández en El tren que detuvimos, relato de la experiencia del 
grupo de mujeres que interpuso el juicio SUP-JDC-12624/2011, 
y de la voluntad política de las partes involucradas conscientes 
que la participación política formal de la mujer es una herra-
mienta necesaria en la consolidación de la democracia.

Los ordenamientos jurídicos internacionales que velan y 
protegen los derechos políticos de las mujeres son diversos, 
por ejemplo, la Convención sobre los Derechos Políticos de 
la Mujer realizada en 1952 y el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos aprobado en 1966, ambos ratificados 
por México en 1981. 

Destaca por sus alcances y repercusiones la Convención 
sobre la Eliminación sobre todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer (cedaw), adoptada por la Asamblea General de 
la onu el 18 de diciembre de 1979 y ratificada por México el 23 
de marzo de 1981 (Vázquez, 2011: 33), definida como la Carta 
Internacional de los Derechos Humanos de la Mujer:

Es un tratado internacional de los derechos humanos 
que protege los derechos y libertades fundamentales de 
las mujeres a través de principios clave que aseguran la 
igualdad de hombres y mujeres y una serie de medidas 
que los Estados deben tener en cuenta al elaborar sus 
agendas nacionales, encaminadas a eliminar la discrimi-
nación que impide o anula el acceso de las mujeres a sus 
derechos y limita sus oportunidades (sre, 2007).
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La importancia de la Conferencia Mundial de la Mujer, 
celebrada en México en 1975, fue que proveyó acciones y 
medidas a favor de las mujeres en distintos ámbitos, in-
cluyendo la política; tales acciones se refrendaron en las 
conferencias de Copenhague 1980 y Nairobi 1985. La Cuar-
ta Conferencia de la Mujer, Beijing 1995, marcó un hito al 
establecer que la desigualdad que experimentan las muje-
res no es una cuestión que las afecte solo a ellas, sino a la 
sociedad en conjunto; por ello se enfatizó la relevancia del 
análisis con una perspectiva de género. 

A pesar de la obligatoriedad de dar cumplimiento a los 
acuerdos ratificados, el proceso de inclusión de las mujeres en 
el espacio público ha sido lento y sinuoso; en particular en el 
ámbito municipal, el acceso al ejercicio del poder presenta un 
gran rezago a pesar de que es donde las mujeres interactúan de 
manera directa por ser el más cercano y en donde se desen-
vuelven en mayor medida “en la política informal a través de 
la sociedad civil, movimientos sociales, sindicatos y organiza-
ciones civiles” (Vázquez, 2010).

De igual forma en el artículo 41 constitucional, señala: 

Los partidos políticos tienen como fin promover la par-
ticipación del pueblo en la vida democrática, contribuir 
a la integración de los órganos de representación política 
y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el 
acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo 
con los programas, principios e ideas que postulan y me-
diante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así 
como las reglas para garantizar la paridad entre los gé-
neros, en candidaturas a legisladores federales y locales. 
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Como establece el citado artículo, la paridad de género re-
gula las candidaturas a legisladores federales y locales, al igual 
que la Ley General de Partidos Políticos en sus artículos 3, 4 y 
5 y demás aplicables. Destaca la importancia que tienen los 
partidos políticos como instituciones, cuyo deber es promo-
ver la participación de los ciudadanos en la democracia del 
país y permitir el acceso de hombres y mujeres al ejercicio del 
poder público en los tres niveles de gobierno: federal, estatal 
y municipal. 

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, en su artículo 7, establece:

votar en las elecciones constituye un derecho y una obli-
gación que se ejerce para integrar órganos del Estado de 
elección popular. También es derecho de los Ciudada-
nos y obligación para los partidos políticos la igualdad de 
oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para 
tener acceso a cargos de elección popular.

El artículo 26 establece que en la integración de los ayunta-
mientos se estará a lo dispuesto en la constitución local.

En la actualidad, ocho estados han aprobado la paridad ho-
rizontal en cargos edilicios de las candidaturas a presidencias 
municipales, esto implica que deben aplicarse paritariamen-
te a mujeres y hombres al contender para los cargos de pre-
sidente o presidenta municipal estados como Baja California, 
Chihuahua, Ciudad de México, Coahuila, Guerrero, Hidalgo, 
Sonora, Tlaxcala y Veracruz (sem México, 2016).

La Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del 
Estado de Guerrero establece en el artículo 5 que:
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votar en las elecciones y en los procesos de participación 
ciudadana, constituye un derecho y una obligación que 
se ejerce para renovar los Poderes Legislativo y Ejecuti-
vo, así como de los Ayuntamientos. También es derecho 
de los ciudadanos y obligación de los partidos políticos 
la igualdad de oportunidades y la paridad de género para 
tener acceso a cargos de elección popular tanto de mayo-
ría relativa como de representación proporcional.

II. La paridad y el acceso de las mujeres 
al poder municipal

Es indispensable promover la participación de las mujeres en 
el ejercicio del poder, no solo en el ámbito legislativo sino, par-
ticularmente, en el gobierno municipal, porque es la instancia 
donde se adquieren los principios básicos de la democracia, en 
el terreno en el cual los ciudadanos convergen de manera más 
directa con la política (Vázquez, 2010). 

Tras las reformas electorales del 2014 que implementaron 
la paridad, se han llevado a cabo dos procesos electorales; sin 
embargo, los resultados de las jornadas electorales demues-
tran que a nivel municipal el acceso de las mujeres al poder 
ejecutivo local sigue siendo limitado. Los resultados están le-
jos de lograr una masa crítica que logre un impacto y una ma-
yor visibilidad de las mujeres en el ejercicio del poder y la toma 
de decisiones.
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Tabla de presidentas municipales electas durante la jornada 
electoral del 7 de junio del 2015

Fuente: Favela, A. (2015). * En el Distrito Federal se realizó la elec-
ción de delegados y delegadas. 
** En Michoacán, 112 municipios se rigen por sistema de partidos y 
solo el de Cherán por usos y costumbres. 
*** En el estado de Chiapas se realizaron elecciones el 19 de Julio 
del 2015.

En la jornada electoral realizada el 7 de junio del 2015, de un 
total de 1009 municipios, solo resultaron electas 136 mujeres 
para desempeñar el cargo de presidenta municipal; esto re-
presenta 13.48% de mujeres en el cargo de mayor importancia 
en un ayuntamiento. 

Estado Total 
de municipios

Mujeres electas
 para cargo de

presidenta municipal
% que representa

Elecciones 7 de junio de 2015
Baja California Sur 5 2 40 %

Campeche 11 0 0 %

Colima 10 2 20 %

Distrito Federal* 16 4 25 %

Guanajuato 46 2 4.35 %

Guerrero 81 21 25.93 %

Jalisco 125 5 4 %

Estado de México 125 20 16 %

Michoacán** 113 4 3.54 %

Morelos 33 6 18.18 %

Nuevo León 51 4 7.84 %

Querétaro 18 8 44.44 %

San Luis Potosí 58 3 5.17 %

Sonora 72 9 12.50 %

Tabasco 17 4 23.53 %

Yucatán 106 8 7.55 %

Chiapas*** 122 34 27.87 %

Total 1009 136 13.48 %

Elecciones 5 de junio de 2016

Aguascalientes 11 3 27.27 %

Baja California 5 2 40 %

Chihuahua 67 24 35.82 %

Durango 39 13 33.33 %

Hidalgo 84 17 20.24 %

Oaxaca* 570/ 153 40 26.14 %

Quintana Roo 11 5 45.45 %

Sinaloa 18 5 27.78 %

Tamaulipas 43 16 37.21 %

Tlaxcala 60 6 10 %

Zacatecas 59 16 27.12 %

Total 550 147

Estado de municipios
Mujeres electas
 para cargo de

presidenta municipal
% que representa
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Los datos muestran que durante la citada jornada, el esta-
do de Chiapas contó con un mayor número de mujeres electas 
como alcaldesas, seguido por Guerrero con 21 mujeres y el Es-
tado de México con 20. Entre Chiapas y Guerrero, ambos esta-
dos del sur del país se concentra el mayor número de mujeres 
presidentas: un 40.44%; hay que destacar que Chiapas debió 
realizar elecciones hasta el día 19 de julio debido a la resolu-
ción del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
que ordenó al Consejo General del iepc respetar el principio de 
paridad de género vertical y horizontal. 

El caso de Baja California Sur, aun cuando solo se ganaron 
dos municipios, es de los estados más cercanos a lograr la pa-
ridad, ya que cuenta con cinco municipios en total. La Ciudad 
de México (antes Distrito Federal) es una de las entidades que 
en su legislación contempla la paridad horizontal y los resulta-
dos muestran que de las 16 delegaciones cuatro fueron gana-
das por mujeres, lo cual representa un 25%.

Pero en estados como Campeche no se logró ningún triun-
fo por parte de las mujeres para el cargo de elección para pre-
sidenta municipal, y en algunos otros estados los porcenta-
jes son mínimos: Michoacán 3.54%, Jalisco 4%, Guanajuato 
4.35% y San Luis Potosí 5.17%. El caso de Sonora, con un por-
centaje de 12.50% de mujeres como alcaldesas, llama la aten-
ción porque es uno de los estados que contempla la paridad 
horizontal y obliga a la reflexión sobre las causas que impiden 
el acceso de las mujeres al poder.
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Tabla de presidentas municipales electas durante 
la jornada electoral del 5 de junio del 2016

Fuente: Diversas notas periodísticas
* Oaxaca se compone de un total de 570 municipios, pero solo 
153 se rigen por sistema de partidos, el porcentaje se toma en re-
ferencia al sistema de partidos. En el listado se hace referencia a 
los estados que tuvieron elecciones para cargos de presidentas y 
presidentes municipales. El estado de Puebla tuvo elecciones para 
cargo de gobernador, y Veracruz para gobernador y diputados, 
mientras que la Ciudad de México para 60 representantes de la 
Asamblea Constituyente.

Los resultados de la jornada electoral del 5 de junio de 2016 
muestran resultados más favorables en la cuestión de pari-
dad, así Quintana Roo tiene a cinco mujeres al frente de sus 
11 municipios, lo que equivale a 45.45%; Baja California tiene 
dos de sus cinco municipios gobernados por mujeres, lo que 
representa 40%; Chihuahua, otro de los estados en aprobar 
la paridad horizontal, tiene 24 mujeres al frente de un muni-

Estado Total 
de municipios

Mujeres electas
 para cargo de

presidenta municipal
% que representa

Elecciones 7 de junio de 2015
Baja California Sur 5 2 40 %

Campeche 11 0 0 %

Colima 10 2 20 %

Distrito Federal* 16 4 25 %

Guanajuato 46 2 4.35 %

Guerrero 81 21 25.93 %

Jalisco 125 5 4 %

Estado de México 125 20 16 %

Michoacán** 113 4 3.54 %

Morelos 33 6 18.18 %

Nuevo León 51 4 7.84 %

Querétaro 18 8 44.44 %

San Luis Potosí 58 3 5.17 %

Sonora 72 9 12.50 %

Tabasco 17 4 23.53 %

Yucatán 106 8 7.55 %

Chiapas*** 122 34 27.87 %

Total 1009 136 13.48 %

Elecciones 5 de junio de 2016

Aguascalientes 11 3 27.27 %

Baja California 5 2 40 %

Chihuahua 67 24 35.82 %

Durango 39 13 33.33 %

Hidalgo 84 17 20.24 %

Oaxaca* 570/ 153 40 26.14 %

Quintana Roo 11 5 45.45 %

Sinaloa 18 5 27.78 %

Tamaulipas 43 16 37.21 %

Tlaxcala 60 6 10 %

Zacatecas 59 16 27.12 %

Total 550 147

Estado de municipios
Mujeres electas
 para cargo de

presidenta municipal
% que representa
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cipio, lo que equivale a 35.82%; Tamaulipas con 37.21%. En 
contraposición se encuentra el estado de Tlaxcala que, a pesar 
de contar con mecanismo de paridad horizontal, solo seis mu-
jeres lograron ganar dentro de los 60 municipios que confor-
man el estado.

A partir de los resultados de las tablas anteriores, se con-
templa que entre los procesos electorales 2015 y 2016, 28 es-
tados del país renovaron cargos en el ayuntamiento, de los 
cuales resultaron electas 136 en el 2015 y 147 en el 2016, lo cual 
implica que, en total, 283 mujeres accedieron al cargo de pre-
sidenta municipal.

Es necesario que en todos los estados de la república se le-
gisle a favor de la paridad horizontal, para que las mujeres y 
hombres que son parte de la administración pública tengan 
una mayor consciencia de género, y que las mujeres que des-
empeñan cargos de poder asuman su liderazgo y lo utilicen en 
pro del bien común, no solo el de las mujeres sino de los ciu-
dadanos en general (Fernández, 2011).

A su vez, como se muestra en los resultados de las jornadas 
electorales del 2015 y 2016, legislar la paridad de género visi-
biliza a las mujeres y aporta para que puedan llegar a ejercer el 
poder, pero la ley por sí sola no puede cambiar ciertos cons-
tructos. Es necesario que los hombres que integran los parti-
dos políticos y la clase política del nuestro país se involucren 
y no impidan o limiten la participación política formal de las 
mujeres; pues muchas veces los partidos políticos constituyen 
una sólida barrera para impedir el acceso de las mujeres en los 
cargos de representación y gobierno (Hernández, 2001).
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Resulta ambivalente la posición de las mujeres en el ejerci-
cio del poder público municipal, pues en primera instancia es 
el ámbito de gobierno con el cual interaccionan de manera más 
directa a través de múltiples instancias y de la participación 
política informal. Sin embargo, es también en el gobierno local 
en el que han logrado menor acceso al poder (Massolo, 2005).

Los estudios de género han encontrado que los espacios 
locales y el hacer política comunitaria facilitan la partici-
pación pública de las mujeres debido a la proximidad es-
pacial y la mayor flexibilidad de tiempo (Randall, 1987), 
aunque también se ha criticado la ideología de comunidad 
que naturaliza “el lugar de la mujer” en la frontera estric-
tamente local, ocultando situaciones de opresión, explo-
tación y discriminación de género (Massolo, 2005: 8).  

Conclusiones

Los datos muestran que la participación política formal de 
la mujer a nivel municipal en el cargo de presidenta muni-
cipal sigue siendo limitada, y se encuentra por debajo del 
parámetro para lograr una masa crítica y del principio de 
paridad. En algunos estados de la república, la participación 
política de la mujer superó el promedio nacional, en algu-
nos casos debido a los lineamientos jurídicos electorales que 
contemplan la paridad horizontal y vertical; en otros, por la 
resolución judicial emitida por los tribunales electorales.

Los cierto es que las mujeres han ido ganando espacios 
a nivel municipal de manera lenta, por ello es necesario in-
centivarlas a ejercitar de manera más activa su ciudadanía, 
a ser partícipes de la política no solo de manera informal, 
también de manera formal y así visibilizarlas en el espacio 
público de los tres niveles de gobierno.



  I    139A 70 AÑOS DEL VOTO FEMENINO EN EL ÁMBITO MUNICIPAL

Mención honorífica / XVII Certamen de Ensayo Político

Para que esto suceda es indispensable que las mujeres ac-
cedan a cargos de poder, ello implicaría concientizar a los ciu-
dadanos de que el ejercicio del poder no es exclusivo de los 
varones y transformar los constructos sociales que limitan la 
participación de la mujer en la política. 

También es indispensable que la mujer se haga visible den-
tro del campo de la política, pero sobre todo que en su paso a 
través de la administración pública diseñe, promueva y ejecu-
te programas, apoyos y políticas que impacten de manera po-
sitiva la vida de la ciudadanía. Es necesario romper las estruc-
turas de género, transformar los constructos sociales, lograr 
una equidad en los roles de sexo, realizar una transformación 
de fondo del poder, en la cual, la participación política formal 
cree una nueva forma de hacer política, en donde la apropia-
ción de los espacios no esté limitada por los constructos so-
ciales que impidan la participación ciudadana de las mujeres, 
jóvenes y adultos mayores. 

En la actualidad, el nivel municipal es el más alejado de 
lograr un verdadero cambio en la equidad de género, en par-
ticular en el puesto de la presidencia municipal; ante esta cir-
cunstancia, es necesario establecer las causas, buscar solucio-
nes y lograr cambios que permitan que más mujeres puedan 
ejercer la política, pero sobre todo ejercer el poder desde una 
perspectiva femenina. La participación no puede limitarse 
únicamente al poder ejecutivo y legislativo, debe ampliarse al 
judicial, a las instituciones privadas, a la academia y a todos 
los ámbitos de la vida pública pues, como establecía Vicente 
Toledano, no puede existir la democracia en donde la mujer 
no sea parte del diseño de las políticas públicas que beneficien 
a la sociedad, una democracia sin una participación activa de 
las mujeres, sería una quimera.
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LA VIDA DE LOS LLANQAY WAWAS:
EL MOVIMIENTO DE LOS 

NIÑOS TRABAJADORES DE BOLIVIA

Andrea María Castellón Bermúdez

Introducción

Wendy de 11 años, vive en la ciudad de La Paz, Bolivia, y se 
levanta todas las mañanas para ir al colegio y después traba-
jar con su mamá, vende protectores de pantalla de celular. Al 
momento de preguntarle: “¿Qué pasaría si alguien viniera y te 
dijera ya no trabajes más”, responde:
 

—Yo no le puedo hacer caso. 
—¿Por qué? 
—Porque me gusta trabajar
—¿Qué es lo que te gusta de trabajar?
—Todo (Wendy, La Paz). 

Su respuesta es el reflejo del complejo caso que se presentó 
en Bolivia el año 2014, cuando el movimiento social de los Ni-

MENCIÓN HONORÍFICA



146    I   Comisión Estatal Electoral Nuevo León

ños, Niñas y Adolescentes Trabajadores (de ahora en adelante, 
nats) consiguió que el gobierno rebajará a 10 años la edad legal 
para trabajar. Esta iniciativa es polémica no solo por la com-
plejidad que implica, sino porque fueron sus protagonistas 
quienes la promovieron y apoyaron.

Este ensayo analizará el desarrollo y complejidad del 
movimiento social de los nats, e indagará también, en un 
nivel teórico, acerca del trabajo infantil, el cual tiene mu-
chos aspectos discutibles desde su mismo origen y defini-
ción hasta sus consecuencias e influencia en la agenda polí-
tica del gobierno boliviano.  

La primera parte analizará las corrientes teóricas del traba-
jo infantil, sus argumentos principales y también sus críticas, 
la segunda parte examinará cómo el movimiento de los nats 
en Bolivia tomó muchos de esos argumentos para crecer como 
organización e influir en la política pública del gobierno boli-
viano y, la tercera parte, abordará hasta qué punto esta política 
ha afectado la vida de los niños y niñas trabajadores de Bolivia 
a través de una serie de datos y entrevistas a personajes clave.

1. Corrientes teóricas sobre el trabajo infantil

Hoy en día el trabajo infantil sigue siendo una realidad para 
“58 millones de niños y niñas de entre 5 y 14 años que traba-
jan, lo que equivale a 1 de cada 6 niños y niñas” (unicef, 2016) 
Y es una realidad que aún impacta a muchos países, aunque es 
más visible en aquellos que enfrentan condiciones de pobreza 
importantes. El cómo se aborda esta situación es lo que cues-
tionan no solo las organizaciones de esos mismos países con 
infantes trabajadores, sino también a un nivel teórico desde el 
mundo académico.
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Dentro de la teoría del trabajo infantil existen dos posturas 
muy marcadas, una de ellas es la corriente “abolicionista” y 
otra en la corriente “crítica del trabajo infantil”. La visión que 
asume cada corriente respecto al trabajo infantil está muy re-
lacionada con los conceptos que cada una maneja de infancia 
y trabajo, mismos que determinarán las soluciones que cada 
una proponga (Domic 1999).

La corriente abolicionista, adherente a la erradicación del 
trabajo infantil y la protección de la infancia, tiene como pro-
totipo un tipo de infante que debe ir a la escuela, ser protegido 
—por el Estado o la familia— y recibir las condiciones básicas 
necesarias para su desarrollo, debido a la fragilidad que pre-
sentan al ser infantes (Domic 1999).

Entre las organizaciones que defienden esta perspectiva 
está el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (unicef), 
la cual afirma que la infancia es el “sector más débil y frágil 
de la sociedad, sobre el cual los adultos tienen la responsabili-
dad de su desarrollo como seres plenos y libres” (Domic, 1999, 
p. 68); por su parte, la Organización Internacional del trabajo 
(oit), a propósito del trabajo infantil dice: 

Todo trabajo que priva a los niños de su niñez, su poten-
cial y su dignidad, y que es perjudicial para su desarrollo 
físico y psicológico. Así pues, se alude al trabajo que es 
peligroso y prejudicial para el bienestar físico, mental o 
moral del niño; interfiere con su escolarización puesto 
que les priva de la posibilidad de asistir a clases; les obliga 
a abandonar la escuela de forma prematura, o les exige 
combinar el estudio con un trabajo pesado y que insume 
mucho tiempo (oit, 2015).

Eliminar el trabajo infantil o aumentar la edad base que lo 
permita legalmente ha sido uno de los objetivos principales 
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tanto de la oit como de algunas otras organizaciones interna-
cionales en general. Dichas organizaciones establecen como 
edad legal para trabajar a partir de los 12 años, en especial para 
los países subdesarrollados; para los países industrializados se 
recomienda que se trabaje, ligeramente, a partir de los 13 años, 
y solo si el trabajo a realizar no interfiere con su integridad y 
aspectos importantes de su vida diaria, entre ellos la educa-
ción (Domic, 1999). 

Para estas organizaciones “...permitir a los niños traba-
jar significa robarles su niñez; los niños trabajadores están 
sujetos a explotación económica porque se les pagan las 
tarifas más bajas, y a veces nada en absoluto” (Hilowitz et 
al., 2004, p. 18). La corriente abolicionista también sostiene 
que, respecto a las causas del trabajo infantil y su relación 
con la pobreza, los países menos desarrollados: 

primero, son proclives a tener más hogares en pobreza 
extrema, una condición que conduce al trabajo infantil 
en todas sus formas. Segundo, tienden a mostrar los tipos 
de patrones sociales y económicos que son conocidos por 
resultar en tasas más altas de trabajo infantil (Hilowitz et 
al., 2004, p. 84).

Pero, ¿es la pobreza la causa del trabajo infantil o viceversa? 
Si bien todavía no existe una postura clara en cómo la pobre-
za impacta en el trabajo infantil, ya sea causa o consecuencia 
de ella, al menos se tiene en claro que la pobreza se encuentra 
fuertemente asociada al asunto, en especial cuando los paí-
ses más pobres enfrentan la situación del trabajo infantil como 
una realidad diaria, a diferencia de países más desarrollados 
(Hilowitz et al., 2004). 
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En este sentido la corriente crítica del trabajo, también 
habla de la relación de la pobreza con el trabajo infantil como 
una consecuencia de factores estructurales que conducen a la 
insatisfacción de las necesidades básicas (Domic, 1999). Ade-
más, destaca otros aspectos del trabajo infantil, indaga en sus 
problemáticas y contraargumenta con fuerza muchos de los 
puntos que establece la corriente abolicionista. Dicho pensa-
miento “Se funda en la valoración de la experiencia de trabajo 
de los niños como parte integral de su proceso de socialización 
(…) posibilita el desarrollo integral de los niños y adolescentes, 
a quienes se valoriza como sujetos sociales y protagónicos” 
(Domic 1999, 76).

La corriente crítica del trabajo realza entonces dos aspectos 
importantes: al trabajo como una experiencia que puede ser 
positiva en la formación infantil y la importancia de ver al in-
fante como un sujeto social y protagónico, para que este pueda 
reclamar activamente su “derecho a un trabajo digno, respe-
tado y reconocido como forma no tan solo de sobrevivencia, 
sino también como itinerario para la conquista de un rol, de 
una identidad, de una subjetividad individual y colectiva, 
personal y social”. (Revista internacional nats, 2010, p. 9). Al 
criticar directamente al concepto de infancia manejado por la 
corriente abolicionista y demás organizaciones que defienden 
dicha postura, afirman que:

Tenemos el derecho a preguntarnos por el empleo de 
las ciencias sociales a las que recurre la oit y cuyo pen-
samiento oculto no es, a nuestro entender, parte de la 
ruptura epistemológica frente a la ideología que históri-
camente hizo de la infancia un estadio de inferioridad y 
objeto de protección inhibidora de su condición ciuda-
dana (Cussianovich, 2010, p. 15). 
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Afirman, además, que la definición de infancia no solo ha 
variado de cultura en cultura, sino que ha sido construida so-
cial y temporalmente. Critican que la definición de niño de la 
corriente abolicionista solo considera como válido el aspecto 
demográfico y deja de lado los aspectos sociales y culturales, 
en especial cuando es el factor edad lo que determina la lega-
lidad del trabajo (Domic 1999). En lo que concuerdan ambas 
corrientes es en la “posición de rechazo y sanción frente a la 
explotación y a los explotadores del trabajo infantil” (Domic 
1999, 76).

La corriente crítica del trabajo también recalca la expre-
sión de ciudadanía por los nats, al reconocer su trabajo (Do-
mic 1999), mismo que se relaciona con lo que Marshall (1950) 
plantea como el desarrollo de la ciudadanía: grupos que se en-
contraban previamente marginalizados y lucharon para con-
seguir derechos que les otorgaron nuevas formas de participa-
ción y protección social. 

Sin embargo, los detractores de esta corriente argumentan 
que tal reconocimiento laboral produciría una relativización 
de los posibles efectos negativos del trabajo infantil, o los per-
juicios y estigmatización que produciría reconocer que dicho 
trabajo, por razones económicas, sería la única forma de inte-
gración y protagonismo social para los niños de familias vul-
nerables (Domic 1999); además ignoraría el progreso alcanza-
do por los países desarrollados al eliminar el trabajo infantil y 
apoyar a la educación (Domic 1999).

Entonces, la clave a tener en cuenta es cuánto y cómo ha 
afectado la ley a los nats en el sentido del reconocimiento y 
la otorgación de derechos que antes les eran negados, y si han 
logrado llegar a ser un grupo social activo, con una imagen 
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protagonista y no pasiva o, por el contrario, han sido perjudi-
cados y afectados negativamente.

2. El trabajo infantil y la Unión de Niños, Niñas 
y Adolescentes trabajadores de Bolivia (unastbo)

El 03 de julio de 2014 la Asamblea Legislativa Plurinacio-
nal de Bolivia aprobó por unanimidad la Ley 548 Código 
Niño, Niña y Adolescente. El vicepresidente Álvaro Gar-
cía Linera, en representación del presidente Evo Morales, 
la promulgó el 17 de julio de 2014 en una ceremonia pú-
blica en el Palacio de Gobierno y entró en vigor el 04 de 
agosto de 2014. (Liebel 2014, 1-2). 

Si bien, recién en el año 2014 se aprobó la ley sobre tra-
bajo infantil, en Bolivia este es un tema histórico, con una 
mezcla de distintos contextos y significados. En primer lu-
gar, el trabajo en el mundo andino tenía una concepción 
distinta al del mundo occidental, donde este era sinónimo 
de orgullo y vida porque cultivaba la cooperación y recipro-
cidad (Domic, 1999). 

Sin embargo, con la colonización y la destrucción de lo 
que se conocía como la vida andina, la concepción del trabajo 
cambió radicalmente, en especial con el sometimiento de la 
población indígena —incluyendo los niños/a— a cumplir la-
bores bajo esclavitud. Incluso cuando esta fue abolida, la ex-
plotación y el sistema de servidumbre persistió hasta la revo-
lución de 1952, etapa en donde se destruyeron viejos sistemas 
como el latifundio, pero que dejó sin mayor resguardo o ense-
ñanza a toda una población que desde ese momento necesitó 
que todos los miembros de la familia trabajaran para sobrevivir 
(Domic, 1999).
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La historia del trabajo infantil en Bolivia es compleja y 
su concepción es afectada por una serie de factores, des-
de su significado cultural en el mundo andino, hasta la in-
fluencia occidental; en un primer momento con la Colonia 
y luego con el impacto económico-industrial. En cuanto a 
la actuación gubernamental, en un principio solo la Iglesia 
y organizaciones caritativas participaron en brindar ayuda 
y protección a los niños y niñas vulnerables; esto comenzó 
a cambiar en la década de los 50, cuando se reconocieron 
los derechos de los niños y, por primera vez, se adoptaron 
políticas para actuar frente al tema, aunque con muchas fa-
lencias y poca acción (Domic 1999). 

La realidad y la falta de regulación estatal frente al tra-
bajo infantil y su explotación fue una situación que se dio 
también en los demás países del continente:

El movimiento de niñas, niños y adolescentes trabajado-
res surge en Latinoamérica como un medio para combatir 
toda forma de explotación infantil y proteger sus dere-
chos a partir de la década de los 70 del siglo xx. Así, la 
unatsbo siguiendo esta misma trayectoria se constituye 
en una organización compuesta por niños, niñas y ado-
lescentes trabajadores a nivel nacional, creada para re-
presentar y expresar la voz y el sentimiento de los mis-
mos, para garantizar su derecho a trabajar en condiciones 
dignas (Cussiánovich et al., 2015. p. 1).

Para los 90, las regulaciones ya habían avanzado lo bastan-
te, se creó un código del menor y se adhirió a las distintas re-
gulaciones internacionales, en especial con la ratificación del 
convenio de la oit, en 1997, que prohibía el trabajo a los me-
nores de 14 años (Domic, 1999). Así también, en el año 2003, 
unatsbo formalmente empezó a existir como una organiza-
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ción a nivel nacional, fue conocido como el sindicato de niños, 
apareció en medios de comunicación y colaboró con otras ong 
en una propuesta que regulara el trabajo infantil y los cuidara 
de la explotación, tratando de presionar a los gobiernos y el 
congreso a cambiar las regulaciones vigentes (Liebel, 2015).

Pero fue hasta el año 2013 cuando la Unión de Niños, Niñas 
y Adolescentes Trabajadores (unatsbo) se reunió en las calles 
de las principales ciudades de Bolivia para protestar en contra 
de la ratificación del convenio de la oit que estaba por aprobar 
el Congreso (Smink, 2014); la manifestación se vio opacada en 
la ciudad de La Paz, donde ocurrió un episodios de los más te-
rribles: el gobierno mandó a las fuerzas policiales que, en una 
acción inaudita, utilizaron métodos violentos en contra de los 
niños y niñas, e hirieron en su paso a muchos de ellos (Liebel, 
2015). Esto abrió paso a la discusión de las demandas de los 
nats, de unatsbo y lo que sería entonces la creación de la tan 
polémica ley en el 2014.

Cuando en el año 2014 Bolivia decide reducir la edad le-
gal del trabajo infantil, la comunidad internacional expresó su 
opinión; la Organización Internacional Humans Right Watch 
(hrw), antes de que se legalizara la propuesta, manifestó que 
“el trabajo infantil perpetúa el ciclo de pobreza, [y que] redu-
cir la edad mínima laboral es una medida contraproducente 
y que se aparta de la tendencia en el resto del mundo” (hrw, 
2014); advirtió que de llevar a cabo dicha ley, sería un retro-
ceso para Bolivia. Así también, la oit (2014) manifestó que la 
ley describe al trabajo infantil como un fenómeno ineludible.

Pero el gobierno de Bolivia, como afirma el sociólogo ale-
mán Manfred Liebel (2014), trató de responder al dilema con 
una nueva legislación, la cual, se supone, se acomoda a la rea-
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lidad del país al mismo tiempo que respeta sus tradiciones, al 
asegurar que, en vez de prohibir el trabajo infantil lo que Boli-
via ha hecho es proteger los derechos de los niños trabajadores 
bajo las normar culturales y sociales del país.

Se reconoce también que fueron los propios niños, niñas y 
adolescentes, organizados bajo unatsbo, quienes impulsaron 
este proyecto y negociaron con el propio gobierno para pro-
mover una ley que velara por sus derechos de niños trabaja-
dores (Liebel 2014). 

Dicha ley también legitima y apoya el trabajo realiza-
do por los niños como una manifestación cultural de los 
pueblos originarios en las que perviven ciertas tradiciones, 
(Liebel 2014, 5). Ya que como argumentan los que se ad-
hieren a esta postura: 

En el derecho de origen o derecho propio de cada pueblo 
indígena en particular existen regulaciones sobre el tipo de 
actividades que son permitidas a los niños y adolescentes, 
la determinación de cuáles son las tareas apropiadas, e in-
cluso obligatorias para los niños y adolescentes indígenas 
como condición a cumplir para encontrar un lugar en la 
estructura social de su comunidad (Liebel, 2010, p. 47).

Por el otro lado, en la declaración de las Naciones Unidas 
(2007, p. 8) sobre los derechos de los pueblos indígenas se 
señala que:

Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos in-
dígenas, tomarán medidas específicas para proteger a los 
niños indígenas contra la explotación económica y contra 
todo trabajo que pueda resultar peligroso o interferir en la 
educación de los niños, o que pueda ser perjudicial para la 
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salud o el desarrollo físico, mental, espiritual, moral o so-
cial de los niños. 

Se pone especial énfasis en la educación y su protección, lo 
cual puede dejarse de lado cuando su importancia no es central 
en las tradiciones culturales de ciertos pueblos donde existen 
“nociones pre-modernas de la infancia y la niñez están acen-
tuados [y] los niños son requeridos para realizar ciertas tareas 
como partes naturales de sus roles, incluso a expensas de la 
educación formal” (Hilowitz et al. 2004, p. 19).

Aunque los que se encuentran a favor de la ley sostie-
nen que “el trabajo en las familias o las comunidades de 
referencia de niños y adolescentes indígenas forma parte, 
en general, de procesos de socialización, de mecanismos 
de supervivencia y continuidad de la cultura de origen” 
(Liebel, 2010, p. 47). Sin embargo, la oit, manifestó su 
preocupación por el hecho de que:

el nuevo Código pudiera no brindar la adecuada protec-
ción a las niñas, niños o adolescentes que realizan traba-
jos peligrosos en el ámbito familiar o social comunitario 
en la pesca en ríos y lagos, en la agricultura, en la cría de 
ganado mayor o en la albañilería (oit 2014).

Este tema no deja de ser polémico, ya que, por un lado, 
al asumir posturas que critiquen las tradiciones cultu-
rales de ciertos pueblos originarios, pueden caer en una 
posición etnocéntrica, en especial cuando provienen de 
organizaciones occidentales, y, el otro lado, al dejar esas 
tradiciones como valores inmutables y atemporales puede 
pasar por alto cómo esas culturas han sido afectadas por 
la globalización y las nuevas formas de producción, muy 
distintas a las precolombinas, y que efectivamente cam-
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biaron la forma de vida andina y la concepción de trabajo 
en el país.

Pero la ley no solo habla acerca de la regulación del tra-
bajo infantil en las comunidades rurales e indígenas, sino 
también acerca de los trabajos que se desarrollan en luga-
res urbanos donde “la mayoría de niños trabaja para reci-
bir un salario monetario, que en Bolivia es necesario para 
la subsistencia” (Liebel 2014, 9). La unicef en este caso 
señala que “el trabajo infantil (…) en muchas ocasiones 
obstaculiz[a] la educación o provoc[a] la deserción escolar 
de los niños” (efe 2014). Sin embargo, la ley establece que 
“se puede (y se debe) otorgar la autorización sólo cuando 
el trabajo no perjudica el derecho a la educación y no pone 
en peligro la salud, la dignidad ni el desarrollo integral 
de los niños y adolescentes” (Liebel, 2014, p. 5). Aunque, 
para los niños mayores de 14 años: 

El horario de trabajo no debe ser mayor a 8 horas diarias 
y 40 horas semanales y debe finalizar antes de las 22:00 
horas. Para adolescentes menores de 14 años de edad la 
duración máxima del horario de trabajo será de 6 horas 
diarias y 30 horas semanales (Liebel, 2014, p. 6). 

Por lo tanto, si se utilizan las horas completas de tra-
bajo, para los mayores y menores de 14 años, las horas que 
quedan para educación, estudio y recreación se dejan de 
lado o no se le otorga la cantidad de horas necesarias, en 
particular en las muchas familias que privilegian el trabajo 
infantil y dejan de lado la educación o actividades como 
el ocio y la recreación, considerados como una pérdida de 
tiempo (Hilowitz et al., 2004).
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En cuanto al pago, es uno de los puntos más problemá-
ticos en el trabajo infantil, ya que muchas veces implica 
abusos laborales al no dar ninguna remuneración o pagar 
menos de lo acordado (Hilowitz et al., 2004). La ley boli-
viana establece que, para los niños mayores de 14 años, el 
pago debe ser justo y no haber ninguna diferencia con el 
pago a los adultos, así como garantizar condiciones de se-
guridad y libre asociación (Liebel, 2014). Pero para los me-
nores de 14 años “no se hizo ninguna declaración para este 
grupo sobre la disponibilidad del salario, el salario mínimo 
y las horas pagadas para su autoformación” (Liebel, 2014, 
p. 6) y deja un vacío legal en ese aspecto para los menores 
que trabajaran a partir de los 10 años. Hay que aclarar que 
los mayores de 10 años y menores de 12 solo pueden tra-
bajar en el sector informal (Liebel, 2014), lo que hace que 
su regulación sea mucho más difícil, ya que, la mayoría de 
los niños que trabajan se ubican en el sector informal, y 
no existe agencia alguna que monitorice sus actividades 
(Hilowitz et al., 2004).

Esta circunstancia hace que se cuestione hasta qué 
punto es efectiva dicha legalización del trabajo, para los 
niños que se encuentran en ese tramo de edad, o de qué 
manera la ley podrá regular el trabajo informal y ver que se 
cumplan los requisitos que propone.

Por otro lado, si bien la ley establece y rebaja la edad 
legal para trabajar, también hace una distinción entre los 
trabajos que se pueden hacer y los que están prohibidos y 
penados. Están prohibidos aquellos trabajos que son per-
judiciales o inaceptables, que implican el uso de la fuerza y 
que ponen en riesgo sus vidas, a excepción de otros que se 
pueden realizar bajo ciertas condiciones que no pongan en 
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riesgo su integridad física o psicológica (Liebel, 2014). Aun-
que la realidad para los nats es que 53.40% (ine y oit 2008) 
de ellos se ubica en las actividades agropecuarias y mineras, 
consideradas como las más actividades más peligrosas.

Ahora, la ley en Bolivia establece dos tipos de institucio-
nes para supervisar y regular los trabajos de mejor manera 
y proteger a los niños, uno de ellos son las defensorías de la 
niñez y la adolescencia a cargo de las instituciones munici-
pales, integrados por distintos profesionales como aboga-
dos, psicólogos y trabajadores sociales (Liebel, 2014). 

Así también, el artículo 139 de la Ley, establece que el 
ministerio del trabajo, a través de las inspectorías, realizará 
supervisiones para ver que todo marche acorde a la regula-
ción y, en caso de faltas a la ley, se reportará a las defenso-
rías (Código niña niño y adolescente, 2015).

3. Datos, entrevistas y consecuencias

En cuanto a los datos generales que existen del trabajo in-
fantil en Bolivia, 27,9% (848 mil) de los niños y adolescen-
tes de 5 a 17 años están ocupados en actividades económicas 
por lo menos una hora a la semana. 26,4% (800 mil) reali-
zan actividades económicas [de] (menos de 14 años) (…) De 
este total, 354 mil residen en el área urbana y 446 mil en el 
área rural (ine y oit 2008, 7). 

Así entonces se ve que hay una diferencia entre el área 
urbana y el área rural, ya que “la mayor incidencia de niños 
ocupados en actividades de producción económicas se da 
en el área rural (64.9% frente a 16.9% en el área urbana) y 
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más entre los niños que entre las niñas” (ine y oit 2008, 
18), cifras que van de la mano con el tema educacional ya 
que “la dedicación exclusiva al estudio es mucho menor en 
el área rural y más baja entre las niñas” (ine y oit 2008, 4) 
donde además se puede apreciar un sesgo de género.

También, en cuanto a las labores que desempeñan los 
niños en cada una de las áreas:

La mayoría de niños y adolescentes en el área urbana 
(41,8%) trabaja como vendedores —siendo mayor la 
participación de mujeres que de hombres (54,5% frente 
a 31%, respectivamente) (...). En el área rural las ocu-
paciones que concentran la mayor cantidad de niños y 
adolescentes son las vinculadas a la agricultura (...). [Y 
en general] La mayoría de niños y adolescentes trabaja 
para el propio hogar —es decir, en negocios de la familia 
o para algún miembro del hogar (79,2%)— y 12,4% lo 
hace para un empleador (ine y oit 2008, 18).

Los datos otorgan una clara diferencia no solo entre la 
cantidad de niños que trabajan en las áreas rurales y urba-
nas, sino también arrojan luz sobre el tipo de labor que rea-
lizan y cuánto tiempo le otorgan al estudio. 

Existe además una diferencia de género en los datos de la 
última encuesta realizada: 446 mil niños y niñas menores de 
14 años trabajan y residen en el área rural, esto corresponde 
a 44.5% sin diferenciar entre trabajo peligroso y no peligro-
so, de ellos, 81.80% y 79.16% de niños y niñas respectiva-
mente son indígenas (ine y oit 2008). Un tema menos claro 
se refiere al trabajo doméstico que, a veces, implica labores 
no remuneradas, ya que 79.24% de los nats realizan labo-
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res domésticas en su casa, 12.41% para un empleador y un 
5.12% para otros hogares (ine y oit 2008).

¿Cómo habrá afectado la ley a todos esos niños y ni-
ñas? ¿Qué opinan actualmente los principales dirigentes de 
unatsbo? Son algunas de las preguntas que surgen al ver 
el complejo escenario de la realidad del trabajo infantil en 
Bolivia.

Al analizar los argumentos de unatsbo y la corriente 
crítica del trabajo infantil, uno de sus principales argumen-
tos se sostiene en la creación de una ley reguladora para 
evitar la explotación laboral. Uno de los puntos importantes 
a examinar sería las jornadas de trabajo de los nats y qué se 
estaría haciendo al respecto para cumplirlos. 

En este contexto se entrevistó a Eva, de la ciudad de la 
Paz, y a César, de la ciudad de Cochabamba.

—12:30 [es la hora en que] comenzamos a vender y ter-
minamos 3 o 2 p.m. (Eva, La Paz).

Si bien el caso de Eva se adhería a los marcos regulativos 
de la ley, también estaba el caso de César, uno de los tantos 
nats provenientes de zonas rurales que, durante el día iba 
a la universidad pública de Cochabamba para vender dulces 
dentro del campus, la mayoría de las veces andaba solo y, 
en algunas ocasiones, lo acompañaban sus hermanos o her-
manas. Al entrevistar a César de 12 años, que trabaja desde 
sus 10, dijo: “Trabajo todo el día.”

César no estaba enterado de la ley ni había sido visitado 
por alguna entidad gubernamental para preguntarle acerca 
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de su trabajo; su caso refleja el de muchos nats que, aun 
con la ley, siguen trabajando sin tener un horario fijo. Y este 
mismo problema se puede ver en cuanto a la edad legal que 
se establece para trabajar, ya que muchos de ellos trabajan 
desde muy niñitos, en general desde los siete años o menos. 

—Yo he trabajado desde que tengo memoria, —comentó 
Lizbeth, de 15 años, de la ciudad de La Paz.

Esta circunstancia implica un dilema, por un lado, la 
desprotección legal de los nats menores de 10 años que ya 
trabajan y, por otro, la casi imposibilidad de bajar más la 
edad legal, pues ello implicaría, aparte de la discusión teó-
rica y ética, una fuerte presión internacional y de los trata-
dos actuales que existen. Respecto a este punto, Lizbeth de 
15 años, coordinadora nacional de unatsbo, comentó: 

Desde hace muchos años atrás compañeros que habían 
sido nats buscaban que la ley cubra esa edad, desde los 
5 o 6 años, pero como tú dices, solo han aceptado desde 
los 10 años porque dicen que hay dos convenios, la 130 y 
132 de la oit, donde no se debe bajar más la edad, por eso 
es que el gobierno solo ha dado hasta los 10 años, pero 
estamos empezando en eso, yo creo que de aquí a unos 
cuantos años más, ojalá… sería buena idea que todos los 
niños a partir de los 6 o 5 años sean protegidos, porque 
hay niños, tenemos que ser realistas, hay niños que tra-
bajan a esa edad y todos hemos empezado así, o sea, no 
todos, pero la gran parte que es parte de la unatsbo, ha-
bía un niño llamado Cristian, de Potosí tenía 8 años y la 
ley no lo protegía (Lizbeth, La Paz).

Si bien todavía no hay una respuesta clara por parte del 
gobierno, la realidad es la que menciona Lizbeth, muchos 
de los nats entrevistados habían trabajado desde sus cin-
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co o siete años, expuestos a cualquier vulneración; por otra 
parte, cabe realizar la pregunta, cuánta es capacidad admi-
nistrativa del gobierno de Bolivia, si ya en la aplicación de 
los elementos básicos de la ley se encontró una nula acti-
vidad.

En cuanto a la razón de su trabajo, todos respondieron 
que era para ayudar económicamente a sus familias; algu-
nos también mencionaron que así podrían comprarse ma-
teriales escolares e ir al colegio. Aquí la pregunta es cuán-
to poder de decisión tienen los nats en elegir si empezar a 
trabajar o no. En este punto se entrevistaron a nats cuya 
influencia de los padres era determinante, en especial en los 
más pequeños, y el comentario fue que sus padres los pre-
sionaban para trabajar; aquí retomamos a César, quien fue 
el único niño que, además de ser presionado, comentó que 
no le agradaba trabajar, que él preferiría jugar.

—Mi mamá me manda a vender, (César, Cochabamba).

Otro ejemplo fue el de José, de 10 años, que al preguntar-
le por qué le ayudaba a su mamá trabajando, dijo: 

—Porque ella nos dice, (José, La Paz).

Lo cual indica, al menos en los nats más jóvenes, la de-
terminante influencia de los padres en la su inserción la-
boral, aunque después puedan decidir como opción propia 
seguir trabajando.

Vale decir que también existía una pequeña diferencia 
en cuanto a cómo se veía el trabajo infantil en la zona rural 
respecto a la urbana; en la zona rural, aunque de todas ma-
neras esperaban una retribución económica a cambio, los 
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nats veían el trabajo como una actividad normal y tradi-
cional. “En el campo es tradición que los hijos ayuden a sus 
familias, así se ha hecho desde siempre… uno trabaja, ayuda 
y así también los padres te envían al colegio o la universi-
dad” (Javier, Mizque).

Sin embargo, cabe señalar que, a diferencia de lo que 
sugiere la ley, no mencionaron razones culturales o ances-
trales. Respecto a este punto y, para tener más informa-
ción, se acudió a la defensoría de la niñez de Mizque, ahí se 
encontró a la abogada que comentó sobre el trabajo infantil 
en la zona rural:

No lo vería como algo cultural, sí como una necesidad, 
puede ser que los niños ahora tengan que estudiar, tam-
bién tienen derecho a jugar, a educarse, pero también la 
mayoría lo hace por necesidad (…) antes lo hacían por 
acompañar a los papás o a los parientes y aprender, y no te 
pagaban, te daban la alimentación, vestimenta y ya, pero 
hoy en día no, un menor puede trabajar en su torno fa-
miliar o fuera de él, entonces aprende las costumbres de 
cómo poder sembrar, cosechar y todo eso, pero ya no lo 
hace de esa manera gratuita, tiene que haber una retribu-
ción económica, porque la mayoría no realiza el trabajo en 
entornos familiares, sino externamente (Abogada defen-
sora de la niñez, Mizque).

Para una zona donde el quechua se habla fluidamente y 
se mantienen fuertemente sus tradiciones (Cochabamba, 
2014), tal argumento anula el elemento cultural al que se 
refiere la ley; además, destaca cómo el tema educacional 
es visto como una retribución por trabajar, y no como un 
derecho. Respecto a esto se consultó a la profesora de la es-
cuela pública de Mizque que enseña a niños de entre seis y 
13 años, y comentó:
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Sí les afecta, a veces cuando mayormente hay abandono de 
sus papás, no acuden a preguntar cómo es el desempeño 
diariamente, es ahí cuando los niños bajan en su aprendi-
zaje, los papás tienen que actualizarse entre los derechos y 
deberes de los niños (Nelly, Mizque).

Aquí lo que se denota es un gran conflicto respecto al tema 
de la educación y el trabajo infantil al interior de la familia. La 
educación es la segunda razón más importante por la que los 
niños trabajan, es decir, la ventaja de muchos de los nats es 
que, al tener suficiente dinero para comprarse materiales es-
colares, pueden optar por ir al colegio. Sin trabajar, para ellos 
sería difícil, sino imposible, asistir a la escuela.

Por último, se les preguntó a los nats si es que habían 
sufrido algún tipo de maltrato y la mayoría mencionó que 
sí; como ejemplo está el de César, en Cochabamba que fue 
agredido físicamente al realizar su trabajo en la calle y, 
cuando se le preguntó si sabía a dónde acudir al sufrir un 
maltrato, su respuesta fue negativa.

Otro caso fue el de Babas, en La Paz, quien dijo: “Sí pasa 
señorita, ‘lokalla de mierda, lústrame bien el zapato’, que-
riéndome pegar una patada, me dijeron una vez.”

Cuando Babas tenía entre siete y 14 años la ley todavía no 
existía y no tenía ningún mecanismo para defenderse, a di-
ferencia de ahora; aunque se vuelve casi imposible cumplir 
con este propósito por el simple hecho de que aún muchos 
nats no saben de su existencia y, por ende, no están ente-
rados de los mecanismos creados para exigir sus derechos. 

El problema se agudiza al notar que casi todos los nats 
entrevistados en la ciudad de Cochabamba y en la zona ru-
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ral de Mizque no estaban enterados de la ley; a esto se añade 
la complejidad del idioma en la zona rural, ya que no todos 
los nats pueden hablar español, como el caso de Ronald, de 
12 años, uno de los vendedores de helado, él acudió a una 
reunión de los nats de Mizque, pero tuvo complicaciones 
porque solo hablaba quechua.

—Alguna vez he ido, pero no he entendido en castella-
no… recién ahora he entendido en castellano (Ronald, Miz-
que).

Dicha situación pasa a ser problemática porque no se 
tienen datos actualizados de cuántos nats existen en Boli-
via ni cuántos de ellos se encuentran en una organización o 
son independientes, ya que los primeros, a través de su or-
ganización, han podido formar redes de apoyo que los han 
incentivado para reclamar sus derechos, a diferencia de los 
que no pertenecen a una. Los mismos nats comentan que la 
situación se complica por la actitud indiferente del gobier-
no para hacer un censo o tener más data.

Al final deberíamos empezar con el censo, que era lo pri-
mero que se tenía que revisar, cuántos nats hay en Boli-
via y bajo qué régimen están trabajando y cuántos están 
en peligro de explotación, pero hasta el momento no se 
ha podido hacer eso, me enteré recién que salió ya el re-
glamento, y ya debería ponerse en práctica, pero nada 
(Lizbeth, La Paz).

Además, también expone el poco trabajo que han rea-
lizado las instituciones para la difusión de la ley, ya que, si 
bien llega a ser conocida por los integrantes de las organi-
zaciones de los nats, no es conocida entre los niños que no 
se encuentran en ellas, tema que puede profundizarse en 
las regiones más alejadas de la capital, donde hay menor 
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presencia estatal, o en las zonas rurales poco acceso a los 
medios de comunicación masiva.

Por el otro lado, los nats organizados que sabían de la ley, 
al acudir a las defensorías, encontraron muchas deficiencias, 
como Lizbeth que mencionó el caso de una compañera:

Hay una compañera, Daniela, todos saben. Ha ido a la de-
fensoría, luego ha ido al ministerio de trabajo y en ningún 
lugar la han escuchado, o sea, han abierto su caso, pero 
nunca ha habido resultado, a ella no le han pagado tres me-
ses de trabajo y estaba pidiendo que se le cancelara [el con-
trato] porque estaba trabajando con una empresa de lim-
pieza, y la defensoría no ha intervenido nada, solo le decían 
no hay tiempo, tu caso se va a ver otro día (Lizbeth, La Paz).

Esta experiencia coincide con la opinión negativa que los 
nats tienen respecto a las defensorías de la niñez y el des-
empeño del gobierno; sin embargo, a pesar de los reveses, 
sentían que como las autoridades ya los habían escuchado, 
ahora podían y debían seguir luchando por sus derechos, 
con ellos como protagonistas, sin dar lástima ni pena, sino 
con el objetivo de que se reconozca su labor como niños y 
niñas trabajadores.

Sí, yo creo que sí, lo que se puede ver en este país es que, 
si no hay una presión social, si no sales a marchar, no te 
escuchan, estamos por ahora teniendo reuniones técni-
cas con los diferentes ministerios que están encargados de 
eso, pero estamos viendo si en caso de que no se cumplie-
ran las metas este año, las cosas que están ahí, entonces, 
tal vez podríamos salir a las calles a marchar y hacer pre-
sión social (…) porque marchando sí nos van a escuchar 
(Lizbeth, La Paz).
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La necesidad de trabajar y la forma de vida que ya llevan 
los nats son derechos importantes para ellos; además, re-
fuerza una circunstancia que para ellos ya es natural y que 
quedó claro cuando se les hizo transversalmente la pregun-
ta: “Si sus papás ganaran la suficiente plata, ¿trabajarían 
igual?” La respuesta de los nats tanto rurales como urbanos 
y organizados o no fue un corto y contundente: “sí”.

Conclusión

En el desarrollo de este trabajo se revisaron y analizaron los 
principales argumentos que el movimiento organizado de 
los niños y niñas trabajadores de Bolivia presentaron al mo-
mento de presionar al gobierno para legislar y crear una po-
lítica pública que regulara el trabajo infantil, para así evitar 
el abuso, concederle protagonismo y dignidad a una reali-
dad que afecta a un gran porcentaje de infantes en el país.

Al mismo tiempo, en la parte más práctica de este en-
sayo, se vio cómo todavía los problemas que afectan al país 
estructuralmente afectan la regulación y posible mejora a la 
calidad de vida de los nats. 

Sin embargo, y en especial para los nats que se invo-
lucraron en el proceso, a través de su adhesión en organi-
zaciones como unatsbo, fue un logro poder tener una he-
rramienta para reclamar por sus derechos, de al menos una 
situación que para ellos constituye su realidad y además les 
otorga beneficios que, de otra manera, no podrían tener. Se 
notó también cómo ellos ya no eran sujetos pasivos de su 
realidad, al contrario, se sentían con el derecho de salir a las 
calles y demandar que las autoridades los escuchen y hagan 
algo respecto a su situación vulnerable.
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En síntesis, si bien la ley presenta muchos defectos en 
su implementación, el movimiento de los nats ha generado 
un cambio en cómo Bolivia ha decidido sobrellevar el tema 
del trabajo infantil, y también en cómo los niños y niñas ven 
ahora su realidad, al pasar de ser un grupo etario que gene-
ralmente se lo ve como pasivo, vulnerable y marginalizado, 
a sujetos con derecho que no piensan cambiar su forma de 
vida, al menos en el corto plazo.
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